
BOLETIN N° 12.827-13-1

INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE  TRABAJO  Y  SEGURIDAD  SOCIAL,
RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE MODERNIZACION DE LA
DIRECCION DEL TRABAJO.
________________________________________________________________

HONORABLE CÁMARA:

Vuestra  Comisión de Trabajo y Seguridad Social  pasa a
informar, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley del epígrafe,
en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la
República, contenido en el  Boletín N° 12.827-13,  con urgencia calificada de
“SUMA”.

A  las  sesiones  que  la  Comisión  destinó  al  estudio  de  la
referida iniciativa legal asistieron el ex Ministro del Trabajo y Previsión Social,
don  Nicolás  Monckeberg  Díaz;  el  señor  Subsecretario  del  Trabajo,  don
Fernando Arab Verdugo; la señora Lilia Jerez Arévalo, Directora del Trabajo;
el  señor  Mauricio  Peñaloza  Cifuentes,  ex  Director  del  Trabajo;  la  señora
Camila  Jordán  Lapostol,  Directora  (S)  del  Trabajo,  y  el  Asesor  de  dicha
Cartera de Estado, don Francisco Del Río Correa;  

I.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1.- Origen y urgencia.

La iniciativa tuvo su origen en Mensaje de S.E. el Presidente
de la República, y se encuentra con urgencia calificada de “suma”.

2.-  Disposiciones  calificadas  como  normas  orgánicas
constitucionales o de quórum calificado.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión,
no existen en el proyecto que se somete a consideración de la Sala normas que
revistan  el  carácter  de  orgánicas  constitucionales,  ni  que  requieran  ser
aprobadas con quórum calificado.

3.- Diputado Informante.

La Comisión designó al  señor  Melero,  don Patricio,  en tal
calidad



II.- ANTECEDENTES GENERALES.

1.- Consideraciones preliminares.-

El proyecto en Informe, que había sido remitido a la Comisión
de Hacienda, el 28 de agosto del año 2019, para que prosiguiera su tramitación,
en conformidad a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 190, en relación
con lo preceptuado en el artículo 188 del Reglamento de la Corporación, fue
devuelto a esta Comisión en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala de la
Corporación, con fecha 24 de octubre, de aquel año, mediante un oficio del
señor Secretario General de la Corporación por el cual se le encomienda su
estudio y discusión, en particular, para la emisión del informe correspondiente.

Sostiene el  Mensaje, que acompaña este proyecto de ley,
que el programa del actual gobierno considera la modernización institucional del
Estado y la calidad de la política y las instituciones republicanas y que esta
iniciativa de modernización ha de ser abordada desde una perspectiva amplia,
asumiendo  el  desafío  de  mejorar  la  gestión  del  Estado  tanto  en  su
funcionamiento interno como también en su servicio a los ciudadanos. 

A este respecto, agrega, es un principio rector de los órganos
del Estado el actuar eficiente y coordinado y, por ende, el fin es aprovechar al
máximo los recursos públicos con miras a mejorar el servicio que se entrega a
los ciudadanos. 

En  este  contexto,  añade,  las  políticas  y  las  instituciones
públicas tienen la oportunidad y a su vez el deber de perfeccionar la forma en la
que otorgan servicios a sus usuarios, especialmente, aprovechando el potencial
de los avances de la globalización y las nuevas tecnologías.

Un  Estado  más  moderno  y  eficiente,  señala,  es  una
herramienta  que permite  garantizar  a  los  ciudadanos  un  mejor  acceso a  la
igualdad de oportunidades, además de generar una mayor integración de todos
en  la  sociedad,  haciéndolos  partícipes  de  una  institucionalidad  sólida,
transparente y siempre al servicio efectivo de los ciudadanos.

2.- La modernización institucional de la Dirección del Trabajo.

El  Mensaje,  asimismo, hace presente que este desafío  de
modernización,  escalón  necesario  en  el  camino  al  desarrollo,  se  hace
especialmente urgente en aquellas instituciones que prestan sus servicios en
áreas de gran interés para la sociedad, como es el caso de la institucionalidad
laboral y de seguridad social. 

Un mercado laboral  moderno, como el  que se propone en
todas las iniciativas que forman parte de la “Agenda de Modernización Laboral”,
exige una institucionalidad del Estado acorde a los nuevos tiempos. 

En  esta  materia,  destaca,  existe  un  desafío  importante
respecto a la Dirección del Trabajo. En efecto, su marco legal data del  año
1967, en un contexto donde las herramientas disponibles eran muy distintas a
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las  actuales,  lo  que limitaba su  campo de  acción,  obligando a  fiscalizar  en
terreno y dificultando la gestión de sus funcionarios. 

La realidad actual es completamente distinta a la existente
hace medio siglo y hoy existen numerosas herramientas tecnológicas, técnicas
y profesionales  que,  bien  utilizadas,  facilitarían  las  labores  de la  institución,
mejorarían su nivel de servicio y a la vez, la calidad de vida de sus funcionarios
y usuarios. 

Este  proyecto,  además,  precisa,  viene  a  actualizar  el
Servicio, en reconocimiento del aumento en las competencias y facultades que
han significado las diversas modificaciones legales en materia laboral, entre las
que se destaca la ley N°20.087, del año 2008, relativa a la protección de los
derechos fundamentales de los trabajadores; la ley N°20.760, que establece
supuestos  de  multiplicidad  de  razones  sociales  consideradas  como  un  solo
empleador, y sus efectos, publicada el año 2014, y la ley N°20.940, del año
2016, que moderniza el sistema de relaciones laborales, la cual establece la
competencia  de  la  Dirección  del  Trabajo  para  la  calificación  de  servicios
mínimos  y  equipos  de  emergencia.  Ello,  considerando,  además,  las
modificaciones que en materia de modernización se proponen en la presente
iniciativa.

Con  todo,  junto  con  reconocer  el  aumento  de  las
competencias y facultades que ha tenido el Servicio, se hace también necesario
revisar cuáles de ellas realmente se encuentran dentro su campo de acción,
para así centrar adecuadamente sus esfuerzos y permitir  la participación de
otros  organismos  e  instituciones  especialistas,  ya  sea  dentro  o  fuera  de  la
Dirección  del  Trabajo  cuando  la  complejidad  o  naturaleza  técnica  de  las
materias así lo requieran.

Al respecto, expone que cabe tener en consideración que los
esfuerzos  de  modernización  institucional  del  Servicio  no  son  una  iniciativa
exclusiva de este gobierno.

Ya entre los años 2010 y 2015 se desarrollaron trabajos de
consultoría  cuyo  objetivo  era  la  mejora  de  los  procesos  de  fiscalización
institucionales. En efecto, en informe de diciembre de 2015, una consultoría que
evaluó  la  modernización  institucional  del  Servicio  determinó  como áreas  de
análisis  crítico  y  con  necesidad  de  mejora,  los  procesos  de  fiscalización,
conciliación y el impacto en la atención de usuarios. Respecto a lo primero, a
modo de ejemplo, se determinó que en la Región Metropolitana el modelo de
fiscalización reactiva se tradujo en una demora de 50,5 días promedio, y un
promedio nacional de 21,9 días. En cuanto a la conciliación, el promedio de
espera en la Región Metropolitana llegó a los 27,1 días, y en el resto del país a
cerca de la mitad con 14 días. En cuanto a la atención de usuarios, el informe
señala  expresamente  que  el  “tiempo  promedio  de  espera  en  la  atención
presencial de usuarios es muy alto”, con un tiempo de espera de atención en
oficinas de entre 45 y 73 minutos.
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Lo anterior, refleja una realidad que exige una modernización
en aras de mejorar la eficiencia y eficacia del Servicio. Para ello, expresa el
Mensaje, los modelos de fiscalización deben considerar un actuar proactivo,
incorporando nuevas herramientas tecnológicas que permitan actuar en forma
más  rápida  y  solícita  ante  los  incumplimientos.  A  ello  además  se  debe
incorporar  una  mejora  en  los  procesos  internos  del  Servicio,  incluyendo  el
fortalecimiento de sus funcionarios, a fin de mejorar las atenciones y disminuir
los tiempos de espera que afectan la satisfacción de los usuarios y, en último
término, la mayor eficacia de la normativa laboral.

Otro punto a considerar es que el anhelo de modernización y
actualización también fue compartido por el gobierno anterior, el que presentó
en el año 2017 un proyecto de modernización y fortalecimiento de la Dirección
del Trabajo, cuyos fundamentos y objetivos se comparten en gran medida en la
iniciativa legal que se somete a consideración de esta H. Corporación (Boletín
N° 11.430-13).

A  este  respecto,  y  como  ya  se  ha  mencionado,  la
modernización  no  implica  únicamente  incorporar  nuevas  tecnologías  al
funcionamiento del Servicio, sino que también se traduce en mejorar la forma
en que se ejercen sus competencias, tanto en su funcionamiento interno como
también  de  cara  a  entregar  un  mejor  servicio  a  los  usuarios,  además  de
modernizar  la  planta  del  Servicio  mejorando  y  fortaleciendo  la  carrera
funcionaria. 

En  efecto,  agrega,  para  otorgar  protección  a  nuestros
trabajadores y asegurar trabajos de calidad, se debe potenciar una Dirección
del  Trabajo transparente  y  abierta  a los requerimientos de los  trabajadores,
como  también  a  promover  el  cumplimiento  de  la  legislación  laboral  y  de
seguridad social por parte de los empleadores. 

Lo  anterior,  exige  fortalecer  el  Servicio,  con  un  estándar
técnico y legal de alto nivel,  con mejores y más instancias de conciliación y
mediación que sean proactivas en la prevención de conflictos e infracciones, y
mecanismos de sanción y fiscalización  que no solamente  busquen castigar,
sino que, además, corregir y cautelar el efectivo cumplimiento y observancia de
los derechos de los trabajadores.

Tanto  trabajadores  como  empleadores  deben  visualizar  la
Dirección del Trabajo como un organismo eficiente, eficaz y oportuno a la hora
de velar  por  relaciones laborales  justas,  que respeten y  hagan respetar  los
derechos  y  deberes  de  las  partes  involucradas,  para  lo  cual  se  hace
indispensable contar  con un mayor  número de funcionarios con desempeño
estable en el Servicio. 

Finalmente,  señala  que  la  modernización  de  un  Servicio
siempre  requiere  de  la  activa  participación  de  sus  funcionarios.  En  este
contexto,  apenas asumido el  nuevo Gobierno,  el  11  de marzo de 2018,  se
convocó a las dirigencias de los funcionarios de la Dirección del Trabajo para
llevar  adelante  una  mesa  de  trabajo,  encabezada  por  las  autoridades  del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con el objeto de sentar las bases de
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un proyecto de ley que cuente con el apoyo transversal de quienes trabajan y
dan vida al Servicio. En este contexto, el 16 de abril de 2019, el Gobierno y las
Asociaciones  de  Funcionarios  de  la  Dirección  del  Trabajo,  suscribieron  un
protocolo  de  acuerdo  sobre  la  modernización  y  fortalecimiento  del  Servicio,
cuyos contenidos se ven reflejados en los objetivos de la presente iniciativa
legal que se somete a vuestra consideración.

3.- Objetivos del proyecto.

Nuevas formas de fiscalización, para proteger de mejor
forma a nuestros trabajadores.

La real importancia de la Dirección del Trabajo en el mundo
del trabajo radica en ser un organismo articulador de la prevención y solución
de controversias entre trabajadores y empleadores, a través de una adecuada
fiscalización del cumplimiento de las obligaciones de ambas partes en el marco
de la relación laboral.

En este sentido, el Gobierno ha asumido el compromiso de
modernizar este Servicio a fin de adecuarlo a los desafíos del mundo laboral
que hoy enfrentamos, por medio de las siguientes medidas:

Aumento  de  la  independencia  de  la  Dirección  del
Trabajo.

Habida consideración de la importancia y complejidad de las
materias que en el ejercicio de su cargo debe resolver el Director del Trabajo, el
presente  proyecto  de ley propone que su  designación  sea efectuada por  el
Presidente de la República con acuerdo del Senado, de manera de elevar el
estándar de transparencia y prescindencia política de esta alta función. 

Complementariamente, y a fin de relevar el carácter técnico
de  las  decisiones  de  la  Dirección  del  Trabajo,  se  propone  la  creación  del
“Consejo Consultivo de la Dirección del Trabajo” conformado por profesionales
altamente calificados cuya función será asesorar al Director del Trabajo en la
elaboración  de  dictámenes,  circulares  u  otros  pronunciamientos,  cuando  se
trate de una nueva doctrina o la reconsideración de doctrina ya existente. 

Modernización en la gestión de la Dirección del Trabajo.

Como se señaló en el cuerpo de este mensaje, este proyecto
de ley pretende avanzar sustantivamente en mejorar la gestión de la Dirección
del Trabajo y para ello se establecen una serie de mecanismos que introducen
el  componente  tecnológico  en  sus  procesos,  tales  como,  permitir  las
comunicaciones y notificaciones entre el  servicio y sus usuarios a través de
correo electrónico; así como impulsar el registro virtual de los nuevos contratos. 

Fortalecimiento  de  la  mediación  como  mecanismo  de
resolución de controversias. 
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Un lugar central en esta propuesta, lo tiene el fortalecimiento
de la capacidad de mediación de la Dirección del Trabajo, que a través del
tiempo ha demostrado ser una valiosa herramienta a la hora de resolver y guiar
los conflictos entre las partes, y no solamente en el marco de la negociación
colectiva.  En  razón  de  lo  anterior,  en  la  presente  iniciativa  se  incluyen  un
conjunto  de  normas  que,  bajo  los  principios  de  igualdad,  voluntariedad,
imparcialidad e “interés superior por el acuerdo”, otorgan mayores y mejores
instrumentos  para  que  trabajadores,  sindicatos  y  empleadores  puedan
encontrar  puntos  de  coincidencia  y  acuerdo  en  el  marco  de  los  legítimos
disensos que implica la relación laboral. 

En este sentido, cabe destacar, la facultad que se entrega al
Director del Trabajo para convocar,  excepcionalmente, y con acuerdo de las
partes,  a  asesores y  mediadores  externos que colaboren en  el  proceso  de
resolución de controversias.

Mejoras en los procesos de fiscalización.

Con  la  intención  de  mejorar  la  labor  fiscalizadora  de  la
Dirección  del  Trabajo  y  profundizar  la  aplicación  concreta  del  principio  de
debido  proceso,  que  se  encuentra  a  la  base  de  todo  procedimiento
administrativo, se propone fortalecer las garantías procesales para las partes
durante el ejercicio de las facultades fiscalizadoras del servicio.

Entre estas destacan el derecho a una tramitación oportuna y
dentro de los plazos establecidos por la ley y el derecho a ser notificados de los
resultados de la indagación y las eventuales sanciones que se apliquen para
ejercer los recursos administrativos y judiciales que establece la ley.

Lo  anterior  tiene  por  finalidad  además  promover  una
fiscalización que asegure el cumplimiento de la normativa por sobre la mera
imposición de sanciones, recordando que la finalidad principal del Servicio es
velar por la observancia de la normativa laboral y de seguridad social. 

Fortalecimiento  del  rol  de  la  Dirección  del  Trabajo  en
materias sindicales, de cara a la buena fe y transparencia.

Considerando las nuevas oportunidades que implicará el uso
de las tecnologías en la gestión de la Dirección del Trabajo, así como también
reconociendo el importante y comprometido rol de sus funcionarios en materias
del mayor interés para toda sociedad republicana, se propone fortalecer su rol
en  algunas materias  sindicales,  especialmente  asociadas a  la  actuación  del
Servicio como ministro de fe para garantizar la transparencia y objetividad en
ciertas instancias de la vida sindical.

Preferencia de inspectores del trabajo para actuar como
ministros de fe en determinadas materias sindicales.

Actualmente, la ley permite que actúen como ministros de fe
en  materia  sindical,  los  inspectores  del  trabajo,  los  notarios  públicos,  los
oficiales del registro civil y los funcionarios públicos designados por la Dirección
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del  Trabajo.  Sin  embargo,  se  han detectado algunas anomalías  o  faltas  de
diligencia en algunas materias en donde han intervenido otros ministros de fe,
por lo que, con el objeto de alinear los actos de mayor relevancia sindical a los
estándares  de  transparencia  y  buena  fe  que  exigen  las  sociedades
democráticas actuales, esta iniciativa propone establecer que en la constitución
de un sindicato, renovación de su directiva sindical  y elección de delegados
sindicales,  deban  actuar  en  forma  preferente  como  ministros  de  fe,  los
inspectores del trabajo del lugar de prestación de servicios.  

Fuero  de  constitución  del  sindicato  de  empresa,  de
establecimiento de empresa, interempresa o de trabajadores transitorios o
eventuales.

El  fuero  retroactivo  de  constitución  de  sindicatos  en
ocasiones se ha utilizado para fines distintos de los previstos por el legislador.
El  resultado  de  ello,  sin  duda,  ha  sido  el  debilitamiento  del  sindicato  de
empresa, el cual muchas veces se ve afectado con la fuga de socios hacia otros
sindicatos  constituidos  de  manera  inorgánica,  los  que  finalmente  no  se
desarrollan en el tiempo como verdaderos interlocutores laborales. 

Es por ello que, con el objeto de conciliar la protección de los
trabajadores  que  concurren  a  la  formación  de  un  sindicato  constituido  para
cumplir  con  las  finalidades  previstas  para  su  establecimiento,  se  propone
otorgar  mayor  formalidad  al  proceso  de  constitución  de  una  organización
sindical, estableciendo que el fuero de constitución se iniciará desde la solicitud
reservada de ministro de fe ante la Inspección del Trabajo. 

Mejora  de  la  institucionalidad  vigente  en  materia  de
calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia.

Servicios mínimos y equipos de emergencia: 

La ley N°20.940 prohibió  el  reemplazo de trabajadores en
huelga  estableciendo,  en  cambio,  la  figura  de  los  servicios  mínimos  y  las
adecuaciones  necesarias.  Si  bien  el  objetivo  y  concepto  de  los  servicios
mínimos, en términos generales, es muy similar a los equipos de emergencia
regulados con anterioridad a la entrada en vigencia de dicha ley, se estableció
que éstos deben ser calificados de común acuerdo entre la empresa y todos los
sindicatos constituidos en ésta, o en su defecto, por la Dirección del Trabajo.
Esto,  en  la  práctica,  se  ha  transformado  en  una  especie  de  negociación
colectiva previa que, en ocasiones, dificulta la consecución de acuerdos entre
trabajadores y empleadores y,  asimismo, ha generado una carga de trabajo
importante  para  la  autoridad  administrativa  y  los  tribunales  de  justicia,  en
circunstancias que se trata de una materia eminentemente técnica. 

En  razón  de  lo  anterior,  se  formulan  las  siguientes
propuestas en materia de servicios mínimos: 

i.  Se  precisa  el  concepto  de  servicios  mínimos: Se
clarifica la definición de servicios mínimos de manera de abordar aquellos casos
prácticos en que se han visto problemas desde la entrada en vigencia de la ley,
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incluyendo  que,  la  determinación  de  los  servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia  deberá  considerar  las  necesidades  relacionadas  con  la  vida,  la
seguridad  o  la  salud  de  las  personas,  especialmente,  de  niños,  niñas  y
adolescentes,  personas  con  discapacidad,  enfermos,  adultos  mayores  y
especies vivas, a fin de garantizar el funcionamiento necesario para que tales
bienes jurídicos cautelados no se pongan en riesgo. 

ii. Calificación  de  los  servicios  mínimos  por  acuerdo
entre las partes: A fin de fomentar el acuerdo de las partes, se propone que,
para calificar los servicios mínimos de común acuerdo, se debe distinguir  si
éstos afectan exclusivamente a un determinado establecimiento, planta, obra,
faena o área de la empresa, o bien, son transversales a ésta. En el primer caso,
se  entenderá  que hay acuerdo cuando la  propuesta  del  empleador  ha  sido
aprobada por el o los sindicatos que, en su conjunto, representen a la mayoría
absoluta de los trabajadores que prestan servicios en el establecimiento, planta,
obra, faena o área de la empresa correspondiente. Por su parte, tratándose de
servicios mínimos transversales a la empresa, será necesario que el acuerdo de
calificación  se  pacte  con  el  o  los  sindicatos  que  representen  a  la  mayoría
absoluta de los trabajadores sindicalizados. 

iii.Calificación  de  los  servicios  mínimos  por  un  panel
técnico,  en caso de ausencia de acuerdo: En caso de no haber acuerdo
entre  las  partes  y  tratándose  de  una  empresa  que  tenga  200  o  más
trabajadores,  la  calificación  deberá  ser  efectuada  por  un  panel  técnico  de
expertos, el cual estará bajo la supervigilancia del Director del Trabajo. Podrán
también  someterse  a  la  determinación  de  dicho  panel,  las  empresas  que
teniendo menos de 200 trabajadores lo acuerden con la mayoría absoluta de
sus trabajadores sindicalizados. Para efectos de la constitución del panel,  el
Director del Trabajo designará a los expertos correspondientes, de acuerdo al
registro de expertos que para estos efectos llevará la Dirección del Trabajo.

iv. Calificación  de  los  servicios  mínimos  por  la
Dirección  del  Trabajo,  en  caso de  ausencia  de  acuerdo: Tratándose  de
empresas de menos de 200 trabajadores en que no se hubiese alcanzado el
acuerdo de calificación, será la Dirección Nacional del Trabajo la encargada de
calificar  los  servicios  mínimos  y  equipos  de  emergencia.  La  resolución  que
emita la Dirección del Trabajo deberá ser fundada y considerar los acuerdos
parciales adoptados por las partes.

v. Plazo para resolver  y reclamación de la  resolución
que califica los servicios mínimos y equipos de emergencia: Se establece
que tanto el panel técnico de expertos como la Dirección del Trabajo, deberán
resolver los servicios mínimos y equipos de emergencia en el plazo de 45 días.
La resolución que a estos efectos se emita, será reclamable judicialmente a
través del procedimiento monitorio. 

vi. Recalificación de los servicios mínimos: De acuerdo a
la ley,  los servicios mínimos que hayan sido calificados por la Dirección del
Trabajo  podrán  ser  revisados  cuando,  por  circunstancias  sobrevinientes,
hubieren cambiado las condiciones que motivaron su determinación. Dado que
éstos constituyen un estatuto permanente en la empresa, han existido casos en
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que tras la primera huelga post calificación, se evidencia la insuficiencia de los
servicios mínimos y equipos de emergencia previamente calificados. 

A  fin  de  hacer  más  expedito  el  procedimiento  de
recalificación, el proyecto propone incorporar la posibilidad que ésta pueda ser
determinada por  acuerdo  de las  partes,  en  cuyo  caso,  se  deberá  seguir  el
mismo  procedimiento  necesario  para  alcanzar  un  acuerdo  en  materia  de
calificación de servicios mínimos.

Modificaciones a las normas de ingreso a la Dirección
del Trabajo y a su planta.

Con el objeto de que la modernización de la Dirección del
Trabajo que se propone en la presente iniciativa, vaya aparejada de una mayor
profesionalización de los funcionarios del Servicio, reconociendo su relevante
función, se faculta al Presidente de la República para fijar la nueva planta del
Servicio,  estableciéndose  un  conjunto  de  normas  al  efecto.  Adicionalmente,
entre otras modificaciones, se propone, como regla general el concurso público
para el  ingreso del  personal  a  contrata,  de  manera  de contar  con personal
calificado para  el  desarrollo  de  sus funciones.  Finalmente,  se  crean nuevas
asignaciones  remuneratorias:  de  turnos,  de  responsabilidad  y  asignación
especial de calidad de servicio.

En el transcurso de su discusión en particular, la presente
iniciativa legal experimentó algunas modificaciones, siendo la más relevante la
que excluyó de su articulado todo lo referido a la mejora de la institucionalidad
vigente  en  materia  de  calificación  de  servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia.

III.- MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL
PROYECTO.

En  conformidad  con  el  N°  1  del  artículo  287  del
Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 69 y 73 de la
Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32
de  la  Ley  Nº  18.918,  Orgánica  Constitucional  del  Congreso  Nacional,  cabe
señalar que la idea matriz o fundamental del proyecto consiste en modernizar
la institucionalidad laboral vigente, de manera de proteger de mejor forma a los
trabajadores y aprovechar el potencial de los avances de la globalización y las
nuevas tecnologías, así como también de fortalecer la planta de la Dirección del
Trabajo.

Tal  idea  matriz  se  encuentra  desarrollada  en  el  proyecto
aprobado  por  vuestra  Comisión  en  22  artículos  permanentes  y  dieciséis
artículos transitorios.
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IV.- ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGÁNICAS
CONSTITUCIONALES O DE QUÓRUM CALIFICADO.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión,
no existen en el proyecto que se somete a consideración de la Sala normas que
revistan  el  carácter  de  orgánicas  constitucionales  ni  que  requieran  ser
aprobadas con quórum calificado.

V.- DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA
COMISIÓN.

Vuestra Comisión recibió  al  ex Ministro del  Trabajo y
Previsión Social,  don  Nicolás Monckeberg Díaz;  al  señor Subsecretario del
Trabajo, dona Fernando Arab Verdugo; al Asesor Legislativo de dicha Cartera
de  Estado,  don  Francisco  Del  Río  Correa;  a  don  Mauricio  Peñaloza
Cifuentes,  ex  Director  del  Trabajo;  a  la  señora  Camila  Jordán  Lapostol,
Directora del Trabajo; a doña  Barbara Figueroa Sandoval, Presidenta de la
Central Unitaria de Trabajadores; al señor Raúl Campusano Palma, Presidente
de la Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile, ANFUNTCH; a
don  Rafael  Pereira  Lagos,  ex Subsecretario  del  Trabajo;  al  señor  Marcelo
Albornoz  Serrano,  ex  Director  del  Trabajo;  al  señor  César  Toledo  Corsi,
Abogado Laboralista; al señor  Zarko Luksic Sandoval, ex Subsecretario del
Trabajo, y a los señores Raúl Campusano Palma, Presidente de la Asociación
Nacional  de  Funcionarios  del  Trabajo  de  Chile  (ANFUNTCH),  y  a  Víctor
Verdugo  Pérez,  Presidente  Nacional  de  la  Asociación  de  Profesionales
Universitarios de la Dirección del Trabajo (APU).

 

VI.- ARTÍCULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN QUE
DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.

A juicio de la Comisión, los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12,
15, 16, 18 y 20 permanentes y artículos 1, 3, 9, 12, 13 y 16 transitorios del
proyecto aprobado, requieren ser conocidos por la Comisión de Hacienda por
tener sus disposiciones incidencia en materia financiera o presupuestaria del
Estado.

VII.- DISCUSION GENERAL. 

La Comisión inició la discusión general del proyecto en
informe en  su  sesión  de  fecha  6  de  agosto de 2019, recibiendo  al  señor
Nicolás Monckeberg Díaz, ex Ministro del Trabajo y Previsión Social; al señor
Fernando  Arab  Verdugo,  Subsecretario  del  Trabajo;  al  señor  Mauricio
Peñaloza Cifuentes,  ex Director del  Trabajo, y al  señor  Francisco Del Rio
Correa, Asesor Legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.
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En la ocasión, el señor Arab, don Fernando, manifestó
que este proyecto de ley cuenta con 3 ejes principales: fiscalización moderna
que proteja de mejor manera los derechos de los trabajadores; institucionalidad
que fomente el diálogo y la certeza jurídica en materia de servicio mínimos y
equipos de  emergencia;  y  el  fortalecimiento  de  las  normas  de ingreso  a  la
Dirección del Trabajo y a su planta. 

A  modo  de  diagnóstico,  el  señor  Arab  indicó  que  el
marco normativo vigente de la DT no responde siempre a las necesidades de
los  trabajadores  y/o  empleadores;  afectando  áreas  críticas  como  la
fiscalización; la certeza jurídica y la estabilidad de la doctrina administrativa, así
como las condiciones de atención a los usuarios del  Servicio.  Los procesos
internos muchas veces lentos,  burocráticos  y  la  falta  de  uniformidad en los
procedimientos de fiscalización y doctrina administrativa de la DT, son críticas
que se escuchan constantemente entre los usuarios del  sistema. Incertezas,
ambigüedades y falta de transparencia en torno a la labor sindical, así como
innecesaria conflictividad en materia de servicios mínimos, son desafíos que los
actores sociales que forman el mundo del trabajo exigen que sean abordados.
Por otra parte, preocupa el incumplimiento de la normativa laboral por parte de
las mipymes,  quienes muchas veces actúan por  desconocimiento y falta  de
recursos.  Adicionalmente,  a  nivel  de  funcionarios  de  la  DT,  la  ley  ha  ido
aumentando  con  el  tiempo  sus  funciones,  pero  sin  hacerse  cargo  de  los
necesarios ajustes a su planta de funcionarios.

Entre los objetivos que persigue el proyecto de ley, el
señor  Arab  destacó  los  siguientes:  Modernizar  la  Dirección  del  Trabajo
incorporando  la  tecnología  a  sus  procesos,  disminuyendo  los  tiempos  de
espera, digitalizando trámites y gestiones para mejorar su eficiencia y la calidad
de vida de sus funcionarios y usuarios; Impulsar nuevas formas de fiscalización,
para proteger de mejor forma a los trabajadores; Potenciar una Dirección del
Trabajo cercana, que otorgue certeza jurídica a todos los actores sociales, con
un  alto  estándar  técnico  legal;  Reforzar  las  instancias  de  conciliación  y
mediación  para  fomentar  el  diálogo  social  y  la  construcción  de  acuerdos;
Mejoras  en  materia  de  servicios  mínimos  para  evitar  así  la  excesiva
judicialización, focalizar de mejor manera la carga de trabajo de la autoridad
administrativa y otorgar mayor especialización a la calificación de los servicios
mínimos; Habilitar al Presidente de la República para que fije una nueva planta
para  la  DT,  la  cual  permita  afrontar  de  mejor  manera  la  modernización  del
Servicio que se propone.

Sobre  el  objetivo  de  contar  con  una  fiscalización
moderna que proteja los derechos de los trabajadores, el señor  Arab destacó
modificaciones  al  procedimiento  de  designación  del  Director  del  Trabajo,
indicando que deberá realizarse por el Presidente de la República, con acuerdo
de los 4/7 del Senado, durando en el cargo 6 años y pudiendo ser removido por
la Corte Suprema a requerimiento del Presiente de la República o de la Cámara
de  Diputados.  Asimismo,  se  crearía  un  Consejo  Consultivo  encargado  de
colaborar  con  el  Director  del  Trabajo  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  de
interpretación de la legislación y reglamentación laboral cuando se trate de una
nueva doctrina o reconsideración de doctrina existente. Asimismo, se propone
que el  Director del  Trabajo pueda realizar consultas públicas no vinculantes
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sobre las instrucciones, pronunciamientos y demás normas de carácter general
de la Dirección del Trabajo.

Adicionalmente, se propone la obligación de publicar en
el  portal  electrónico de la DT, en enero de cada año,  un compendio de los
dictámenes, ordinarios, circulares y órdenes de servicio; Incorporación en la ley
de garantías  procesales  de las partes durante  el  ejercicio  de  las  facultades
fiscalizadoras del Servicio;  Establecimiento de los criterios a considerar para
determinar  el  monto  de  las  sanciones  asociadas  a  una  infracción;
Comunicaciones y notificaciones entre el  Servicio  y  sus usuarios por  correo
electrónico  y  digitalización  de  documentos  laborales;  Registro  en  el  portal
electrónico  de  la  DT  de  los  contratos  de  trabajo,  sus  modificaciones  y
terminaciones; creación de una unidad de apoyo al emprendedor (MIPYMES);
Fortalecimiento de las normas que regulan la mediación y del rol de la DT en
materias sindicales. 

En la oportunidad, señora Sepúlveda manifestó dudas
respecto del procedimiento de consultas públicas en materia de instrucciones,
pronunciamientos y demás normas de carácter general que dicte la DT. En su
opinión, corresponde simplemente a un maquillaje de participación ciudadana.   

Para continuar con el estudio del proyecto, la Comisión
recibió  en  su  sesión  especial  de  fecha  12  de  agosto de  2019, al  señor
Fernando Arab Verdugo, Subsecretario del Trabajo, quien, continuando con la
exposición de la sesión anterior, manifestó que el proyecto de ley contempla
una  nueva  institucionalidad  que  fomente  el  diálogo  y  la  certeza  jurídica  en
materia de servicios mínimos y equipos de emergencia. En efecto, junto con
aclarar  el  concepto  de servicios  mínimos,  la  iniciativa mejora  el  proceso de
calificación: En el caso de la existencia de acuerdo se propone distinguir si se
trata de servicios mínimos que deban operar exclusivamente en un determinado
establecimiento, planta, obra, faena o área de la empresa o son transversales a
ésta. En el caso de ausencia de acuerdo, se propone que para empresas de
200  o  más  trabajadores,  la  determinación  la  realice  un  panel  técnico  de
expertos;  mientras  que,  para  empresas  de  menos  de  200  trabajadores,  la
Dirección del Trabajo mantenga dicha atribución. Asimismo, la resolución, tanto
del panel de expertos como de la DT será reclamable en Tribunales, a través
del  procedimiento  monitorio,  pudiendo  además  rectificarse  por  acuerdo  o
circunstancias sobrevinientes.

Finalmente, sobre el fortalecimiento de las normas de
ingreso a la Dirección del Trabajo indicó el señor Subsecretario que la iniciativa
legal habilita al Presidente de la República para fijar una nueva planta a través
de un DFL, determinando la forma de ingreso a la planta y contrata, señalando
las  condiciones  y  requisitos  de  ingreso.  Además,  se  incorpora  la
concursabilidad para el ingreso al servicio y para asumir cargos de jefatura. 

Por  otra  parte,  el  señor  Peñaloza,  don  Mauricio,  ex
Director del Trabajo, presente en la sesión, añadió que la iniciativa incorpora
nuevas asignaciones: Asignación de Turno, la cual será asociada a sistema de
tunos en horarios no habituales fijados por el Director del Trabajo; Asignación
de Responsabilidad, aplicable a cargos de jefatura del estamento directivo y a
funcionarios titulares que pertenezcan a otros estamentos (a excepción de los
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auxiliares), o los contrata asimilados a esas plantas, que ejerzan funciones de
jefatura de unidad dependientes de oficinas de niveles operativos; Asignación
especial de calidad de servicio, la cual reemplaza a la asignación de estímulo y
desempeño. Tendrá derecho a percibirla el personal de planta y a contrata, en
la medida que haya prestado servicios sin solución de continuidad durante, a lo
menos, seis meses del año objeto de la evaluación.

Ante  una  pregunta  de  la  diputada  señora  Orsini
respecto  a  si  el  Ejecutivo  cumplió  con  todo  aquello  acordado  con  la  Mesa
Técnica  integrada con los  trabajadores de la  Dirección  de Presupuestos,  el
señor  Subsecretario  manifestó  que  desde  principios  del  mandato  del  actual
gobierno  se  celebraron  reuniones  en  conjunto  con  los  sindicatos  de
trabajadores de la Dirección del Trabajo, quienes si bien tienen ciertos reparos y
algunas discrepancias con el proyecto de ley, en lo fundamental se encuentran
de acuerdo y dispuestos a avanzar en materias esenciales como el compendio
de  modificaciones  a  la  normativa  laboral,  el  consejo  consultivo,  la  consulta
pública, los requisitos para el nombramiento del director, entre otras.

Por su parte, la diputada señora  Cariola,  doña Karol,
lamentó  que  se  esté  haciendo  una  costumbre  que  el  Ejecutivo  presente
proyectos de ley cuyas ideas matrices se encuentren entrelazadas entre temas
de fácil despacho y temas complejos. Así, por ejemplo, en esta iniciativa legal
nadie podría  estar  en desacuerdo con la  modernización de la  Dirección del
Trabajo  en  cuanto  a  su  dotación  de  personal;  sin  embargo,  el  proyecto
confunde  esta  materia  con  modificaciones  a  las  atribuciones  de  dicho
organismo, muchísimo más profundas, por ejemplo, el  concepto de servicios
mínimos, externalización de servicios y el  fuero de los trabajadores. En este
escenario, preguntó respecto a los fundamentos sobre los cuales se sostiene la
externalización del  proceso de mediación de la  DT,  por  sobre  la  opción de
aumentar su dotación.

La  diputada  señora  Sepúlveda,  doña  Alejandra,
coincidió con la opinión anterior, lamentando que el Ejecutivo haya presentado
una ley miscelánea encubierta  como una modernización de la Dirección del
Trabajo.  Al  respecto  estimó  que  resultaría  interesante  centrarse
fundamentalmente en la modernización institucional de la planta de la DT. Todo
aquello a lo que se refirió el Subsecretario, agregó, no tiene directa relación con
ese objetivo fundamental. En su opinión, ambas cosas debiesen ser discutidas
en 2 instancias o proyectos distintos.

El  señor Del Rio, Asesor Legislativo del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social, recordó que la situación descrita anteriormente no
es excepcional.  En efecto,  en los proyectos de ley sobre modernización del
Servicio  Nacional  Forestal,  y  del  Servicio  de  Capacitación  y  Empleo,  se
contempla  no  sólo  el  fortalecimiento  de  la  dotación  de  planta  de  ambos
servicios, sino también modificaciones a sus atribuciones y facultades. 

El diputado señor Saavedra estimó que un proyecto de
modernización  de  la  Dirección  del  Trabajo  debiese  fomentar  y  fortalecer  la
creación y funcionamiento de los sindicatos de trabajadores, cuestión que este
proyecto no aborda.  
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El  Subsecretario  señor  Arab recordó  que  la  ex
Presidenta Bachelet presentó, días antes de finalizar su mandato, un proyecto
de ley de similares características,  es decir,  una iniciativa que modernizaba
tanto  las  atribuciones  de  la  Dirección  del  Trabajo  como  su  planta  de
funcionarios. 

Por otra parte, sobre la externalización de la mediación,
el  señor  Subsecretario  aclaró  que,  en  efecto,  el  proyecto  contempla  una
facultad  de  Director  del  Trabajo  de  convocar  a  un  mediador  externo,
previamente inscrito, y siempre que exista acuerdo de las partes. Al respecto,
cabe hacer presente que existen casos cuya especialización haría conveniente
la  participación  de  un  mediador  con  competencias  técnicas  específicas,
supervigilado por el Director del Trabajo y siempre que exista acuerdo con las
partes para ello. 

En otro orden de ideas, el señor Arab reafirmó que este
proyecto de ley busca modernizar las competencias de la DT y fortalecer su
dotación. En consecuencia, aunque es deseable de concretar en alguna otra
iniciativa, este proyecto no contempla dentro de sus objetivos el fortalecimiento
de la sindicalización.

El diputado señor  Barros  recordó que el proyecto de
ley se encuentra en su etapa de discusión en general y que el debate debe
circunscribirse a aprobar o rechazar la idea de legislar, siendo los detalles del
proyecto parte de la presentación de eventuales indicaciones. 

La diputada señora  Cariola, doña Karol, insistió en la
conveniencia de dividir el proyecto de ley, con el objeto de avanzar rápidamente
en el  fortalecimiento de la carrera funcionaria  de los trabajadores de la DT,
aspecto en el que no debería existir mayor reparo en el seno de la Comisión.
Por  el  contrario,  realizar  modificaciones  a  los  servicios  mínimos  implica
necesariamente referirse a la huelga, un tema respecto que resulta sumamente
controvertido. En otro orden de ideas, preguntó respecto al eventual conflicto de
interés en el hecho de que el Comité Técnico para la determinación de servicios
mínimos sea pagado por el empleador.   

   
El Subsecretario señor  Arab, sobre este último punto,

afirmó  que  el  Ejecutivo  no  ha  innovado  en  esta  materia,  toda  vez  que
actualmente  el  panel  técnico  que  sirve  de  base  para  la  determinación  de
servicios mínimos en empresas estratégicas es financiado por el empleador. 

El  señor  Del Rio manifestó que cabe hacer presente
que este proyecto de ley responde a la  necesidad de hacerse cargo de un
problema estructural de la reforma laboral, relacionado con que, actualmente, la
demora  de  la  Dirección  del  Trabajo  en  la  determinación  de  los  servicios
mínimos está contribuyendo a restringir el derecho a huelga. En este escenario,
la iniciativa legal amplía las posibilidades para arribar a dicha determinación en
un  menor  plazo  y  con  la  participación  eventual  de  un  panel  de  expertos  y
mediadores especializados.
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Continuando con el estudio del proyecto, la Comisión recibió
en  su  sesión  de  fecha  13  de  agosto de  2019,  al  señor  Fernando  Arab
Verdugo, Subsecretario del Trabajo; a  don Francisco Del Río Correa; a don
Mauricio Peñaloza Cifuentes, Director del Trabajo; a doña Barbara Figueroa
Sandoval, Presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores; y al señor  Raúl
Campusano Palma, Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del
Trabajo de Chile, ANFUNTCH; 

En la oportunidad, la señora Figueroa, Presidenta de la CUT
manifestó que nuevamente estamos ante un proyecto de ley del Gobierno que
retrocede en derechos laborales, pues es evidente que sus objetivos implícitos
son: Flexibilizar los mecanismos de control con los que cuenta la Dirección del
Trabajo en el ámbito del cumplimiento de la normativa laboral y de seguridad y
salud  en  el  Trabajo;  Dificultar  la  constitución  y  creación  de  organizaciones
sindicales; y, debilitar el derecho a huelga de las organizaciones sindicales, por
la vía de transformar los servicios mínimos en servicios máximos, es decir, la
mantención plena del proceso productivo durante la huelga. En efecto, bajo el
pretexto  de modernizar  la  Dirección  del  Trabajo,  se  esconden una serie  de
modificaciones propuestas de mucho mayor alcance, en especial referidas a la
afectación de derechos colectivos como la sindicación y el derecho a huelga. 

En  este  escenario,  la  señora  Figueroa manifestó  que  el
proyecto de ley transita sobre un derrotero peligroso y riesgoso en el ámbito de
la legislación laboral y de seguridad y salud en el trabajo, cual es, debilitar a la
propia Dirección del Trabajo (y no modernizarla), en los siguientes aspectos:
Fiscalización (Por ejemplo, elimina la comparecencia obligatoria para efectos de
fiscalización); Externaliza la mediación y parte de sus funciones (elaboración de
dictámenes);  Establece  excesivas  garantías  para  el  infractor  (empleador)  al
crear un Titulo completo que regula las garantías procesales de los posibles
infractores en el ejercicio de las facultades fiscalizadoras; y, establece que el
Director  del  Trabajo  llame  a  consulta  pública  a  los  interesados  para  la
interpretación y aplicación de las leyes laborales y de seguridad y salud en el
trabajo.

Sobre la posible afectación de la libertad sindical, la señora
Figueroa indicó  que  el  proyecto  establece  que  para  la  constitución  del
sindicato,  de  renovación  de  la  directiva  sindical  y  de  elección  del  delegado
sindical, solo podrán actuar como ministros de fe los inspectores del trabajo, en
circunstancias que hoy puede serlo cualquier ministro de fe. Por otro lado, en el
ámbito de la autonomía sindical, elimina la posibilidad de recurrir al ministro de
fe  establecido  en  los  estatutos.  Asimismo,  se  establece  una  especie  de
“permiso previo para constituir sindicatos”, pues exige una solicitud reservada
de ministro de fe, la que determina el inicio del fuero sindical, estableciéndose
que  si  la  asamblea  constitutiva  no  se  realiza  en  el  plazo  señalado,  no  se
originará el fuero establecido en los incisos anteriores. Lo anterior, se agrava al
momento de señalar  que el  ministro  de fe  respectivo (inspector  del  trabajo)
deberá  emitir  y  entregar  a  solicitud  del  empleador  o  los  trabajadores,  un
certificado electrónico dando cuenta del día y la hora en que ingresó la solicitud
reservada  de  ministro  de  fe  e  informar  de  oficio  al  empleador  respecto  del
hecho de haberse realizado la asamblea constitutiva y la nómina del Directorio y
quiénes dentro de él gozan de fuero.
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Sobre  la  reforma  propuesta  a  los  servicios  mínimos,  la
señora Presidenta de la CUT indicó que el proyecto de ley destierra del Código
del  Trabajo  el  derecho  a  huelga.  Esto,  pues  define  con  tan  amplitud  los
servicios mínimos, que, en la práctica, éstos terminan por impedir el ejercicio
del derecho a huelga. En efecto, el proyecto propone que los servicios mínimos
ahora  sean,  además  de  todas  las  hipótesis  actuales,  para  asegurar  el
cumplimiento de las obligaciones laborales, previsionales, tributarias y de pago
de la empresa y proteger los bienes corporales, incorporales e instalaciones de
la empresa. Como ejemplo, una de las obligaciones laborales de la empresa es
otorgar  las  funciones  convenidas,  lo  que no  es  otra  cosa que  impedir  todo
ejercicio de paralización del proceso productivo.

Adicionalmente, la señora  Figueroa estimó que el proyecto
de ley facilita al empleador la proliferación de servicios mínimos al permitir los
siguientes aspectos: Que el acuerdo sobre servicios mínimos pueda ser con un
solo  sindicato  (existiendo  varios)  y  además  por  una  cierta  categoría  de
trabajadores (aunque sindicato represente a más); Entregar la calificación a un
“panel  de  expertos”  pagados  por  el  empleador,  tratándose  de  las  grandes
empresas;  Que  el  sindicato  deba  responder  “fundadamente”  la  solicitud  de
servicios mínimos,  cuestión que hoy no se exige;  Que la calificación en las
medianas, pequeñas y micro empresas no sea realizada necesariamente por el
Director Regional; Eliminar el plazo que actualmente tiene la Dirección Regional
para calificar servicios mínimos, ampliando el tiempo de las suspensiones de
negociaciones  colectivas;  Imponer  al  sindicato  la  obligación  de  designar  la
identidad del equipo de emergencia cuando hay discrepancia, cuestión que hoy
debe resolver la Dirección del Trabajo; y, el sindicato para ser consultado no
solo  debe  existir  en  la  empresa,  sino  que  además  encontrarse  “vigente”,
entregándosele  unilateralmente  al  empleador  la  facultad  de  ponderar  tal
circunstancia,  sin  considerar  que  las  normas  de  disolución  sindical  son  de
derecho estricto y las causales están establecidas explícitamente en el Código
del Trabajo en los artículos 295 y siguientes.  

A  su  turno,  el  señor  Campusano, Presidente  de  la
Asociación  Nacional  de  Funcionarios  del  Trabajo  de  Chile  (ANFUNTCH),
manifestó  que  al  asumir  el  nuevo  Ejecutivo,  comenzó  a  realizar  un  trabajo
conjunto de estudio y revisión del proyecto de ley que presentó la ex Presidenta
Bachelet, que abarcó todo el año 2018, tras el cual finalmente el Gobierno se
comprometió  a  elaborar  un  nuevo  proyecto.  Este  nuevo proyecto  respetaba
básicamente los términos de la iniciativa anterior en el ámbito de normas de
personal y carrera funcionaría; y planteaba un nuevo contenido en lo relativo a
competencias y facultades de la  DT,  surgido tanto de algunos aspectos del
proyecto  anterior  como,  y  principalmente,  de  la  agenda  programática  del
Gobierno y de las propuestas efectuadas por algunas comisiones de centrales
sindicales y de expertos laboralistas a las que éste convocó en el  segundo
semestre del año 2018, las cuales concluyeron en planteamientos que, ajenos a
modificaciones sustantivas de derechos y obligaciones laborales y al riesgo de
debates político-ideológicos intensos, parecieron aceptables y con significativo
respaldo técnico. Todo lo cual se tradujo en un Protocolo de Acuerdo entre las
Asociaciones y el Gobierno, suscrito el 16.04.19, en el que se comprometió la
presentación definitiva del proyecto primero para fines de mayo y luego para
fines del mes de julio de 2019, además con urgencia legislativa, en atención a la
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necesidad de abrir un espacio para su pronta tramitación durante lo que resta
del año 2019, en atención a normas con vigencia largamente postergada y que
tienen programada su aplicación a contar del 1 de enero del año venidero, en
medio de la  significativa cartera de proyectos de ley en el  ámbito  laboral  y
previsional que se encuentran actualmente en tramitación en el Congreso.

Sin  perjuicio  del  Protocolo  de  Acuerdo  firmado  con  el
Ejecutivo,  el  señor  Campusano manifestó que,  con molestia  y  sorpresa,  se
pudo  constatar  que  el  proyecto  presentado  finalmente  al  Congreso  tiene
profundas modificaciones en relación a lo anunciado y comprometido con las
asociaciones. Aun conscientes que este tipo de proyectos de ley son siempre
de los Gobiernos de turno -por lo demás de su iniciativa exclusiva en varios
aspectos-, como Asociación indicó que obviamente estaban interesados en su
contenido, con esperanza en el cumplimiento de las aspiraciones referidas a su
carrera  funcionaria  tras  largos  años  de  esfuerzo  por  ello,  y  también  con  el
compromiso, en lo que se refiere a competencias y facultades de la DT, de velar
porque  sea  técnicamente  impecable  en  aras  de  fortalecer  de  verdad  el
desempeño institucional.

Lamentablemente, continuó el expositor, en estos pocos días
de intenso estudio, han podido concluir que el proyecto trabajado y anunciado
en  conjunto,  fue  alterado  en  diversos  y  críticos  aspectos.  Por  ejemplo,  en
materia de competencias y facultades del Servicio, respecto de temas como la
introducción de propuestas de cambio a la regulación de los servicios mínimos -
que  se  había  comprometido  expresamente  tratar,  junto  con  otros  temas
polémicos, en otro proyecto de ley aparte-; o de un Consejo Consultivo que
tiene bien poco de tal y afecta la autonomía técnica que se propugna para el
Servicio  en otras partes del  proyecto;  o la  externalización y privatización de
algunas de sus funciones públicas; o, en lo principal una sobrerregulación que
aparece muy lesiva para la capacidad fiscalizadora de la DT. 

A mayor abundamiento, respecto de la carrera funcionaria el
expositor afirmó que existen aspectos que se han identificado con profundos
cambios a lo previamente concordado, por ejemplo, la total omisión de grados y
números de cargos en los escalafones de las nuevas plantas, lo cual aparece
con ello sujeto a la total discrecionalidad de la autoridad administrativa que dicte
el o los DFL o que concrete el encasillamiento; o el desdibujar gravemente el
esencial tercer nivel jerárquico; o, un insólito e inaceptable intento de inclusión
de una norma caduca del antiguo y polémico DL 3551 que pretendería volver a
sostener que todos los funcionarios/as de la DT serían de exclusiva confianza
de la autoridad de turno.

En  este  sentido,  afirmó  el  señor  Campusano,  los
funcionarios/as de la DT estiman estar ante una situación compleja en la que
sus aspiraciones y demandas de largo tiempo, mejorar su carrera funcionaria y
limitar  la  discrecionalidad de las autoridades de turno en favor  de un mejor
servicio, se ve entrampada o contaminada por un riesgo de contienda política
que  pudiera  exacerbarse  hasta  ver  el  proyecto  como  un  paquete  cerrado,
arriesgando  las  opciones  de  identificar  aquellas  materias  y  contenidos  que,
además de la ley de plantas y más allá de las sorpresas,  son ampliamente
positivas y contribuyen al auténtico fortalecimiento del Servicio.
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A propósito  de  estos  antecedentes,  el  señor  Campusano
solicitó  al  Gobierno reestudiar  y  finalmente  enmendar  los  principales  y  más
críticos aspectos introducidos al proyecto, a objeto de facilitar su tramitación.
Asimismo, a las señoras y señores Parlamentarios solicitó buenas estudiarlo en
detalle,  pues,  como se  señaló,  entre  yerros  y  aspectos  opinables,  contiene
anhelos muy importantes de los funcionarios de la DT y buenas propuestas de
fortalecimiento institucional  que no pueden desatenderse, siendo inevitable y
necesario distinguir entre unos y otras.

Para  continuar  con  el  estudio  del  proyecto,  la  Comisión
recibió, con fecha 20 de agosto de 2019, al señor  Rafael Pereira Lagos, ex
Subsecretario del Trabajo; al señor Marcelo Albornoz Serrano, ex Director del
Trabajo; al señor Cesar Toledo Corsi, Abogado Laboralista; y al señor Zarko
Luksic Sandoval, ex Subsecretario del Trabajo.  

El señor Pereira lamentó que el proyecto parta de la base de
una errada comprensión de la función de la Dirección del Trabajo, poniendo el
foco  en  ser  un  "organismo  articulador  de  la  prevención  y  solución  de
controversias  entre  trabajadores  y  empleadores,  a  través  de  una  adecuada
fiscalización del cumplimiento de las obligaciones de ambas partes en el marco
de la relación laboral". Si bien la Dirección del Trabajo es una institución que
integra varias funciones de lo que se denomina la "administración del trabajo",
la finalidad central de la DT es velar por el cumplimiento de la normativa laboral,
para lo cual puede usar varios instrumentos: la fiscalización a las empresas, la
asistencia  técnica,  la  divulgación  de  la  normativa,  etc.  En  ningún  caso  su
función es fiscalizar el  cumplimiento de las obligaciones de los trabajadores.
Esto es no comprender que a la Dirección del Trabajo le corresponde intervenir
en un tipo de relación donde existe un marcado desequilibrio de poder.

Por otra parte, el señor Pereira manifestó que, pese a que el
proyecto se titula como “Modernización de la Dirección del Trabajo”, contiene
norma  que  no  guardan  relación  con  ese  título,  por  ejemplo,  lo  referido  a
servicios mínimos o la que establece la obligación de los sindicatos de realizar
sus actuaciones que exigen ministro de fe, exclusivamente ante un inspector del
trabajo. 

Sobre los servicios mínimos, el señor Pereira manifestó que
el proyecto de ley implica un enorme retroceso para la libertad sindical y en
particular para el efectivo ejercicio del derecho a huelga. Además, el énfasis
está puesto en relación a garantizar el interés de la parte empleadora. Así por
ejemplo, se incluyen nuevas hipótesis que justifican la calificación de servicios
mínimos:  obligaciones  de  pago,  abastecimiento  de  alimentos,  protección  de
bienes incorporales y especies vivas. Ello significa una ampliación que excede
todos  los  parámetros  aceptables  según  los  estándares  internacionales.
Además, resulta del todo incomprensible que empresas que no son calificadas
por resolución triministerial, como aquellas en que puede prohibirse la huelga, al
no estar dentro de las hipótesis definidas por la ley (grave daño a la salud, al
medio ambiente, al abastecimiento de bienes o servicios de la población, a la
economía del país o a la seguridad nacional), se entienda que necesariamente
deben otorgarse servicios mínimos para resguardar estos bienes jurídicos, si la
autoridad ya desechó la existencia de dichos bienes jurídicos. Por otra parte, se
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excluye a la Dirección del Trabajo de la facultad para calificar servicios mínimos
en  empresas  de  200  o  más  trabajadores,  que  son  precisamente  las  que
demandan la calificación de servicios mínimos y negocian colectivamente. Se
entrega dicha facultad  a un panel  de  denominados "expertos",  pero  que su
enfoque dice relación con el conocimiento del rubro o actividad económica, y no
con el  conocimiento  de los  derechos laborales.  Finalmente,  se  establece la
posibilidad  de  calificar  servicios  mínimos  por  "establecimiento,  planta,  obra,
faena o área de la empresa", llegando a un nivel de casuismo que incrementa
sustantivamente  el  ya  complejo  procedimiento  de  calificación  y  lo  puede
convertir  en un sistema de muy difícil  aplicación y fiscalización.  Atomizando
además la acción sindical.

Por otra parte, agregó el señor Pereira, el proyecto parte de
la premisa de la desconfianza en la actividad sindical y la necesidad del control
estatal, entregando además el monopolio de los ministros de fe a la Dirección
del  Trabajo.  En  particular,  se  extiende  a  los  sindicatos  de  empresa  y  de
trabajadores  eventuales,  la  norma  establecida  para  el  caso  del  sindicato
interempresa, referida a que el fuero de constitución rige desde el momento en
que se solicita el ministro de fe. No se aporta ninguna fundamentación ni dato
preciso  para  justificar  esta  nueva  afectación  a  la  protección  del  derecho  a
constituir sindicatos. Adicionalmente, el proyecto establece que para el caso de
constitución  de  sindicatos,  renovación  de  directiva  sindical  y  elección  de
delegados sindicales, sólo puede actuar como ministro de fe un inspector del
trabajo, es decir, profundiza la intervención de la inspección del trabajo en la
actividad  sindical,  sin  que  el  Ejecutivo  logre  hacerse  cargo  del  importante
incremento  de  trabajo  que  puede  significar  este  monopolio.  Lo  anterior,  en
opinión del expositor, resulta totalmente contrario a las claras recomendaciones
de  la  OIT  de  no  distraer  a  los  funcionarios  fiscalizadores  de  sus  labores
inspectoras, para destinarlos a otras tareas, como sería en este caso el control
estatal de la actividad de los sindicatos, debilitando por otra parte el ejercicio de
la libertad sindical.

En otro orden de ideas, respecto a aspectos que si tienen
que ver con modernización de la DT, el  señor  Pereira  recordó que tanto el
proyecto  de  la  Presidenta  Bachelet  de  septiembre 2018 (Boletín  11.430-13)
como  el  proyecto  en  análisis,  en  lo  que  se  refiere  a  la  DT,  consideran
básicamente  dos  grandes  materias,  unas  que  dicen  relación  con  el
perfeccionamiento o nuevas atribuciones para la Dirección del Trabajo y otras
referidas a nueva planta y beneficios remuneracionales para los funcionarios de
la Dirección del Trabajo. Respecto de los contenidos referidos a facultades de la
DT,  como  lo  declara  el  propio  mensaje  del  proyecto  en  comento,  existen
coincidencias  en  varios  aspectos.  Sin  embargo,  el  actual  Gobierno  excluye
algunas materias importantes del proyecto del 2017, e incorpora otros aspectos
nuevos de fuerte impacto institucional.

En ambos proyectos, continuó el señor Pereira se contempla
un mecanismo de consulta pública, la notificación electrónica, la relación con
usuarios  mediante  medios  electrónicos;  y  el  registro  digital  de  toda  la
información laboral y de seguridad social. Por otra parte, se aprecian aspectos
contenidos en el proyecto de ley de la Presidenta Bachelet, que no contempla el
proyecto  del  Presidente  Piñera:  el  incremento  de  las  multas  en  caso  de
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infracciones en materias de seguridad y salud en el trabajo; la facultad de la
Dirección  del  Trabajo  para  requerir  información  a  organismos  públicos  y
privados que administran prestaciones de la seguridad social y de la seguridad
y salud en el trabajo; el fortalecimiento facultades de fiscalización en seguridad
y  salud  en  el  trabajo,  como  la  facultad  de  la  DT  para  prescribir  medidas
preventivas y correctivas; la facultad de los empleadores de poder adoptar un
modelo  de  cumplimiento  de  obligaciones  laborales  y  de  prevención  de
infracciones; la obligación de la DT de definir un plan institucional en conjunto
con el Ministerio del Trabajo. 

Sobre algunas materias contenidas en esta iniciativa legal,
no contempladas en el proyecto de ley de la Presidenta Bachelet, se encuentra,
por ejemplo, el nuevo procedimiento de nombramiento del Director del Trabajo,
que deberá ser designado por el Presidente de la República con acuerdo de los
cuatro séptimos del Senado. Tendría además una duración de seis años en el
cargo y sólo podría ser removido por la Corte Suprema. Sin duda, afirmó el
expositor, este mecanismo no resuelve la politización del nombramiento de esta
autoridad, y no garantiza el  carácter técnico. Asimismo, no hay otro servicio
público que tenga un mecanismo de designación como el propuesto en este
caso.

Por  otra  parte,  se  propone  crear  un  Consejo  Consultivo,
presidido  por  el  Director  del  Trabajo,  para  asesorarlo,  e  integrado  por
representantes del Ministerio del Trabajo y de Economía. Estos representantes
serán "expertos" en materia laboral. Esta propuesta es cuestionable desde dos
puntos de vista.  El  primero,  es que la  Dirección del  Trabajo cuenta con un
Departamento  Jurídico,  integrado  por  profesionales  conocedores  de  las
materias que son competencia de esta autoridad. Por  lo tanto,  si  lo  que se
requiere es un perfeccionamiento técnico de los pronunciamientos del Director
del Trabajo, una propuesta correcta sería fortalecer el referido Departamento,
en particular su unidad responsable de elaborar los dictámenes. El otro punto
de vista a tener en cuenta, y siguiendo las orientaciones de la OIT, es que lo
que  debe  constituirse,  es  un  Consejo  Tripartito  de  Usuarios,  donde  estén
representados  empleadores,  trabajadores  y  la  propia  autoridad,  con  un  rol
relevante en el conjunto del quehacer de la Dirección del Trabajo.

Sobre la  mediación,  el  proyecto de ley decide externalizar
esta función, entregándola a "asesores y mediadores externos", que sin tener el
carácter  de  funcionarios  públicos,  sin  el  bagaje  que proporciona el  haberse
desempeñado en distintas funciones en la Dirección del Trabajo, y remunerados
por la propia institución, pasarán a cumplir las funciones que desempeñan los
mediadores institucionales. En opinión del expositor, no existe una justificación,
ni una explicación suficiente, para adoptar esta medida. En vez de fortalecer la
acción mediadora de la Dirección del Trabajo, se externaliza esta actividad.

A  su  turno,  el  señor  Albornoz  realizó  una  exposición
descriptiva de la capacidad inspectiva, conciliadora y mediadora de la Dirección
del Trabajo, destacando la tendencia a la baja en el número de fiscalizaciones,
indicando que la DT actúa esencialmente de forma reactiva. Por el contrario, ha
existido un aumento sostenido de reclamos y trabajadores beneficiados, toda
vez que la DT ha tenido un alto nivel de impacto conciliador en beneficio de los
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usuarios, disminuyendo la carga para los Tribunales del Trabajo. Asimismo, se
registra un aumento sostenido de los procesos de mediación en negociaciones
colectivas con huelga aprobada, de los cuales el 50% termina con acuerdo. En
la mediación de negociación colectiva sin huelga, el resultado de acuerdo sube
al 80%. En este sentido, el expositor afirmó que la mediación es un mecanismo
exitoso de solución de conflictos colectivos. 

Respecto a las modificaciones a los servicios mínimos que
plantea  el  proyecto,  el  señor  Albornoz destacó  que  ellas  aumentan  la
posibilidad  de  acuerdo  directo  con  sindicatos  representativos  y  vigentes,
poniendo  término  al  “derecho  a  veto”  de  sindicatos  minoritarios.  Asimismo,
destacó  que  se  traslade  la  calificación  en  empresas  grandes  y  con  mayor
potencial de complejidad a un Panel Técnico de Expertos (Ej. Ley General de
Servicios  Eléctricos,  Sistema  de  Transporte  Público),  permitiendo  que  la
actividad de calificación de la DT se reduzca y se concentra en empresas de
menor tamaño. Estas modificaciones, en opinión del expositor,  no afectan el
derecho  a  huelga  en  su  esencia  porque  se  trata  de  la  perfección  del
procedimiento  de calificación  técnica  que la  ley  establece,  y  no  a  limitar  el
derecho  fundamental.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la  homologación  de  las
causales de calificación de empresas en que no se puede declarar la huelga
(“estratégicas”)  a  los  servicios  mínimo,  sí  afecta  el  ejercicio  del  derecho  a
huelga,  pues  amplía  o  extiende  las  causas  de  calificación  a  circunstancias
excepcionalísimas (inc. 2º art. 359). Lo anterior, podría generar problemas de
interpretación con las causales aplicables a empresas estratégicas.

Sobre  la  mediación,  el  señor  Albornoz recalcó  que  las
modificaciones implican un avance en la definición y fijación de sus Principios
(mismo estándar de la Mediación Familiar contenido en Ley Nº 19.968, 2004),
orientando y permitiendo regular de mejor forma este instrumento de solución
de conflictos (arts. 377 bis y ter), especialmente colocando el acuerdo como su
fin  superior.  En opinión  del  expositor,  la  externalización  de la  mediación  es
justificable, toda vez que constituye un instrumento de alto impacto social que
ha demostrado resultados positivos y que permitiría redestinar recursos a la
fiscalización, ampliando el servicio a las partes. Asimismo, recordó experiencias
exitosas de externalización de servicios públicos, por ejemplo, los defensores
penales licitados, la mediación familiar externalizada.   

En  otro  orden  de  ideas,  el  señor  Albornoz destacó  la
incorporación  de  nuevas  normas  relacionadas  con  las  garantías  en  la
fiscalización,  debido  procedimiento,  tipificación  de  infracciones  y
proporcionalidad del  monto de la  sanción.  Todo lo  anterior,  tiene por  objeto
limitar  la  discrecionalidad  administrativa  propia  de  la  labor  fiscalizadora  en
protección de las garantías individuales, consagrando un Estado sancionador
pero no represivo,  en base a la discrecionalidad administrativa pero no a la
arbitrariedad.

Adicionalmente, el señor Albornoz argumentó como positivo
la  incorporación  de  una  consulta  pública  que  permitirá  acoger  opiniones,
recomendaciones y conocimiento técnico, además de situaciones particulares
de  los  regulados  (regiones,  actividad  económica,  necesidades  de  los
trabajadores  y  sus  organizaciones,  etc.).  Ello,  contribuirá  a  aumentar  la
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legitimidad  de  los  pronunciamientos  y  el  aporte  de  la  sociedad  civil,
especialmente  de  empleadores,  trabajadores  y  sindicatos.  A  su  vez,  la
incorporación  de un Consejo  Consultivo  reforzará  el  carácter  técnico  de los
pronunciamientos o dictámenes y permitirá equilibrar el ejercicio unipersonal de
la facultad interpretativa. 

Finalmente, respecto a la planta de funcionarios de la DT, el
señor  Albornoz  manifestó  que  el  proyecto  de  ley  contribuye  a  nivelar  sus
remuneraciones con otros organismos fiscalizadores (Servicios Fiscalizadores
de Hacienda; Servicio de Impuestos Internos; Aduanas; Tesorería General de la
República; y Superintendencias), puesto que hoy en día, la planta de la DT no
es competitiva a la hora de optar por este empleo. Asimismo, el mejoramiento
de  plantas  y  de  remuneraciones  (asignaciones)  son  proporcionales  a  la
eficiencia en el funcionamiento del Servicio y al importante aumento de nuevas
funciones.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  el  expositor  criticó  la  intención  del
proyecto de establecer cargos de exclusiva confianza del Director del Trabajo,
lo cual vulnera la estabilidad en el empleo y lo dispuesto en el artículo 6 del
Convenio 81 de la OIT.  

A su turno, el señor  Toledo  manifestó su preocupación en
relación  a  las  normas  asociadas  a  los  servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia. En efecto, la norma actual no respeta el carácter excepcional de
los servicios mínimos que debieran asociarse a servicios esenciales. En Chile,
afirmó, los servicios esenciales apuestan por la máxima limitación al derecho de
huelga  (prohibición).  Adicionalmente  se  regulan  los  servicios  mínimos
abarcando  ámbitos  incluso  asociados  al  interés  no  de  terceros,  como
correspondería, sino del propio empleador, como sucede con la protección de
bienes corporales.  A su  vez,  la  operativización de los  servicios  mínimos ha
implicado que, una limitación del ejercicio del derecho de huelga ha cobrado,
para  el  operador  administrativo  (DT),  más  importancia  que  el  derecho
fundamental de la negociación colectiva. 

Ahora bien, el  expositor indicó que las modificaciones que
propone  el  proyecto  de  ley  son  de  la  máxima  gravedad,  toda  vez  que  se
amplían  los  fundamentos  que  deben  tenerse  a  la  vista  para  declarar  o
determinar  los  servicios  mínimos,  lo  que  produce  como  consecuencia  una
limitación mayor al derecho de huelga. En efecto, la nueva norma establecería
que los servicios mínimos deberían, entre otras: “asegurar el cumplimiento de
las obligaciones laborales, previsionales, tributarias y de pago de la empresa y
proteger  los bienes corporales,  incorporales  e instalaciones de la  empresa”.
Esta definición, junto con un largo listado de nuevas exigencias, hace irrisorio el
concepto de servicios mínimos como aquello “estrictamente necesario”.

Sobre el panel de expertos, en opinión del expositor, la ley
encarga a la DT la labor primaria de elaborar pronunciamientos y dictámenes,
por lo que no debiera participar de dicha calificación personal externo a ella.
Debiera propenderse, afirmó el señor Toledo, a que la DT tenga personalmente
altamente capacitado para ello. En efecto, La DT, agregó, debe favorecer la
eficacia  de  las  normas  laborales,  especialmente  en  un  país  con  debilidad
sindical congénita y contribuir a que acudir a tribunales no sea la regla general.
Es decir, debe ser un buen filtro para evitar que todo se judicialice pues la alta
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congestión en tribunales solo favorece a una solución tardía y de mala calidad.
Para  ello,  estimó,  los  funcionarios  de  la  DT  debiesen  ser  altamente
profesionalizados, capacitados permanentemente y, por cierto, adecuadamente
recompensados, con una carrera funcionaría que tenga como eje esos factores.

Por  su  parte,  el  señor  Luksic,  en  lo  relativo  a  servicios
mínimos, hizo presente que la realidad actual consiste en que los sindicatos que
quieren  negociar  regladamente  no  pueden  hacerlo,  pues  se  suspenden  los
plazos mientras se estén tramitando los servicios mínimos y la calificación de
los servicios de emergencia, y lo habitual es que la DT se tarda meses, incluso
años en su determinación. En este escenario de paralización de los procesos
de negociación colectiva, el proyecto de ley se presenta a fin de resolver una
realidad  y  una  necesidad,  así  por  ejemplo,  la  iniciativa  ha  pensado  en
establecer un panel técnico de expertos, designado por el Director del Trabajo,
a fin  de colaborar en la  determinación de servicios mínimos complejos.  Ello
resulta un avance, afirmó el expositor, para contribuir a destrabar procesos de
calificación,  sin  los  cuales  no  se  puede  continuar  con  el  procedimiento  de
negociación colectiva. Lo anterior cobra relevancia cuando se considera que los
funcionarios de la Dirección del Trabajo se encuentran sobrepasados, más aún
cuando  en  ciertas  industrias  se  requiere  de  conocimientos  extremadamente
técnicos para calificar aquello indispensable para el debido funcionamiento de la
referida industria o empresa frente a una huelga legal. Por ello, la DT requiere
de apoyo de profesionales altamente calificados para resolver un problema que
es técnico. 

También respecto  a  servicios  mínimos,  el  proyecto  de ley
resuelve  una  situación  que  actualmente  genera  un  problema  práctico.  En
efecto, la ley actual solicita consultar a los sindicatos de cada una de las plantas
de una empresa respecto a los servicios mínimos. El proyecto en tabla regula
esta situación solicitando la consulta de los sindicatos que correspondan al área
o a la planta que iniciará un proceso de paralización. 

En  este  sentido,  el  expositor  destacó  que  estas
modificaciones vienen a resolver conflictos prácticos, no se trata de cuestiones
ideológicas ni menos afectación al derecho a huelga, afirmó. Todo lo contrario
se  protege  la  garantía  constitucional  en  la  medida  en  que  la  demora,  la
confusión  y  la  burocracia  excesiva  va  en  contra  de  los  propios  sindicatos,
quienes  actualmente  se  enfrentan  con  grandes  dificultades  al  momento  de
ejecutar una huelga legal, particularmente en lo referido a servicios mínimos.  

Por otra parte, criticó, junto con los expositores anteriores,
que el  proyecto confunda los criterios propios que determinan las empresas
estratégicas  con  los  requisitos  de  la  definición  de  servicios  mínimos.  Ello,
indició,  genera más problemas y  confunde dos mecanismos que corren por
carriles separados. 

En otro orden de ideas, el  señor  Luksic celebró el  nuevo
título  de garantías procesales incorporado por  el  proyecto de ley durante el
ejercicio de la facultad fiscalizadora de la DT, por cuanto se hace cargo de que
el procedimiento de fiscalización de la DT se someta a los principios del "debido
proceso" del procedimiento administrativo. Hay que recordar que la relación que
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tiene la DT con los empleadores, sindicatos y trabajadores en lo que respecta a
las fiscalizaciones e investigaciones lo hace desde la administración del Estado,
por  eso se deben resguardar  ciertas obligaciones y derechos,  tanto  para el
fiscalizador como el fiscalizado. En efecto, el expositor señaló que hace algún
tiempo que los procedimientos de fiscalización e investigación no se sujetan a
los  principios  básicos  de un procedimiento  administrativo  y  es  hora  que se
haga, ya que la Contraloría General de la República se inhibe de investigar y
conocer los actos emanados de la DT, entendiendo que hay un respeto a la
labor fiscalizadora de estos entes.  

Finalmente, el señor Luksic manifestó estar de acuerdo con
que en la designación del Director del Trabajo participen 2 poderes del Estado,
tal y como se eligen otras altas autoridades, como por ejemplo, los jueces o el
Contralor General de la República, sin que ello signifique politizar dicho cargo.
Es más, el expositor estimó que hasta el día de hoy, el Director del Trabajo
siempre  ha  sido  una  autoridad  politizada,  designado  directamente  por  el
Presidente de la República de un color político determinado. 

El diputado señor  Melero estimó que resulta sano que, así
como  la  DT  fiscaliza  a  los  empleadores,  también  haga  lo  propio  con  los
trabajadores,  especialmente  en  materia  de  constitución  de  sindicatos.  Nada
impide, afirmó, que situaciones abusivas que puedan cometer los empleadores
o las empresas, no se cometan también por las organizaciones representantes
de los trabajadores. 

La  diputada  señora  Cariola,  doña  Karol  consultó  a  los
invitados respecto al eventual conflicto de interés que existiría en relación a que
el Comité de Expertos para determinación de los servicios mínimos deba ser
pagado por el empleador. 

El diputado señor Barros celebró que las exposiciones de los
invitados den cuenta, en su opinión, de la necesidad de modernizar la Dirección
del Trabajo, y la pertinencia de llevar adelante esta iniciativa legal. 

La  diputada señora  Yeomans manifestó  estar  de  acuerdo
con revisar las problemáticas que han sufrido los sindicatos en el proceso de
negociación colectiva, especialmente en lo que dice relación con el retardo en la
determinación de los servicios mínimos. 

El señor Pereira señaló no compartir el criterio del diputado
señor Barros, indicando que, en su opinión, el proyecto de ley es impertinente,
en la medida en que intenta utilizar las necesidades de los funcionarios de la DT
para avanzar en temas delicados en materia de negociación colectiva. Por otra
parte, el señor Pereira recordó que la OIT ha concordado que no es posible que
un órgano administrativo se inmiscuya en la fiscalización de sindicatos, con el
objeto de respetar su autonomía.

El  señor  Albornoz reiteró  la  importancia  del  proceso  de
mediación  como  una  importante  forma  de  solución  de  conflictos  colectivos,
indicando  que  resulta  conveniente  potenciar  este  servicio  mediante  la
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externalización que se propone, tal y como se realiza exitosamente en materia
de derecho de familia.   

El señor  Luksic coincidió respecto a que cabe analizar con
mayor profundidad el hecho de que el Comité de Expertos, encargado de definir
los servicios mínimos,  deba ser  pagado por  el  empleador,  en relación a un
posible conflicto de interés. 

El señor Toledo recordó que los Convenios 87 y 98 de la OIT
contienen  el  principio  de  no  interferencia  del  órgano  estatal  en  las
organizaciones de trabajadores, de modo de favorecer la libertad y la protección
de los derechos de sindicalización.   

Continuando la discusión general del proyecto, la Comisión,
en  su  sesión  de  fecha  10  de  diciembre de  2019,  recibió  al  señor  Víctor
Verdugo  Pérez,  Presidente  Nacional  de  la  Asociación  de  Profesionales
Universitarios de la Dirección del Trabajo. Estuvieron también presentes, los
señores  Fernando Arab Verdugo, Subsecretario del Trabajo,  Francisco Del
Rio  Correa,  Asesor  Legislativo  de  dicha  Secretaría  de  Estado,  y  Mauricio
Peñaloza Cifuentes, Director del Trabajo.

 
En la ocasión el señor  Verdugo, manifestó que el proyecto

de ley tiene varios problemas pendientes y que urge la necesidad de abordar.

En este sentido, afirmó que uno de los problemas pendientes
es  la  “modernización”,  y  señaló  que  por  esta  se  entiende  la  necesidad  de
incorporar al servicio la informatización y los adelantos tecnológicos. Agregó, el
señor Verdugo que la finalidad que se debe pretender con la modernización es
satisfacer de mejor manera las necesidades de los usuarios, aumentando la
cobertura y calidad de la entrega de los servicios a través del mejoramiento del
procedimiento y de la tecnología, facilitando los trámites a los usuarios, cuestión
que el proyecto no aborda de manera adecuada.

En cuanto a la carrera funcionaria, el Presidente de la APU
hizo presente que es necesario contar con una nueva ley de planta funcionaria,
porque actualmente existe una precariedad de los funcionarios de la DT, dado
que la  actual  ley  rige  del  año 1992,  por  tanto  el  expositor  propuso que es
menester legislar en aras de un estatuto normativo coherente y transparente,
basado  en  el  mérito  y  que  reconozca  el  esfuerzo  y  el  trabajo  de  sus
funcionarios, con la finalidad de construir una carrera funcionaria que se ejecute
real y efectivamente, cuestión que no ocurre al día de hoy.

En este escenario, el señor  Verdugo, hizo presente que en
el proyecto no se explicitan ni individualizan los escalafones ni los grados de
inicio  y  término  de  cada  uno  de  ellos,  lo  que  implica,  entre  otras
consideraciones, que tampoco se conocerá la forma que tendrán estos nuevos
escalafones, toda vez que la ley de planta se sustenta sobre la base de los
concursos  de  promoción,  y  para  que  los  concursos  de  promoción  tengan
movilidad  y  fluidez,  es  fundamental  conocer  la  estructura  que  tendrán  los
escalafones.
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Respecto de los servicios mínimos, el expositor señaló que
en el proyecto de ley se otorga mayor especialización a la calificación de estos
servicios, produciendo en definitiva una pérdida de eficacia a la huelga, porque
se  protege  la  productividad  y  el  normal  funcionamiento  de  las  empresas,
externalizando  las  funciones,  desmereciendo  así  la  experiencia  de  los
funcionarios.

Por  su  parte,  el  señor  Arab,  Subsecretario  del  Trabajo,
valoró que, por un lado, este proyecto vuelva a estar en tabla de la Comisión,
dada la importancia que este tiene, y por otro lado el trabajo en conjunto que ha
realizado la Subsecretaría junto con las asociaciones de funcionarios de la DT,
en aras de la necesaria protección y perfeccionamiento de su ley de planta.

Agregó  el  señor  Subsecretario,  de  forma  sucinta,  que  el
proyecto de ley cuenta con 3 ejes principales: fiscalización moderna que proteja
de  mejor  manera  los  derechos  de  los  trabajadores;  institucionalidad  que
fomente  el  diálogo  y  la  certeza  jurídica  en  materia  de  servicio  mínimos  y
equipos de  emergencia;  y  el  fortalecimiento  de  las  normas  de ingreso  a  la
Dirección del Trabajo y a su planta.

En cuanto a la planta funcionaria, el señor  Arab manifestó
que, a nivel de funcionarios de la DT, la ley ha ido aumentando con el tiempo
sus funciones, pero sin hacerse cargo de los necesarios ajustes a su planta de
funcionarios,  es por esto que el  Mensaje se hace cargo de estas falencias,
buscando  propiciar  una  carrera  funcionaria  que  otorgue  efectivamente  esta
garantía a los funcionarios de la Dirección del Trabajo.

Los diputados señores Eguiguren y Jiménez celebraron que
exista dialogo entre las asociaciones de funcionarios con el Gobierno con el
propósito de que ambas partes lleguen a acuerdos para mejorar este proyecto
de ley.

El  diputado  señor  Melero valoró  que  en  la  denominada
“Agenda  anti  abuso  y  por  un  trato  digno  y  justo",  que  tiene  como objetivo
combatir  con  mayor  eficiencia  todo  tipo  de  abusos  y  de  proteger  a  los
ciudadanos,  anunciada por  el  Presidente  de la  República  el  día  lunes 9 de
diciembre,  se  incluyera  como  pilar  fundamental  de  esta  agenda  una  mejor
protección de los derechos de los trabajadores, adoptando medidas tales como:
la modernización de la Dirección del  Trabajo; la incorporación de tecnología
digital para facilitar la relación entre los trabajadores, los empleadores y la DT; y
la promoción de la mediación voluntaria entre trabajadores y empleadores por
parte de la DT, para facilitar acuerdos y soluciones de conflictos.

El  diputado señor  Saavedra afirmó que se debe dividir  el
proyecto de ley: por una parte, avanzar en el fortalecimiento de la planta de
funcionarios con el fin de asegurar la carrera funcionaria y las remuneraciones
de estos y, por otro lado, adecuar la Dirección del Trabajo a estos tiempos, en
cuanto  a  la  estructuración,  reorganización  y  reingeniería,  y  junto  con  esto
fomentar  y  fortalecer  la  creación  y  funcionamiento  de  los  sindicatos  de
trabajadores, cuestión que este proyecto no aborda.
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La diputada señora  Yeomans,  doña Gael, coincidió con el
diputado Saavedra respecto de la necesidad de separar el proyecto, y junto con
esto, cuestionó que se entrelacen temas como la modernización de la Dirección
del Trabajo en cuanto a su dotación de personal, con temas más profundos
como el concepto de servicios mínimos, externalización de servicios y el fuero
de los trabajadores, porque estos, al ser temas más profundos, requieren de
mayor debate.

Finalmente, en su sesión de fecha 10 de marzo de 2020, la
Comisión recibió, por parte del Ejecutivo, al señor  Fernando Arab Verdugo,
Subsecretario de Trabajo; a la señora Camila Jordán Lapostol, Directora del
Trabajo (s);y a don Francisco Del Río Correa, Asesor Legislativo del Ministerio
del  Trabajo  y  Previsión  Social;  y  a  los  señores  Raúl  Campusano  Palma,
Presidente  de  la  Asociación  Nacional  de  Funcionarios  del  Trabajo  de  Chile
(ANFUNTCH), y a Víctor Verdugo Pérez, Presidente Nacional de la Asociación
de Profesionales Universitarios de la Dirección del Trabajo (APU).

El señor  Arab, informó que las indicaciones presentadas el
día de hoy al proyecto en estudio, van en línea de lo que las asociaciones de
funcionarios  han  solicitado  (ANFUNTCH  y  APU),  y  en  línea  de  lo  que  el
Ejecutivo cree que es correcto, según el acuerdo arribado a fines de enero con
dichas asociaciones.

Asimismo,  el  Subsecretario  señaló  someramente  que  las
principales materias en las cuales se llegó acuerdo, materializado finalmente en
indicaciones son: instalación de carrera funcionaria; ley de planta; competencias
y  facultades  del  Servicio,  entre  otras  materias  que  serán  informadas  y
desarrolladas en el seno de la discusión en particular.

Por su parte, los señores Campusano y Verdugo valoraron
que, en virtud del acuerdo alcanzado en enero recién pasado, el Ejecutivo haya
presentado estas indicaciones que den cuenta de la corrección del proyecto en
ciertos puntos que fueron objeto de discusión, a objeto de que se retome y
avance con rapidez la tramitación del Mensaje.

La  diputada  señora  Sepúlveda,  doña  Alejandra,  y  los
diputados  señores  Barros,  Eguiguren,  Jiménez,  Melero y  Santana,
manifestaron que para este trámite legislativo era muy importante que las dos
asociaciones llegaran a un acuerdo con el  Gobierno en temas tan centrales
como la modernización de la institución, por tanto, adelantaron que votarán a
favor de la idea de legislar.

La diputada señora  Yeomans,  doña Gael,  anticipó que se
abstendrá de votar, dado que falta revisar la totalidad del proyecto y aún hay
temas que le preocupan, como por ejemplo el funcionamiento de la Dirección
del Trabajo.

-- Sometido a votación en general el proyecto, se
aprobó la idea de legislar por 8 votos a favor, ninguno en contra
y 2 abstenciones.
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(Votó  a  favor  la  diputada  señora  Sepúlveda, doña  Alejandra;  y  los
diputados señores  Barros,  don Ramón;  Eguiguren,  don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Ramírez, don Guillermo;  Santana,  don Alejandro;  y  Sauerbaum,  don
Frank. Se abstuvieron las diputadas señoras Orsini, doña Maite; y Yeomans, doña Gael).

VIII.- DISCUSION PARTICULAR.

La Comisión discutió en particular el proyecto en Informe en
sus sesiones de fechas 22 y 29 de septiembre y  6, 13 y 27 de octubre del
año  en  curso,  con  la  presencia  del  señor  Fernando  Arab  Verdugo,
Subsecretario  de  Trabajo;  de  la  señora  Lilia  Jerez  Arévalo,  Directora  del
Trabajo; de la señora  Camila Jordán Lapostol, Directora (S) del Trabajo; de
don Francisco Del Río Correa, Asesor Legislativo del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social; y de los señores Raúl Campusano Palma, Presidente de la
Asociación Nacional de Funcionarios del Trabajo de Chile (ANFUNTCH), y a
Víctor Verdugo Pérez, Presidente Nacional de la Asociación de Profesionales
Universitarios  de la  Dirección del  Trabajo (APU),  adoptando respecto de su
articulado los siguientes acuerdos.

“Artículo 1°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones al
decreto  con fuerza  de ley  N°  1,  del  año 2002,  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social,  que  fija  el  texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  del
Código del Trabajo:

1) Sustitúyese en el  inciso  séptimo del  artículo  3,  la  frase
“quien resolverá el asunto, previo informe de la Dirección del Trabajo, pudiendo
requerir además informes de otros órganos de la Administración del Estado”,
por:

“quien para resolver el  asunto podrá solicitar informe de la
Dirección del Trabajo y/o de otros órganos de la Administración del Estado”. 

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

2) Agrégase en el numeral 2, del inciso primero, del artículo
10, a continuación de la palabra “trabajador”, la siguiente frase:

“, su domicilio y dirección electrónica, si la tuviere”.

-- Las señoras Yeomans, doña Gael, y Sepúlveda, doña
Alejandra,  presentaron indicación para intercalar después de la palabra
“nacionalidad”  precedida  de  una  coma  (,)  las  palabras  “domicilio  y
dirección electrónica de ambas partes, si la tuvieran”. 
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-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

3) Agrégase  en  el  inciso  segundo  del  artículo  54,  a
continuación de la palabra “nombre”, pasando el punto aparte a ser una coma,
lo siguiente:

“o  transferencia  electrónica  a  la  cuenta  bancaria  del
trabajador.”.

--  La  señora  Yeomans,  doña  Gael,  y  Sepúlveda,  doña
Alejandra,  presentaron  indicación  para  agregar,  en  la  indicación  del
Ejecutivo, después de la palabra “trabajador”, precedida de una coma, la
frase “sin que ello importe costo alguno para el mismo”.

 -- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

4) Reemplázase en el artículo 152 bis L, el guarismo "478",
por "506".

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

5) Agrégase el siguiente artículo 178 bis, nuevo:

“Artículo  178  bis.- Los  empleadores,  conforme  a  lo
dispuesto  en  el  artículo  515,  deberán  registrar  en  el  sitio  electrónico  de  la
Dirección del Trabajo los nuevos contratos de trabajo y las terminaciones de los
mismos, individualizando al momento de realizar este registro, a las partes, la
fecha de inicio y término de los servicios y la causal de terminación aplicada, en
su caso.

Esta  información  será  utilizada  para  el  ejercicio  de  las
facultades  legales  propias  de  la  Dirección  del  Trabajo,  tales  como
fiscalizaciones, conciliaciones, mediaciones y ratificación de finiquitos. También
podrá ser utilizada para fines estadísticos, estudios y difusión que efectúe el
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Servicio sobre el cumplimiento de la normativa laboral y de salud y seguridad en
el trabajo, sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N°19.628.”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

6) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 183-A, el
guarismo “478” por el “506”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

7) Reemplázase el  inciso  segundo del  artículo  218,  por  el
siguiente:

“Respecto  al  acto  de  constitución  del  sindicato,  de
renovación  de la  directiva  sindical  y  de  elección  del  delegado sindical,  solo
podrán actuar como ministros de fe los inspectores del trabajo. En los demás
casos en que la ley requiera genéricamente un ministro de fe, o bien no exista
inspector del trabajo en el lugar de prestación de servicios, tendrán tal calidad
los señalados en el inciso primero de este artículo.”.

-- Sometido a votación fue rechazado por 4 votos a favor, 6
en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón; Melero, don
Patricio; Ramírez, don Guillermo, y Sauerbaum, don Frank. En contra lo hicieron las diputadas
señoras Sepúlveda, doña Alejandra; y Yeomans, doña Gael, y los diputados señores Jiménez,
don Tucapel; Labra, don Amaro; Saavedra, don Gastón, y Silber, don Gabriel.)

8) Reemplázase el artículo 221, por el siguiente:

“Artículo 221.- La constitución de los sindicatos se efectuará
en una asamblea que reúna los quórums a que se refieren los artículos 227 y
228 y deberá celebrarse ante un ministro de fe en los términos indicados en el
inciso segundo del artículo 218.

En  tal  asamblea  y  en  votación  secreta  se  aprobarán  los
estatutos del sindicato y se procederá a elegir su directorio. De la asamblea se
levantará  acta,  en  la  cual  constarán  las  actuaciones  indicadas  en  el  inciso
precedente,  la  nómina  de  los  asistentes,  y  los  nombres  y  apellidos  de  los
miembros del directorio.
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Los  trabajadores  que  concurran  a  la  constitución  de  un
sindicato de empresa, de establecimiento de empresa o interempresa, gozarán
de fuero laboral desde que se formule la solicitud reservada de ministro de fe
para la asamblea constitutiva y hasta treinta días después de realizada ésta. La
asamblea deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud
reservada de ministro de fe.

Sin perjuicio de lo anterior, los trabajadores que constituyan
un sindicato de trabajadores transitorios o eventuales, gozarán del fuero a que
se refiere el inciso anterior hasta el día siguiente de la asamblea constitutiva, la
que deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud reservada
de ministro de fe, realizada ante la Inspección del Trabajo, y cumplir con los
mismos requisitos y formalidades señaladas en los incisos anteriores. En este
caso, se aplicará a su respecto lo dispuesto en el inciso final del artículo 243. 

Si  la  asamblea  constitutiva  no  se  realiza  en  el  plazo
señalado, no se originará el fuero establecido en los incisos anteriores.

Se aplicará a lo establecido en los incisos tercero y cuarto, lo
dispuesto en el inciso tercero del artículo 238.

Las solicitudes reservadas de ministros de fe para asistir a
las asambleas constitutivas de sindicatos, sólo se podrán realizar en el  sitio
electrónico de la Dirección del Trabajo, salvo que no exista inspector del trabajo
en el lugar de prestación de servicios, caso en el cual dicha solicitud deberá
realizarse ante el ministro de fe respectivo conforme a lo señalado en el inciso
segundo del artículo 218. El ministro de fe respectivo deberá emitir y entregar a
solicitud  del  empleador  o  los  trabajadores,  un  certificado  electrónico  dando
cuenta del día y la hora en que ingresó la solicitud reservada de ministro de fe.
Sin perjuicio de la obligación establecida en el artículo 225, la Inspección del
Trabajo deberá informar de oficio al empleador respecto del hecho de haberse
realizado la asamblea constitutiva y la nómina del Directorio y quiénes dentro de
él gozan de fuero.”

-- Sometido a votación fue rechazado por 4 votos a favor, 6
en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón; Melero, don
Patricio; Ramírez, don Guillermo, y Sauerbaum, don Frank. En contra lo hicieron las diputadas
señoras Sepúlveda, doña Alejandra; y Yeomans, doña Gael, y los diputados señores Jiménez,
don Tucapel; Labra, don Amaro; Saavedra, don Gastón, y Silber, don Gabriel.)

9) Reemplázase  en  el  inciso  segundo  del  artículo  292  la
palabra “quinto” por la palabra “sexto”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)
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10) Modifícase el artículo 359, en los siguientes términos:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo  359.- Servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia. Sin afectar el derecho a huelga en su esencia, durante ésta, la
comisión negociadora sindical estará obligada a proveer el personal destinado a
atender los servicios mínimos estrictamente necesarios para prevenir y atender
accidentes  y  enfermedades  profesionales,  asegurar  el  cumplimiento  de  las
obligaciones laborales,  previsionales,  tributarias  y  de  pago de la  empresa y
proteger  los  bienes  corporales,  incorporales  e  instalaciones  de  la  empresa;
garantizar  la  prestación  de  servicios  de  utilidad  pública,  la  atención  de
necesidades  básicas  de  la  población,  tales  como  el  abastecimiento  de
alimentos y medicinas, suministro de servicios básicos y el transporte necesario
para atender urgencias e imprevistos que puedan afectar la vida, la seguridad o
la  salud  de  las  personas,  especialmente,  de  niños,  niñas  y  adolescentes,
personas  con  discapacidad,  enfermos  y  adultos  mayores;  así  como  de  las
especies vivas,  además de procurar  prevenir  y  mitigar  daños ambientales o
sanitarios.  En  esta  determinación  se  deberán  considerar  los  requerimientos
vinculados con el tamaño y características de la empresa, establecimiento o
faena.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los
actuales incisos segundo a cuarto, a ser tercero a quinto, respectivamente:

“En el caso de las empresas que por sus características o la
paralización de sus actividades se causare un grave daño a la salud, al medio
ambiente,  al  abastecimiento  de  bienes  o  servicios  de  la  población,  a  la
economía  del  país  o  a  la  seguridad  nacional,  y  que  no  sean  de  aquellas
calificadas como empresas en que no podrá ejercerse el derecho a huelga en
los  términos  del  artículo  362,  la  determinación  de  los  servicios  mínimos  y
equipos  de  emergencia  deberá  considerar  tales  circunstancias  procurando
garantizar el  funcionamiento necesario que impida que tales bienes jurídicos
cautelados se pongan en riesgo.”.

c) Reemplázase  su  inciso  cuarto,  que  ha  pasado  a  ser
quinto, por el siguiente:

“Si  una  vez  hecha  efectiva  la  huelga,  los  equipos  de
emergencia debidamente calificados no ejecutaren las funciones pertinentes o
se ausentaren en todo o parte  en sus obligaciones laborales,  el  empleador
podrá tomar las medidas necesarias e inmediatas para atender los servicios
mínimos previamente calificados, incluyendo la contratación de estos servicios,
debiendo  informar  de  ello  a  la  Inspección  del  Trabajo,  con  objeto  de  que
constate  el  incumplimiento  o  la  ausencia.  Las  medidas  adoptadas  por  el
empleador  no  podrán  involucrar  a  un  número  superior  de  trabajadores  del
equipo  de  emergencia  que  aquel  calificado  como  tal  por  la  resolución
respectiva,  salvo  que  la  Inspección  del  Trabajo  autorice  fundadamente  un
número distinto.”.
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--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

11) Modifícase el artículo 360, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso tercero la frase “El empleador
deberá proponer por escrito a todos los sindicatos existentes en la empresa”,
por la siguiente frase: “El empleador deberá proponer por escrito a todos los
sindicatos de empresa existentes y vigentes en la empresa”.

b) Intercálase  en  su  inciso  quinto,  entre  la  palabra
“responder” y la coma, la siguiente expresión: “fundadamente”.

c) Elimínanse sus incisos séptimo y siguientes.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

12) Agrégase el siguiente artículo 360-A, nuevo:

“Artículo 360-A: Del acuerdo de calificación. Tratándose
de  servicios  mínimos  que  deban  operar  exclusivamente  en  un  determinado
establecimiento, planta, obra, faena o área de la empresa, el acuerdo deberá
pactarse únicamente con los sindicatos que representen a dichos trabajadores,
caso  en  el  cual  se  entenderá  que  hay  acuerdo  cuando  la  propuesta  del
empleador  ha  sido  aprobada  por  el  o  los  sindicatos  que,  en  su  conjunto,
representen a la mayoría absoluta de los trabajadores involucrados.

En caso que los servicios mínimos y equipos de emergencia
sean  transversales  a  la  empresa  y  no  correspondan  únicamente  a  un
determinado  establecimiento,  planta,  obra,  faena  o  área  de  la  misma,  será
necesario que el acuerdo de calificación se pacte con el o los sindicatos que
representen a la mayoría absoluta de los trabajadores sindicalizados.

De existir  acuerdo,  se levantará un acta  que consigne los
servicios mínimos y los equipos de emergencia concordados, la que deberá ser
suscrita  por  el  empleador  y  por  todos  los  sindicatos  que  concurrieron  a  la
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calificación.  Copia del  acta deberá depositarse en la  Inspección del  Trabajo
dentro de los cinco días siguientes a su suscripción.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

13) Agrégase el siguiente artículo 360-B, nuevo:

“Artículo 360-B: Del panel técnico de expertos y nómina
nacional de profesionales y técnicos que lo conforman. Si  las partes no
logran acuerdo y se trata de una empresa que tuviere 200 o más trabajadores,
la calificación deberá ser efectuada por un panel técnico de expertos constituido
para este solo  efecto,  el  cual  estará bajo  la  supervigilancia  del  Director  del
Trabajo.

Podrán  también  someterse  a  la  determinación  del  panel
técnico de expertos, las empresas que teniendo menos de 200 trabajadores lo
acuerden con la mayoría absoluta de sus trabajadores sindicalizados.

El  panel  técnico  de  expertos  será  colegiado  y  estará
conformado  por  tres  miembros  titulares  y  dos  suplentes,  los  cuales  deben
poseer un título  profesional  o técnico otorgado por una universidad, instituto
profesional  o centro de formación técnica del Estado o reconocido por éste,
contar con, a lo menos, 8 años de ejercicio de su profesión o especialidad y
estar  inscritos  en  la  nómina  nacional  de  profesionales  y  técnicos  del  panel
técnico,  la  que  constará  en  una  resolución  de  la  Dirección  del  Trabajo.  El
Director  del  Trabajo  deberá  elegir  a  los  profesionales  y  técnicos  que
conformarán el panel técnico de expertos de entre los inscritos en la referida
nómina, considerando la experiencia y formación de cada experto en el rubro o
actividad  económica  de  la  empresa  cuyos  servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia se solicita calificar.

Podrán  existir  diversos  paneles  técnicos  de  expertos
funcionando simultáneamente.

Un  reglamento  dictado  por  el  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social  determinará  las  demás  normas  necesarias  para  el
nombramiento y adecuado funcionamiento del panel técnico de expertos.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   
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(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

14) Agrégase el siguiente artículo 360-C, nuevo:

“Artículo 360-C: De la constitución del panel técnico de
expertos.  Los  profesionales  y  técnicos  designados  serán  notificados  por  el
Director Nacional del Trabajo al correo electrónico que tengan registrado en la
nómina señalada en el artículo anterior, quedando citados, junto a las partes, a
una audiencia de constitución del panel técnico, que se llevará a cabo dentro de
quinto día contado desde practicada la notificación conforme a lo dispuesto en
el artículo 508. En esta audiencia, los miembros del panel técnico asumirán el
cargo  y  definirán  el  procedimiento  que  seguirán  en  la  calificación  de  los
servicios mínimos. En todo caso, dicha calificación no podrá exceder del plazo
máximo de cuarenta y cinco días contados desde la fecha de constitución del
panel. 

A los  miembros del  panel  técnico  les serán aplicables  las
causales de implicancia o recusación establecidas en los artículos 195 y 196 del
Código Orgánico de Tribunales, las que deberán efectuarse en la audiencia a
que se refiere el inciso anterior. El miembro del panel técnico afectado por una
causal de implicancia o recusación, podrá allanarse a la solicitud o someter la
decisión  a  la  determinación  del  Director  del  Trabajo,  quien  deberá  resolver
dentro del plazo de cinco días y, en caso de acogerse la solicitud, designará en
el  acto  al  miembro  reemplazante  de  entre  los  suplentes.  Si  la  causal  de
implicancia o recusación sobreviniere con posterioridad a la  constitución del
panel técnico, el plazo anterior se contará desde que se tuvo conocimiento de la
misma.

Una  vez  constituido  el  panel  técnico  de  expertos,  éste
convocará a las partes a una audiencia dentro del plazo de cinco días. En dicha
oportunidad, las partes deberán presentar sus propuestas fundadas y realizar
las observaciones que estimen pertinentes, levantándose acta de lo obrado.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

15) Agrégase el siguiente artículo 360-D, nuevo:

“Artículo 360-D: De la remuneración de los integrantes
del panel técnico de expertos. La remuneración de los integrantes del panel
técnico  de  expertos  será  de  cargo  del  empleador  en  base  al  arancel  que
anualmente fije la Dirección del Trabajo para el año siguiente.”.
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--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

16) Agrégase el siguiente artículo 360-E, nuevo:

“Artículo 360-E: De las facultades del panel técnico de
expertos. En  el  ejercicio  de  sus  atribuciones,  el  panel  técnico  de  expertos
podrá requerir, tanto a las partes como a terceros, los antecedentes que juzgue
necesarios para su acertada resolución, así como efectuar visitas a los lugares
de  trabajo,  citar  a  las  partes  de  manera  extraordinaria  y  solicitar  aquellos
antecedentes indispensables para emitir su resolución de manera fundada.”. 

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

17) Agrégase el siguiente artículo 360-F, nuevo: 

“Artículo  360-F:  De  la  resolución  del  panel  técnico  de
expertos.  El  panel  técnico  de  expertos  estará  obligado  a  resolver,
fundadamente, considerando los argumentos aportados por las partes y demás
antecedentes  técnicos  recabados  en  el  procedimiento.  La  decisión  antes
señalada deberá ser adoptada por la mayoría absoluta de los integrantes del
respectivo panel. Con todo, las partes podrán acordar, en cualquier momento y
de  manera  directa,  la  calificación  de  los  servicios  mínimos  y  equipos  de
emergencia,  conforme  al  procedimiento  señalado  en  el  artículo  360-A.  La
resolución del panel técnico de expertos deberá ser notificada por escrito a la
Dirección del Trabajo y a las partes. La resolución en cuestión será reclamable
ante los Tribunales de Justicia, de acuerdo al procedimiento establecido en el
párrafo 7°, del Capítulo II, Título I del Libro V.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
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Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

18) Agrégase el siguiente artículo 360-G, nuevo: 

“Artículo  360-G:  De  la  calificación  efectuada  por  la
Dirección  del  Trabajo.  Tratándose  de  empresas  de  menos  de  200
trabajadores en las que no exista acuerdo sobre la calificación de los servicios
mínimos,  así  como  tampoco  acuerdo  para  someter  su  determinación  a  la
resolución del panel técnico de expertos, cualquiera de las partes podrá requerir
la intervención de la Dirección del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes al
vencimiento del plazo señalado en el inciso sexto del artículo 360. 

Recibido el requerimiento, la Dirección del Trabajo deberá oír
a las partes y solicitar un informe técnico al organismo regulador o fiscalizador
que corresponda. Cualquiera de las partes podrá acompañar informes técnicos
de organismos públicos o privados. Asimismo, a requerimiento de parte o de
oficio, la Dirección del Trabajo podrá realizar visitas inspectivas. 

La resolución que emita la Dirección del Trabajo calificando
los servicios mínimos y los equipos de emergencia de la empresa deberá ser
fundada y considerar los acuerdos parciales adoptados por la empresa. Esta
resolución deberá ser notificada a las partes dentro de los cinco días siguientes
a su emisión. 

La Dirección del Trabajo, en el  mes de abril  de cada año,
publicará los estándares técnicos de carácter general que han servido de base
para la calificación de los servicios mínimos y los equipos de emergencia.

La decisión de la Dirección del Trabajo deberá ser emitida
dentro de los cuarenta y cinco días siguientes al requerimiento. Esta resolución
deberá  ser  notificada a las  partes  dentro  de  los  cinco días  siguientes  a  su
emisión y sólo será reclamable ante los Tribunales de Justicia, de acuerdo al
procedimiento establecido en el párrafo 7°, del Capítulo II, Título I del Libro V.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

19) Agrégase el siguiente artículo 360-H, nuevo:

“Artículo  360-H:  De  la  recalificación  de  los  servicios
mínimos. Por acuerdo de las partes o por circunstancias sobrevinientes, que
cambien  las  condiciones  que  motivaron  su  determinación,  la  calificación  de
servicios  mínimos  podrá  ser  modificada  o  revisada,  según  corresponda,  de
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acuerdo al procedimiento previsto en los artículos anteriores. La solicitud de
revisión deberá ser siempre fundada por el requirente.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

20) Modifícase  el  inciso  tercero  del  artículo  361,  de  la
siguiente manera:

a) Reemplázase  la  expresión  “en  el  número  o”,  por  las
palabras “en la”.

b) Reemplázase  toda  la  oración  que  se  encuentra  a
continuación de la palabra “emergencia”, por la siguiente oración: 

“la organización sindical  deberá proponer al  empleador los
nombres de los trabajadores que sustituyan a los impugnados. El empleador
podrá acoger total o parcialmente esta propuesta y solicitar, dentro del plazo de
cinco días, a la Inspección del Trabajo que se pronuncie sobre la materia. La
Inspección del Trabajo tendrá el mismo plazo para resolver el requerimiento. La
resolución será notificada al correo electrónico designado por las partes y en
contra de ella sólo procederá el recurso de reposición.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para eliminarlo.

-- Sometido a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;
Sepúlveda,  doña  Alejandra;  y  Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados señores  Barros,  don
Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra, don
Amaro; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.)

21) Agrégase en el Capítulo I, del Título VII, del Libro IV,
el siguiente artículo 377 bis, nuevo:

“Artículo 377 bis.- Concepto. Se entenderá por mediación
laboral el sistema de resolución de conflictos en el que un tercero imparcial, sin
poder  decisorio,  llamado  mediador,  colabora  con,  y  facilita  a  las  partes,  la
búsqueda, por sí mismas, de una solución al conflicto y sus efectos, mediante
acuerdos.”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 10 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   
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(Votaron a favor la diputada señora Yeomans, doña Gael; y los diputados
señores  Barros, don Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don
Tucapel;  Melero, don Patricio;  Ramírez, don Guillermo;  Saavedra, don Gastón;  Sauerbaum,
don Frank, y  Silber, don Gabriel. Se abstuvieron la señora Sepúlveda, doña Alejandra, y el
señor Labra, don Amaro).

22) Agrégase el siguiente artículo 377 ter, nuevo:

“Artículo 377 ter. Principios de la mediación. Durante todo
el  proceso de mediación,  el  mediador deberá velar  por que se cumplan los
siguientes principios:

a) Igualdad: el mediador se cerciorará de que las partes se
encuentren en igualdad de condiciones de información, participación y opinión
para adoptar acuerdos. Si no fuese así, propondrá o adoptará, en su caso, las
medidas  necesarias  para  que  se  obtengan  estas  igualdades  durante  el
procedimiento de mediación.

b) Voluntariedad:  el  mediador  velará  porque  los  acuerdos
que las partes alcancen estén libres de todo vicio del consentimiento.

 
c) Imparcialidad: los mediadores deberán ser imparciales en

relación  con  las  partes,  debiendo  abstenerse  de  promover  actuaciones  que
comprometan  dicha  condición.  Si  tal  imparcialidad  se  viere  afectada  por
cualquier causa, deberá declararlo y abstenerse de continuar con su labor, ya
sea  por  decisión  propia  o  a  petición  de  parte.  Si  ellas  consideran  que  el
mediador no otorga las garantías necesarias de imparcialidad, podrán solicitar
la designación de un nuevo mediador al Director del Trabajo. 

d) Interés superior por el acuerdo: el mediador adoptará las
medidas  y  acciones  necesarias  para  que,  sin  infringir  los  principios  de
voluntariedad e imparcialidad, las partes logren acuerdos, no pudiendo sugerir o
exigir para el acuerdo condiciones no previstas expresamente en la ley.”. 

---  S.E.  el  Presidente de la  República  presentó
indicación  para  agregar  en  el  numeral  22),  en la  letra  d)  del
artículo 377 ter, nuevo, luego de la palabra “imparcialidad” la
frase  “y  sin  perjuicio  de  la  irrenunciabilidad  de  derechos
laborales dispuesta en el artículo 5° de este Código,”.

--- Sometido a votación fue aprobado por 10 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron a favor la diputada señora Yeomans, doña Gael; y los diputados
señores  Barros, don Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don
Tucapel;  Melero, don Patricio;  Ramírez, don Guillermo;  Saavedra, don Gastón;  Sauerbaum,
don Frank, y  Silber, don Gabriel. Se abstuvieron la señora Sepúlveda, doña Alejandra, y el
señor Labra, don Amaro).

23) Reemplázase el inciso primero del artículo 378 por el
siguiente: 
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“Artículo 378.- Tipos de mediación. Conforme a lo previsto
en este Libro, habrá mediación voluntaria cuando las partes de común acuerdo
soliciten  la  designación  de  un  mediador  a  la  Dirección  del  Trabajo,  o  bien
cuando ésta de oficio cite o convoque a las partes a una mediación voluntaria,
para los fines y el ejercicio de sus facultades establecidas en el artículo 29 del
decreto con fuerza de ley N°2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social.”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 10 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron a favor la diputada señora Yeomans, doña Gael; y los diputados
señores  Barros, don Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don
Tucapel;  Melero, don Patricio;  Ramírez, don Guillermo;  Saavedra, don Gastón;  Sauerbaum,
don Frank, y  Silber, don Gabriel. Se abstuvieron la señora Sepúlveda, doña Alejandra, y el
señor Labra, don Amaro).

24) Incorpórase  en  el  artículo  379  el  siguiente  inciso
segundo, nuevo:

“Del mismo modo, en casos calificados, el Director Nacional
del Trabajo podrá, bajo su dirección o de quien designe, y a costo del Servicio,
convocar, en cualquier momento, a asesores y mediadores externos, los que
podrán  participar,  con  acuerdo  de  las  partes,  directamente  del  proceso  de
mediación,  de lo  cual  se dejará constancia en el  informe respectivo.  Dichos
asesores y mediadores externos deberán estar previamente registrados en una
nómina que llevará el  Director del  Trabajo, pudiendo las partes de consuno
designar al mediador o a falta de acuerdo, será el Director del Trabajo quien
designará al asesor o mediador que participará del proceso.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para reemplazar el numeral 24) por el siguiente: 

“24)  Incorpórase  en  el  artículo  379  el  siguiente  inciso
segundo, nuevo: 

“Del mismo modo, en casos calificados, el Director Nacional
del Trabajo podrá, bajo su dirección o de quien designe, y a costo del Servicio,
convocar,  en cualquier momento, a asesores, los que podrán participar,  con
acuerdo de las partes, directamente del proceso de mediación, de lo cual se
dejará  constancia  en  el  informe  respectivo.  Dichos  asesores  deberán  estar
previamente  registrados en una  nómina  que llevará  el  Director  del  Trabajo,
pudiendo las partes de consuno designar al asesor o a falta de acuerdo, será el
Director del Trabajo quien designará al asesor que participará del proceso.”.

-- Sometida a votación fue aprobada por 10 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron a favor la diputada señora Yeomans, doña Gael; y los diputados
señores  Barros, don Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don
Tucapel;  Melero, don Patricio;  Ramírez, don Guillermo;  Saavedra, don Gastón;  Sauerbaum,
don Frank, y  Silber, don Gabriel. Se abstuvieron la señora Sepúlveda, doña Alejandra, y el
señor Labra, don Amaro).

40



25) Reemplázase  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  406,  la
palabra “quinto” por la palabra “sexto”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 10 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron a favor la diputada señora Yeomans, doña Gael; y los diputados
señores  Barros, don Ramón;  Durán, don Eduardo;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don
Tucapel;  Melero, don Patricio;  Ramírez, don Guillermo;  Saavedra, don Gastón;  Sauerbaum,
don Frank, y  Silber, don Gabriel. Se abstuvieron la señora Sepúlveda, doña Alejandra, y el
señor Labra, don Amaro).

26) Incorpórase  al  Libro  V  del  Código  del  Trabajo  el
siguiente Título III, nuevo:

“TÍTULO III 

DE LAS GARANTÍAS PROCESALES DE LAS PARTES DURANTE EL
EJERCICIO DE LAS FACULTADES FISCALIZADORAS DE LA DIRECCIÓN

DEL TRABAJO:

Artículo  504  bis.- Las  personas  naturales  o  jurídicas,
durante el ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Dirección del Trabajo,
tendrán los siguientes derechos: 

a. Derecho  a  exigir  la  identificación  y  acreditación  del
fiscalizador  y  a  ser  notificado  del  inicio  del  proceso  de  fiscalización,  con la
indicación de las materias preliminares a fiscalizar, las disposiciones legales en
que éste se sustenta y la información esencial del procedimiento.  

b. Derecho  a  un  trato  respetuoso  y  a  formular  preguntas,
observaciones,  alegaciones y peticiones durante la  fiscalización,  y  a  aportar
documentos e información en cualquier fase del procedimiento y a la devolución
de los documentos originales aportados, una vez finalizado el  procedimiento
administrativo.  De  todo  lo  anterior,  el  fiscalizador  deberá  dejar  constancia
escrita en el expediente de fiscalización.

c. Derecho  a  un  procedimiento  oportuno  y  dentro  de  los
plazos establecidos por la ley. 

d. Derecho a ser informado del resultado del procedimiento
de fiscalización,  solicitar  el  informe de fiscalización  y  copia de las  actas  de
entrevistas realizadas al propio fiscalizado; a ser notificado debidamente de las
sanciones que se apliquen y a ejercer los recursos administrativos y judiciales
que establece la ley. 

e. Derecho a la reserva de la información aportada durante el
procedimiento,  salvo  que se  trate  de  informes o  documentos que se  hayan
aportado o requerido a instituciones públicas. Con todo, la reserva no afectará
el derecho de los interesados de acceder a información conforme lo dispone la
ley N°20.285, sobre acceso a la información pública.
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f. Derecho a reclamar ante el Director Regional respectivo la
vulneración de alguno de los derechos establecidos en este artículo para que se
adopten las medidas pertinentes para garantizar su inmediato cumplimiento. 

Artículo 504 ter.- Las personas naturales o jurídicas, previo
y  durante  el  ejercicio  de  las  facultades  fiscalizadoras  de  la  Dirección  del
Trabajo, tendrán los siguientes deberes:  

a) Mantener actualizada la información de contacto en el sitio
electrónico  de la  Dirección  del  Trabajo.  Se presumirá  legalmente  vigente  el
domicilio  físico  y  el  correo  electrónico  mientras  no  conste  una  modificación
registrada en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo. 

b) Exhibir y entregar, ya sea de manera física o electrónica,
sean documentos electrónicos o copias digitalizadas de documentos en soporte
papel, la documentación e información laboral que corresponda legalmente, que
le sea exigida por el fiscalizador actuante, en el ejercicio de las facultades de
fiscalización que le otorga el artículo 24 del decreto con fuerza de ley N° 2, de
1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

El  fiscalizador  actuante  deberá  inhibirse  de  solicitar  a  las
personas  fiscalizadas  la  entrega  de  documentos  que  no  correspondan  al
procedimiento, o que se encuentren en poder de la Administración, sea que
éstos emanen o no de ésta, especialmente, los documentos que consten en el
portal electrónico al que se refiere el inciso segundo del artículo 515.

c) Otorgar  al  fiscalizador  todas  las  facilidades  necesarias
para cumplir con sus funciones fiscalizadoras, tales como el acceso a todas las
dependencias o sitios de las labores o faenas; desarrollar las conversaciones
privadas que sean necesarias  con los trabajadores,  apoderados,  jefaturas y
directores sindicales; y realizar la exhibición o entrega, física o electrónica, de
toda la documentación e información que corresponda legalmente.

d)  Asistir  a  las  citaciones  debidamente  practicadas  por  el
fiscalizador.

e)  Otorgar  un  trato  respetuoso  al  fiscalizador  y  a  no
obstaculizar la fiscalización, conforme lo establece el artículo 25 del decreto con
fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Artículo 504 quáter.- Los trabajadores y las organizaciones
sindicales  tendrán  especialmente  los  siguientes  derechos  durante  el
procedimiento de fiscalización: 

a) A  la  confidencialidad  de la  denuncia,  salvo  en aquellos
casos en que la naturaleza de la materia a fiscalizar lo impida o que el propio
trabajador u organización sindical renuncien expresamente a dicho derecho. En
cualquier  caso,  dicha  confidencialidad  no  debe  afectar  nunca  el  derecho  al
debido proceso que tienen las partes a conocer las materias por las cuales se
les fiscaliza. 
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b) A entregar información adicional al fiscalizador, pertinente
a  las  materias  fiscalizadas  o  a  otras  que  pudieren  derivar  en  nuevos
procedimientos de fiscalización. 

Artículo  504 quinquies.  En el  ejercicio  de  sus facultades
inspectivas los fiscalizadores tendrán los siguientes deberes:

a) Cumplir con todas las normas generales y especiales que
les  sean  aplicables  a  los  funcionarios  públicos  y  a  los  procedimientos
administrativos, y a las normas establecidas en el decreto con fuerza de ley
N°2, de 1967 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

b)  Cumplir  rigurosamente  con  el  procedimiento  de
fiscalización  y  régimen  de  aplicación  de  sanciones  establecidas  en  el
reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,  al  que se refiere el
artículo 506 quáter.

c)  Desempeñar con diligencia,  oportunidad y transparencia
las tareas que tengan asignadas y  velar  por  los intereses generales  de las
personas que sean parte o interesadas en la fiscalización.

d) Propender a la corrección de las infracciones que constate
dentro del  procedimiento de fiscalización, sin perjuicio de las sanciones que
deba aplicar en caso de que el infractor no de cumplimiento a sus obligaciones
legales. 

e)  Observar  la  máxima  corrección  en  el  ejercicio  de  sus
funciones y procurar perturbar en la menor medida posible el desarrollo de las
actividades  de  los  inspeccionados,  sin  afectar  sus  atribuciones  ni  del
cumplimiento de sus demás deberes

.
--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó

indicación  para  eliminar  este numeral  26)  pasando  el  actual
numeral 27) a ser 26).

-- Sometida a votación fue aprobada por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra,  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro; Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel). 

27) Agrégase  los  siguientes  incisos  tercero  y  final  al
artículo 505:

“El  Director  del  Trabajo  podrá  disponer  consulta  pública
sobre las instrucciones, pronunciamientos y demás normas de carácter general
que en el ejercicio de sus facultades dicte para la interpretación y aplicación de
las  leyes  laborales  y  de  seguridad  y  salud  en  el  trabajo,  a  fin  de  que  los
interesados opinen y formulen propuestas sobre ellas.
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La  Dirección  del  Trabajo  establecerá  y  publicará  el
procedimiento para efectuar esta consulta, contemplando que las opiniones y
propuestas  sean  de  carácter  público,  formuladas  a  través  de  medios
electrónicos, las que no tendrán carácter vinculante respecto de la autoridad.

Esta  consulta  pública  se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo
dispuesto en la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en
la gestión pública.”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra,  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro; Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel). 

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para intercalar, después del actual numeral 27) que
pasó a ser 26), el siguiente numeral 27), nuevo:  

“27) Incorpórase el siguiente artículo 505-A, nuevo:  

“Artículo 505-A.- Sin perjuicio de las normas especiales que
se establecen en este Título y en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1967, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la reestructuración y fija
funciones  de  la  Dirección  del  Trabajo,  el  procedimiento  de  fiscalización  del
cumplimiento de la legislación laboral, previsional y de seguridad y salud en el
trabajo deberá ajustarse,  especialmente,  a los principios de responsabilidad,
gratuidad,  eficiencia,  eficacia,  coordinación,  impugnabilidad  de  los  actos
administrativos, control, probidad administrativa, transparencia y publicidad que
rigen  la  actuación  de  los  órganos  de  la  Administración  del  Estado,  en
conformidad a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, del
2000,  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la  Presidencia,  que  fija  el  texto
refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N°  18.575,  Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y de la ley
N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen
los actos de los órganos de la Administración del Estado.

El procedimiento de fiscalización que emplee la Dirección del
Trabajo se regirá por una resolución dictada por el Jefe Superior del Servicio,
en la cual se contemplará una enunciación de los derechos y deberes de los
intervinientes e interesados en él, conforme a las normas mencionadas en el
inciso anterior.”.”.

-- Sometida a votación fue aprobada por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra,  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro; Melero,  don Patricio;
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Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel). 

28) Modifícase el artículo 506 de la siguiente manera:

a) Reemplázase el inciso segundo del artículo 506 por el
siguiente: “Para la micro empresa de 1 a 5 unidades tributarias mensuales.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando
los actuales incisos, tercero, cuarto, quinto y sexto a ser cuarto, quinto, sexto y
séptimo, respectivamente: 

“Para  la  pequeña empresa de 1 a 10 unidades tributarias
mensuales.”.

c) Reemplázase en el inciso penúltimo del artículo 506, la
expresión ”incisos tercero y cuarto” por “incisos cuarto y quinto”. 

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra,  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro; Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel). 

29) Incorpórase el siguiente artículo 506 quáter, nuevo:

“Artículo 506 quáter.- Para la determinación del monto de la
sanción, dentro de los rangos a que se refiere el artículo 506 precedente, éstas
se clasificarán en leves, graves y gravísimas, para lo cual se considerarán los
siguientes criterios:

 
1. Tamaño de la empresa, de acuerdo a lo establecido en el

inciso segundo del artículo 505 bis.

2. El número de trabajadores afectados directamente por la
infracción, considerando el número total de trabajadores que tiene la empresa.
Para  estos  efectos,  el  empleador  deberá  entregar  la  información  que  sea
requerida  por  el  fiscalizador  para  que  éste  determine  fehacientemente  el
número de trabajadores afectados por la infracción y aquellos respecto de los
cuales el empleador ha cumplido. 

3.  La  corrección  o  reparación  oportuna  de  la  infracción
constatada por parte del fiscalizador. Con todo, cuando el empleador corrija la
infracción  con  antelación  o  durante  el  procedimiento  de  fiscalización,  el
fiscalizador estará facultado para no aplicar la sanción. 

4. La conducta general seguida por el empleador en orden a
la observancia de las normas en materia de salud y seguridad en el trabajo, y
las medidas de protección individual o colectiva adoptadas por él, así como las
instrucciones impartidas para la prevención de los riesgos.
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Un  reglamento  dictado  por  el  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social,  previo  informe  de  la  Dirección  del  Trabajo,  regulará  el
procedimiento de fiscalización y la cuantía  de las infracciones por  materias,
dentro  de  los  rangos  establecidos  en  la  ley  y  según  los  criterios  antes
señalados.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para reemplazar este numeral por el siguiente:

“29) Incorpórase el siguiente artículo 506 quáter, nuevo:

“Artículo 506 quáter.- Para la determinación del monto de la
sanción, dentro de los rangos a que se refiere el  artículo 506, la resolución
indicada en el artículo 505-A incluirá una categorización de ellas clasificándolas
en leves, graves y gravísimas, para lo cual se considerarán como criterios la
naturaleza de la infracción y la afectación de derechos laborales.”.”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra,  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro; Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel). 

30) Modifícase el artículo 507 de la siguiente manera:

a)  Reemplázase en el  numeral  3)  de  su inciso  tercero,  la
expresión “inciso quinto” por la expresión “inciso sexto”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Asimismo, y en caso de que las situaciones descritas en el
inciso  cuarto  del  artículo  3  de  este  Código  hayan  sido  modificadas  con
posterioridad a la declaración de único empleador, las partes de común acuerdo
podrán poner término a dicha calificación de manera total o parcial. En ausencia
de acuerdo, o en caso de ya no existir una de las partes, cualquiera de ellas
podrá solicitar judicialmente el término de la calificación de las empresas como
un solo empleador, respecto de aquellas que hubieren sido consideradas en tal
calificación, debiendo el tribunal en su sentencia señalar las medidas concretas
dirigidas a materializar dicha situación.”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 10 votos a favor,
ninguno en contra y una abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans, doña Gael; y los diputados señores Barros, don Ramón; Eguiguren don Francisco;
Jiménez, don Tucapel; Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón;
Sauerbaum, don Frank, y  Silber, don Gabriel). Se abstuvo el señor  Barrera, don Boris (en
reemplazo del señor Labra, don Amaro).

31) Reemplázase el artículo 508 por el siguiente:
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"Artículo  508.- Las  notificaciones,  citaciones  y
comunicaciones  legales  que  realice  la  Dirección  del  Trabajo  se  deberán
efectuar mediante correo electrónico, sin perjuicio de lo señalado en el inciso
siguiente.  Para  estos  efectos,  cada  empleador,  trabajador,  organización
sindical, director sindical o cualquier otra persona o entidad que se relacione
con la Dirección del Trabajo, deberá registrar un correo electrónico u otro medio
digital  definido  por  la  ley,  en  donde  deberán  practicarse  las  notificaciones,
citaciones  y  comunicaciones,  el  que  se  considerará  vigente  para  todos  los
efectos  legales  mientras  no  sea  modificado  en  el  portal  electrónico  de  la
mencionada Dirección. Las notificaciones, citaciones y comunicaciones a través
de correo electrónico u otro medio digital definido por la ley, producirán pleno
efecto legal y se entenderán practicadas al tercer día hábil siguiente contado
desde la fecha de la emisión del mismo.

Con  todo,  la  Dirección  del  Trabajo  podrá  notificar  a  los
usuarios:

a) Personalmente o por carta certificada, cuando el usuario
no  tenga  registrado  en  el  portal  de  la  Dirección  del  Trabajo  un  correo
electrónico; o 

b) De una forma diversa, cuanto esto haya sido solicitado de
acuerdo al procedimiento establecido en el inciso primero del artículo 516.

En cualquier caso, cuando la notificación sea realizada por
carta certificada, ésta deberá ser dirigida al domicilio que las partes hayan fijado
en el contrato de trabajo, en el instrumento colectivo o proyecto de instrumento
cuando  se  trate  de  actuaciones  relativas  a  la  negociación  colectiva,  al  que
aparezca de los antecedentes propios de la actuación de que se trate, o que
conste en los registros propios de la mencionada Dirección,  y se entenderá
practicada al sexto día hábil  contado desde la fecha de su recepción por la
oficina de Correos respectiva, de lo que se dejará constancia por escrito.”. 

-- Sometido a votación fue aprobado por 10 votos a favor,
ninguno en contra y una abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Jiménez, don  Tucapel;  Labra,  don  Amaro;  Melero, don  Patricio;  Ramírez, don  Guillermo;
Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank. Se abstuvo el señor Silber, don Gabriel.)

32) Modifícase el artículo 511 de la siguiente forma: 

a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones
"días" y "siguientes", la palabra "hábiles.".

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 
“Todos los plazos de días establecidos en este Título

son de días hábiles y se computarán de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 25
de la ley N° 19.880.”.

--  Sometido a votación fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   
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(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Jiménez, don Tucapel;  Labra, don Amaro;  Melero, don Patricio;  Sauerbaum, don Frank, y el
señor Silber, don Gabriel.)

33) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 512, el
guarismo “474”, por “503”

--  Sometido a votación fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Jiménez, don Tucapel;  Labra, don Amaro;  Melero, don Patricio;  Sauerbaum, don Frank, y el
señor Silber, don Gabriel.)

34) Agréganse los siguientes artículos 514, 515, 516, 517,
518 y 519, nuevos:

“Artículo 514.- La Dirección del Trabajo, para hacer efectivas
sus competencias y facultades podrá acceder en forma electrónica a toda la
documentación obligatoria laboral y de seguridad social de los empleadores y
empresas que conste en su sitio electrónico.

La Dirección del Trabajo se deberá relacionar y comunicar
legalmente, incluyendo las notificaciones, citaciones y comunicaciones, con los
empleadores, trabajadores, organizaciones y directores sindicales y usuarios en
general,  mediante  medios  electrónicos  y,  en  ese  caso,  todos  los  usuarios
podrán realizar sus trámites, actuaciones, requerimientos y solicitudes, por los
mismos medios electrónicos cumpliendo las modalidades y procedimientos que
establezca para tal efecto la Dirección del Trabajo, mediante resolución.

La Dirección deberá disponer de un sistema electrónico para
la  tramitación  y  seguimiento  de  las  denuncias,  procesos  de  fiscalización,
solicitudes de pronunciamiento y consultas que tengan los usuarios respecto de
trámites o procesos en curso, de los cuales sean parte. 

Todas las actuaciones que se realicen en forma electrónica
de  conformidad  a  este  artículo,  producirán  los  mismos  efectos  legales  que
aquellas realizadas en forma presencial o documental.

Artículo 515.- Todo empleador deberá mantener registrado
en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo un domicilio electrónico, el cual
se  considerará  vigente  para  todos  los  efectos  legales,  mientras  no  sea
modificado en el mismo sitio. 

Asimismo, los empleadores deberán mantener en el referido
sitio electrónico, toda la información laboral y de seguridad social  obligatoria
que la  ley  establezca,  de  conformidad a  lo  dispuesto  por  el  artículo  31  del
decreto con fuerza de ley N°2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social.  El  empleador  que  registre  la  información  de  dicho  modo,  no  estará
obligado a mantenerla, adicionalmente, en el lugar de trabajo. 
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La  Dirección  del  Trabajo  establecerá  las  modalidades  y
procedimientos mediante los cuales se implementará y mantendrá actualizado
el registro electrónico laboral.

Artículo 516.- No obstante lo señalado en los artículos 514 y
515,  los empleadores,  trabajadores,  organizaciones y directores sindicales y
usuarios en general que carezcan de medios electrónicos, no tengan acceso a
medios electrónicos o sólo actuaren excepcionalmente a través de ellos, podrán
solicitar por escrito y de forma fundada, ante la Dirección del Trabajo, que la
relación y comunicación con ésta se realice mediante forma diversa, debiendo
la Dirección del Trabajo pronunciarse dentro del tercer día, según lo establezca
la  resolución  a  la  que  se  refiere  el  inciso  segundo  del  artículo  514.  Las
relaciones y comunicaciones se realizarán en la forma solicitada si fuere posible
o  mediante  carta  certificada  dirigida  al  domicilio  que  debiere  designar  al
presentar esta solicitud.

Asimismo, las comunicaciones podrán hacerse en la oficina
de  la  Inspección  del  Trabajo,  si  el  interesado  se  apersonare  a  recibirlas,
dejándose  constancia  de  ello  en  la  plataforma electrónica  o  firmando en  el
expediente la debida recepción, según corresponda, consignándose la fecha y
hora de la misma en ambos casos. Si el interesado requiriere copia del acto o
resolución que se le comunica o notifica,  se le dará, sin más trámite,  en el
mismo momento, en el formato que se tramite el procedimiento o en que pueda
obtenerse del portal electrónico de la Dirección del Trabajo.

Artículo  517.- La  Dirección  del  Trabajo  podrá  celebrar
convenios con entidades públicas y privadas que administren registros de datos
referidos a empleadores, empresas, trabajadores y organizaciones sindicales
para  la  obtención,  tratamiento  y  mantención  de  datos  vinculados  con
obligaciones laborales, de seguridad social y de seguridad y salud en el trabajo.

La  Dirección  del  Trabajo  tendrá  la  responsabilidad  de
efectuar  el  tratamiento  de  los  datos  personales  de  los  trabajadores  y
empleadores sólo para el cumplimiento de sus funciones legales y con sujeción
a las  normas de la  ley  N°  19.628,  sobre  protección  de la  vida  privada.  Se
entenderá como tratamiento de datos lo dispuesto en la letra o) del artículo 2°
de la referida ley. 

La  Dirección  del  Trabajo  y  su  personal  deberán  guardar
absoluta reserva y secreto de la información y de los datos personales que
tomen conocimiento,  sin  perjuicio  de las informaciones y certificaciones que
deban proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, deberán abstenerse de
usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N°
29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y
sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se estimará
que  los  hechos  que  configuren  infracciones  a  esta  disposición  vulneran
gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás
sanciones y responsabilidades que procedan y de lo dispuesto en el artículo 40
del  decreto  con  fuerza  de  ley  N°  2,  de  1967,  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión Social.
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Artículo 518.- Para el  ejercicio de la labor fiscalizadora la
Dirección  del  Trabajo  podrá  disponer  el  uso  de  vehículos  fiscales  en  días
inhábiles y en horario nocturno.

Artículo 519.- La Dirección del Trabajo podrá hacerse parte
o querellarse en los procesos a que diere lugar un hecho que revista caracteres
de delito,  en  relación  a los  trámites que se desarrollen  ante ella,  o  que se
hubiere cometido en contra de alguno de sus funcionarios en el ejercicio de sus
deberes.”.

--  Sometido a votación fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Jiménez, don Tucapel;  Labra, don Amaro;  Melero, don Patricio;  Sauerbaum, don Frank, y el
señor Silber, don Gabriel.)

Artículo  2°.-  Establécense  las  siguientes  normas
relativas al ingreso a la Dirección del Trabajo. El ingreso a los cargos de las
plantas de Profesionales, Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de
Auxiliares de la Dirección del Trabajo se efectuará mediante concursos internos
en los cuales sólo podrán participar los funcionarios a contrata de dicho Servicio
asimilados  a  la  planta  respectiva  que,  cumpliendo  los  requisitos
correspondientes al cargo, además:

1.  Hayan  sido  designados,  previo  concurso  público,  a
contrata asimilada a la planta respectiva.

2. Posean una antigüedad en la contrata de, a lo menos, 3
años continuos e  inmediatamente  anteriores  a  la  fecha de convocatoria  del
concurso.

3. Se encuentren designados en un cargo asimilado al mismo
grado de la planta al cargo de la vacante convocada o superior en la misma
planta al cargo de la vacante convocada.

4.  Se encuentren calificados en lista  N°1,  de Distinción,  o
lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso.

5. No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las
letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del
Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado
de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

También podrán participar de los concursos a que se refiere
el inciso anterior, los funcionarios titulares de un cargo de una planta distinta a
la vacante convocada, siempre que cumplan los requisitos del cargo, y además:

1.  Se encuentren calificados en lista  N°1,  de Distinción,  o
lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los cuatro años previos al concurso, y

2. No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las
letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del
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Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado
de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El ingreso a los cargos de las plantas de Fiscalizadores, de
Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares se efectuará en el último grado de
la planta respectiva, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste
que no hubieren podido proveerse mediante promociones o ascensos.

El  ingreso  a  los  cargos  de  la  planta  de  profesionales  se
efectuará en cualquiera de sus tres últimos grados, salvo que existan vacantes
de  grados  superiores  a  éstos  que  no  hubieren  podido  proveerse  mediante
promociones.

Anualmente,  respecto de todas las vacantes existentes en
las respectivas plantas el Director del Trabajo publicará las bases del concurso
en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que
llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de
cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior  a
ocho días.  Lo anterior,  sin  perjuicio  de  las demás medidas de difusión  que
estime conveniente adoptar.

En lo no previsto en el presente artículo, estos concursos se
regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del párrafo 1° del Título II
del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que
fija el  texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834,  sobre
Estatuto Administrativo.

A  falta  de  postulantes  idóneos,  una  vez  aplicado  el
procedimiento anterior, se declarará desierto el concurso interno y se llamará a
concurso público.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo  3°.-  En  los  procesos  de  selección  para  proveer
cargos  a  contrata  de  la  Dirección  del  Trabajo,  que  se  realicen  mediante
concurso público, se convocarán a través de los sitios web institucionales y/u
otros  medios  de difusión,  donde se dará  información suficiente  relativa a la
postulación, incluyendo, entre otras materias, las funciones del cargo, requisitos
para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para efectuar
la  postulación.  Adicionalmente,  se  publicarán  avisos  de  la  convocatoria  del
proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que
deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las
condiciones  de  postulación  y  requisitos  solicitados.  Se  deberá  velar  por
alcanzar la proporción máxima de un 30% de empleos a contrata y de un 70%
de planta en la dotación de la Dirección del Trabajo. 
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El  llamado a concurso público se dispondrá mediante una
resolución del Director del Trabajo y deberá contener, a lo menos, lo señalado
en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse a través de todo tipo de
medios, dentro de los dos días siguientes a su dictación. Entre el vencimiento
del  plazo  fijado  anteriormente  y  la  fecha  de  cierre  de  presentación  de
antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días hábiles.

En aquellos casos en que los procesos de selección para
proveer  cargos  a  contrata  asimilados  a  las  plantas  de  Fiscalizadores,  de
Técnicos,  de  Administrativos  y  de  Auxiliares  de la  Dirección  del  Trabajo  se
realicen mediante concurso público, éstos deberán convocarse para el último
grado  asimilado  a  la  planta  respectiva.  En  el  caso  de  los  concursos  para
contratas asimilados a la planta de profesionales podrán realizarse en cualquier
grado de dicha planta.

El Director del Trabajo, mediante resolución, establecerá las
normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no
discriminación, calidad técnica de los mecanismos de ingreso a la contrata y de
la  operación  de  los  concursos  de  promoción.  Asimismo,  establecerá  las
instancias  de  carácter  consultivo  e  informativo  para  los  funcionarios  y  sus
asociaciones sobre estas materias y sus modificaciones.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 4°.- Establécese el siguiente Sistema de Turnos
en  la  Dirección  del  Trabajo. El  Director  del  Trabajo  dispondrá,  mediante
resolución,  un  sistema  de  turnos  entre  el  personal,  consistente  en  el
desempeño del trabajo en horarios total o parcialmente diferentes del habitual
de funcionamiento de la Dirección del Trabajo, incluso en horario nocturno y en
días sábados,  domingos y festivos,  cuando la atención de los usuarios y la
fiscalización lo haga necesario, de manera estable y previsible, respetando la
continuidad  y  el  máximo  de  la  jornada  ordinaria  de  trabajo  de  44  horas
semanales.

Se entenderá por horario habitual  de funcionamiento de la
Dirección del Trabajo, el que va desde las 08:00 a las 18:00 horas, de lunes a
viernes, excluidos los sábados, domingos y festivos.

El personal que desempeñe estos turnos tendrá derecho a
percibir una asignación de turno, cuyo valor será equivalente a un 25% del valor
de las  horas  diurnas trabajadas en un horario  distinto  al  de funcionamiento
habitual del Servicio y de un 50% del valor de las horas trabajadas en horario
nocturno y en días sábados, domingos y festivos.
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Para estos efectos,  el  valor  de la  hora diaria  ordinaria  de
trabajo se calculará dividiendo por 190 el sueldo base y las demás asignaciones
que la ley considera para determinar el valor de las horas extraordinarias.

La  asignación  de  turno  se  pagará  mensualmente,  será
imponible,  tributable  y  no  constituirá  base  de  cálculo  de  ninguna  otra
remuneración. Esta asignación se pagará a los funcionarios que efectivamente
cumplan el turno. La asignación de turno será compatible con el pago de horas
extraordinarias.

Para la dictación y modificación de la resolución a que se
refiere  el  inciso  primero,  se  deberán  considerar  mecanismos  de  consulta  e
información a los funcionarios y sus asociaciones.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo  5.-  Establécese  una  Asignación  de
Responsabilidad en la Dirección del Trabajo. Establécese una asignación de
responsabilidad  para  los  cargos  de  jefatura  de  la  Dirección  del  Trabajo
pertenecientes a la planta de Directivos afectos al artículo 8 del decreto con
fuerza  de ley  N°  29,  de  2004,  del  Ministerio  de  Hacienda,  que fija  el  texto
refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N°  18.834,  sobre  Estatuto
Administrativo.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para remplazar su inciso primero por el siguiente:

“Artículo  5°.-  Regula  concursos  para  desempeñar
temporalmente  funciones  directivas  que  indica  y  establece  una
Asignación  de  Responsabilidad  en  la  Dirección  del  Trabajo. Hasta  187
funcionarios titulares de planta de la Dirección del Trabajo podrán desempeñar
temporalmente funciones directivas de jefatura de departamento o de niveles de
jefaturas equivalentes, las que serán asignadas, en cada caso, por el Director
Nacional, por concurso, de conformidad a este artículo.”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  presentó
indicación para agregar, a continuación del inciso primero, los
siguientes  incisos  segundo  y  tercero,  nuevos,  pasando  los
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actuales  incisos  segundo  y  tercero  a  ser  cuarto  y  quinto,
respectivamente, y así sucesivamente: 

“La designación de las funciones directivas de jefatura de
departamento  o  de  niveles  de  jefaturas  equivalentes  que  señala  el  inciso
primero, se realizará conforme a las reglas siguientes:

a) En los concursos para designar estas funciones, podrán
participar los funcionarios de planta que se encuentren calificados en lista Nº 1,
de  distinción  y  que no  estén afectos  a  las  inhabilidades establecidas en  el
artículo  55 del  decreto con fuerza de ley N° 29,  de 2004,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°
18.834.

b) Como resultado del  concurso,  el  comité de selección
propondrá al Director Nacional los nombres de a lo menos tres ni más de cinco
candidatos que hubieren obtenido los mejores puntajes. Para los efectos de
estos concursos, el comité de selección estará constituido de conformidad al
artículo  21 del  decreto con fuerza de ley N° 29,  de 2004,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°
18.834, y sus integrantes deberán pertenecer a la planta directiva. Con todo, en
los  casos  en  que  no  se  reúna  el  número  de  integrantes  requerido,  el  jefe
superior del servicio solicitará al ministro del ramo que designe los funcionarios
necesarios para este efecto.

c)  La  permanencia  en  estas  funciones  directivas  de
jefatura de departamento o de niveles de jefaturas equivalentes será por un
período de tres años. Al término del primer período trienal, el Director Nacional
podrá  por  una  sola  vez,  previa  evaluación  del  desempeño  del  funcionario,
resolver  la  prórroga  de  su  nombramiento  por  igual  período o  bien  llamar  a
concurso.

d)  Los  funcionarios  permanecerán  en  estas  funciones
mientras se encuentren calificados en lista Nº 1, de distinción.

e)  Los  funcionarios  a  quienes  se  les  designen  dichas
funciones,  una  vez  concluido  su  período  o  eventual  prórroga,  podrán
reconcursar o reasumir su cargo de origen. El funcionario que sea nombrado
temporalmente en dicha función de jefatura mantendrá su cargo en la planta y
no procederá suplencia a su respecto.

f)  En  lo  no  previsto  en  el  presente  artículo,  estos
concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º
del Título II  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de
Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°
18.834.

Establécese  una  asignación  de  responsabilidad  para  los
funcionarios que ejerzan funciones directivas de jefatura de departamento o de
niveles de jefaturas equivalentes que hayan sido seleccionados de acuerdo a
los incisos anteriores y en tanto desempeñen efectivamente dichas funciones.”.
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-- Sometida a votación fue aprobada por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

También tendrán derecho a la asignación regulada en este
artículo,  los  funcionarios  pertenecientes  a  las  plantas  de  Profesionales,
Fiscalizadores, Técnicos y Administrativos, o que se encuentren asimiladas a
ellas, que ejerzan funciones de Jefatura de unidad dependientes de oficinas de
niveles  operativos,  asignadas  expresamente  por  resolución  del  Director  del
Trabajo,  en  tanto  cumplan  dicha  función,  y  como  máximo  hasta  117
funcionarios del Servicio. Tratándose de técnicos y administrativos sólo podrán
acceder a dicha asignación aquellas o aquellos que tengan asignado un cargo
de hasta el grado 17° de la escala de remuneraciones.

La  asignación  de  responsabilidad  será  pagada
mensualmente, tendrá vigencia anual, será imponible y tributable, y se calculará
sobre la cantidad que resulte de la suma del sueldo base del grado respectivo,
más la asignación de fiscalización establecida en el artículo 6° del decreto ley
N° 3.551, de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo
4° de la ley N°18.717.

Los  cargos  afectos  a  esta  asignación  y  los  montos
correspondientes, los que no podrán exceder de un 22,4% del monto de la base
de cálculo que se señala en el inciso anterior, serán determinados anualmente
por el Director del Trabajo, previa visación de la Dirección de Presupuestos,
mediante  resolución  afecta  al  trámite  de  toma  de  razón  por  la  Contraloría
General  de  la  República.  Dicho  monto  será  definido  para  los  funcionarios
señalados  en  el  inciso  primero  según  funciones,  grados  de  la  escala  de
remuneraciones asociado al cargo y nivel de complejidad de las unidades, y
para  los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  segundo  según  el  nivel  de
complejidad de las unidades.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República formuló
indicación para reemplazar en el actual inciso cuarto, que ha
pasado a ser sexto, la oración “asociado al  cargo y nivel  de
complejidad de las unidades, y para los funcionarios señalados
en  el  inciso  segundo  según  el  nivel  de  complejidad  de  las
unidades” por la frase “del funcionario y nivel de complejidad
de las unidades, y para los funcionarios señalados en el inciso
cuarto según el nivel de complejidad de las unidades”.

-- Sometida a votación fue aprobada por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
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Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

La  asignación  de  responsabilidad regulada en  el  presente
artículo será incompatible con la asignación de funciones críticas establecida en
el artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882 y no servirá de base de
cálculo de ninguna otra remuneración.

El  Director  del  Trabajo,  mediante  resolución  exenta,
establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación
conforme a lo dispuesto en el  inciso segundo de este artículo  y  las demás
normas necesarias para su otorgamiento.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República formuló
indicación para  reemplazar en el  actual  inciso sexto,  que ha
pasado a ser octavo, la palabra “segundo” por “cuarto”. 

-- Sometida a votación fue aprobada por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Durante  el  período  en  que  los  funcionarios  perciban  la
asignación a que se refiere este artículo, tendrán la calidad de jefe directo para
todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4°, del
Título  II,  del  decreto  con  fuerza  de  ley  N°  29,  de  2004,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°
18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Mediante un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo
y  Previsión  Social,  se  establecerán  los  criterios  para  definir  los  niveles  de
complejidad  de  las  unidades,  clasificándolas  entre  aquellas  que  tienen  alta,
media alta,  media y baja complejidad. El  Director  del  Trabajo mediante una
resolución deberá establecer  el  nivel  de complejidad que corresponda a las
unidades  afectas  a  la  asignación  de  este  artículo,  según  los  criterios
establecidos  en  el  antedicho  reglamento,  los  que  deberán  ser  objetivos,
transversales y transparentes en relación a la función desempeñada.

-- Sometidos a votación los incisos no modificados fueron
aprobado por 12 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo  6°.-  Establécese  una  Asignación  Especial  de
Calidad de Servicio en la Dirección del Trabajo. Establécese una asignación
especial de calidad de servicio para el personal de planta y a contrata de la

56



Dirección del Trabajo, siempre que hayan prestado servicios sin solución de
continuidad en la institución durante a lo menos seis meses del año objeto de la
evaluación.

La asignación especial de calidad de servicio contendrá los
siguientes componentes:

1. Un componente base, y

2. Un componente asociado a la evaluación de la calidad de
servicio.

La asignación será pagada a los funcionarios en servicio a la
fecha de pago, en cuatro cuotas en los meses de marzo, junio, septiembre y
diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será equivalente al
valor  acumulado en el  trimestre respectivo,  como resultado de la  aplicación
mensual  de  esta  asignación.  No  obstante,  el  personal  que  deje  de  prestar
servicios  antes  de  completarse  el  trimestre  respectivo,  tendrá  derecho  a  la
asignación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados. La
asignación  será  tributable  e  imponible.  Para  determinar  las  imposiciones  e
impuestos a que se encuentra afecta, se distribuirá su monto en proporción a
los  meses que  comprenda el  período  que corresponda  y  los  cuocientes  se
sumarán  a  las  respectivas  remuneraciones  mensuales.  Con  todo,  las
imposiciones  se  deducirán  de  la  parte  que,  sumada  a  las  respectivas
remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de este artículo, no servirá de base de cálculo
de ninguna otra remuneración.

El Director del Trabajo no tendrá derecho la asignación de
este artículo. Los Directivos del segundo nivel jerárquico, sólo tendrán derecho
al componente base de la asignación.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 7°.-  El monto de la asignación especial de calidad
de servicio a que se refiere el artículo anterior, se determinará aplicando los
porcentajes que se señalan en los artículos 8 y 9 de la presente ley sobre la
suma de los siguientes estipendios: sueldo base del grado respectivo más la
asignación de fiscalización establecida en el artículo 6 del decreto ley N° 3.551,
de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4 de la ley
N° 18.717.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
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Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 8°.- El componente base a que se refiere el numeral
1 del artículo 6 será de un 12%, a contar del 1 de enero del año siguiente a la
publicación de la presente ley, sobre las remuneraciones mencionadas en el
artículo 7.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 9°.-  El componente asociado a la evaluación de la
calidad de servicio a que se refiere el numeral 2 del artículo 6, se concederá en
relación con la ejecución del programa de mejoramiento de la calidad de los
servicios prestados a los usuarios.

El  monto  del  componente  asociado  a  la  evaluación  de  la
calidad de servicio se calculará según el tramo de cumplimiento del programa
señalado en el  inciso anterior del año precedente, según se establece en la
tabla siguiente:

En caso de que el tramo de cumplimiento del programa de
mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios sea inferior
al 71%, no se tendrá derecho al componente asociado a la evaluación de la
calidad de servicio a que se refiere el numeral 2, del inciso segundo, del artículo
6.

En el mes de diciembre del año anterior al cumplimiento del
programa  a  que  se  refiere  el  inciso  primero,  por  decreto  del  Ministerio  del
Trabajo y Previsión Social, expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente
de  la  República",  visado  por  la  Dirección  de  Presupuestos,  se  fijará  el
porcentaje máximo correspondiente al componente asociado a la evaluación de
la calidad de servicio, según la tabla señalada en el inciso segundo.

Tramos  de  cumplimiento
del  programa  de
mejoramiento de la calidad
de los servicios prestados
a los usuarios

El monto del componente asociado a
la evaluación de la calidad de servicio
corresponderá  a  la  cantidad  que
resulte de aplicar el % que se indica,
sobre la suma de las remuneraciones
señaladas en el artículo 7.
Desde Hasta

Igual o superior a un 71% e
inferior a 81%

1% 1,7%

Igual  o  superior  a  un81% e
igual o inferior a 90%

1,8% 2,4%

Superior a 90% 2,5% 4,5%
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-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 10°.-  Para efectos de otorgar el componente de la
asignación asociado a la evaluación de la calidad de servicio, se aplicarán las
siguientes reglas:

1. El Director del Trabajo, antes del 15 de octubre de cada
año,  propondrá  al  Ministro  del  Trabajo  y  Previsión  Social  un  programa  de
mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios, indicando
las  metas  que  se  cumplirán  con  sus  correspondientes  indicadores  y
ponderadores y el instrumento de medición de la percepción de los usuarios
respecto  de  la  calidad  de  servicio.  Las  ponderaciones  aplicables  serán  las
siguientes: 50% para los indicadores de calidad de servicio del programa de
mejoramiento y 50% para el instrumento de medición de la percepción de los
usuarios.

2. Los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda
aprobarán el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados
a los usuarios, indicando las metas que se cumplirán con sus correspondientes
indicadores y ponderadores y el instrumento de medición de la percepción de
los  usuarios  respecto  de  la  calidad  de  servicio,  como  asimismo  sus
instrumentos  de  control  y  evaluación,  todo  lo  cual  deberá  ser  aprobado
anualmente  mediante  decreto  expedido  bajo  la  fórmula  "Por  orden  del
Presidente  de  la  República”,  por  intermedio  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social  y  además suscrito  por  el  Ministro  de  Hacienda.  Para  tales
efectos, previamente, el Subsecretario del Trabajo propondrá a al Ministro del
Trabajo  y  Previsión  Social,  el  grupo  objetivo  respecto  del  cual  aplicar  el
instrumento de medición antes señalado,  el  tamaño de la muestra que será
utilizada, la que deberá tener un carácter aleatorio y representativo, y cualquier
otra norma necesaria para la evaluación.

3. La  evaluación  de  percepción  de  los  usuarios  será
efectuada  por  una  empresa  externa  seleccionada  y  contratada  por  la
Subsecretaria del Trabajo a través de los procedimientos descritos en la ley N°
19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación
de Servicio. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de
la Subsecretaría del Trabajo.

4. La  evaluación  del  cumplimiento  de  las  metas  será
efectuada  por  la  Subsecretaría  del  Trabajo,  pudiendo  contratar  evaluadores
externos a esa Subsecretaría.

La contratación de dichos evaluadores se efectuará por  la
Subsecretaría del  Trabajo a través del procedimiento dispuesto en la ley N°
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19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación
de Servicios, y será de su cargo.

Del mismo modo, se podrán realizar auditorías selectivas a
las  bases  de  datos,  procesos  de  trabajos  y  procedimientos  que  permitan
verificar la información proporcionada por la Dirección del Trabajo, a través de
los  evaluadores  externos  que  serán  contratados  por  la  Subsecretaría  del
Trabajo,  del  modo  antes  señalado.  Dicha  Subsecretaría  sólo  podrá  realizar
observaciones  técnicas al  informe de evaluación  de cumplimiento  de  metas
realizado por un evaluador externo.

5. Un  decreto  expedido  bajo  la  fórmula  "Por  orden  del
Presidente  de  la  República",  por  intermedio  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social,  señalará  el  nivel  de  cumplimiento  para  el  pago  del
componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio que se hubiere
alcanzado anualmente.

6. Los resultados de la  evaluación  serán publicados en el
sitio electrónico de la Dirección del Trabajo y, asimismo, incluidos en la cuenta
pública institucional y en el Balance de Gestión Institucional.

7. Un reglamento  expedido por  el  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social,  el  que  además  deberá  ser  suscrito  por  el  Ministro  de
Hacienda,  establecerá  los  procedimientos  destinados  a  la  definición  de  los
objetivos o metas con sus correspondientes indicadores y ponderadores; los
mecanismos  necesarios  para  la  implementación  de  la  modalidad  que  se
utilizará  para  el  cumplimiento  de  las  metas,  las  cuales  podrán  ser
institucionales, colectivas, según áreas territoriales y/o funcionales, u otras que
se definan; los mecanismos de consulta e información a los funcionarios y a las
asociaciones  de  la  Dirección  del  Trabajo;  las  normas  transitorias  para  su
aplicación  y  pago;  los  mecanismos  de  control,  evaluación  y  verificación  del
cumplimiento  de  las  metas  que  se  hayan  fijado  con  sus  correspondientes
indicadores y ponderadores; la forma de determinar los porcentajes a pagar
anualmente; el  calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas
anuales;  los  procedimientos  de  reclamación;  las  causas,  procedimientos  de
revisión y redefinición de metas; y toda otra norma necesaria para la adecuada
aplicación del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio.
Además, podrá fijar los contenidos mínimos para la elaboración del programa
de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 11.-  Deróganse los artículos 1° a 7° de la ley N°
19.994.
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-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo  12.-  Otórgase  al  jefe  superior  de  servicio  de  la
Dirección  del  Trabajo,  la  asignación  de  dirección  superior  establecida  en  el
artículo 1 de la ley Nº 19.863, fijando el porcentaje de esa asignación en el 50%
de las  remuneraciones a  que  se  refiere  ese  artículo,  y  le  será  aplicable  lo
dispuesto en los incisos cuarto y siguientes de esa disposición.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 13.-  A partir del 1 de enero del año siguiente a la
publicación de la presente ley, lo dispuesto en la letra d) del artículo 87 del
decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el
texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto
Administrativo, respecto de la compatibilidad en el  desempeño de cargos de
planta  regidos por  dicha ley  con la  designación  en cargos a  contrata  en el
mismo servicio, no será aplicable en la Dirección del Trabajo. Lo anterior no
regirá respecto de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad
al 30 de junio del año anterior a la publicación de la ley. Tratándose de cargos
de jefaturas no regirá respecto de la renovación de las contratas que gozaron
de compatibilidad al 31 de diciembre del año anterior a la publicación de la ley.
En todo caso, para quienes no cumplan labores de jefatura, su renovación sólo
podrá continuarse hasta la fecha en que sean encasillados conforme al numeral
3, del inciso primero, del artículo séptimo transitorio de la presente ley.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República formuló
indicación para agregar a continuación de la frase “Lo anterior
no  regirá  respecto”  la  expresión  “de  los  funcionarios  que
ejerzan funciones directivas de jefatura de departamento o de
niveles  de  jefaturas  equivalentes,  de  conformidad  a  lo
dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 5° de
esta ley. Además, tampoco se aplicará respecto”.

-- Sometida a votación fue aprobada por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
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Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 14.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°2, de
1967,  que Dispone la Reestructuración y Fija Funciones de la Dirección del
Trabajo, en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 5°: 

“El  Director  del  Trabajo,  en  el  ejercicio  de  las  funciones
establecidas en los literales b) y c) del inciso precedente, publicará en el sitio
electrónico de la Dirección del Trabajo, en el mes de enero de cada año, un
compendio  de  los  dictámenes,  ordinarios,  circulares  y  órdenes  del  servicio
emitidos durante el respectivo período, los cuales deberán ser ordenados por
materia y precisar, a lo menos, el número y fecha del documento, como también
contener un breve resumen del mismo.”.

--  Sometida a votación fue aprobado por 8 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los  diputados  señores  Labra,  don  Amaro;  Melero,  don  Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

b) Reemplázase el artículo 46 por el siguiente:

“El Director del Trabajo será designado por el Presidente de
la República con acuerdo del  Senado adoptado por cuatro séptimos de sus
miembros  en  ejercicio,  en  sesión  especialmente  convocada  al  efecto.  Si  el
Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, éste deberá
proponer  un  nuevo  nombre  en  sustitución  del  rechazado,  repitiéndose  el
procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.”.

-- Sometida a votación fue aprobado por 9 votos a favor, 2
en contra y 2 abstenciones.   

(Votaron a favor  la diputada señora  Sepúlveda,  doña Alejandra,  y los
diputados  señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don  Eduardo;  Eguiguren don  Francisco;
Jiménez, don Tucapel; Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón;
Sauerbaum, don Frank. En contra lo hicieron los señores Barrera, don Boris (en reemplazo del
señor Labra, don Amaro), y Silber, don Gabriel. Se abstuvieron las diputadas señoras Castillo,
doña Natalia, y Yeomans, doña Gael).

c) Agrégase el siguiente artículo 46 bis, nuevo: 

“Artículo 46 bis.- El Director del Trabajo, deberá tener, a lo
menos,  cuarenta  años  de  edad,  poseer  el  título  de  abogado,  acreditar
experiencia no menor a diez años en el ejercicio profesional o en la docencia
universitaria en legislación laboral y ser ciudadano con derecho a sufragio.”.

-- La Comisión, por unanimidad, eliminó la referencia a la
edad mínima que debiera tener el Director del Trabajo. 
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-- Sometida a votación fue aprobado por 8 votos a favor, 1
en contra y 2 abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans, doña Gael, y los diputados señores Barros, don Ramón; Eguiguren don Francisco;
Melero, don Patricio;  Ramírez, don Guillermo;  Sauerbaum, don Frank, y  Silber, don Gabriel.
En contra lo hizo el señor Barrera, don Boris (en reemplazo del señor Labra, don Amaro). Se
abstuvieron los diputados señores Jiménez, don Tucapel, y Saavedra, don Gastón).

d) Agrégase el siguiente artículo 46 ter, nuevo:

“Artículo  46  ter.- La  designación  del  Director  del  Trabajo
será por un período de seis años y no podrá ser designado para el  período
inmediatamente siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad cesará en el
cargo.

Podrá ser removido por resolución de la Corte Suprema, a
requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de
la cuarta parte  de sus miembros en ejercicio,  por incapacidad o negligencia
manifiesta en el ejercicio de sus funciones, de conformidad a las disposiciones
del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que
fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre
Estatuto Administrativo. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente
convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme
de la mayoría de sus miembros en ejercicio. El procedimiento a seguir para la
remoción  es  el  contemplado  en  el  artículo  53  de  la  ley  N°  19.640,  sobre
orgánica constitucional del Ministerio Público.”.

-- Sometida a votación fue aprobada por 10 votos a favor,
uno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia;  y
Yeomans, doña Gael; y los diputados señores Barros, don Ramón; Eguiguren don Francisco;
Jiménez, don Tucapel; Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón;
Sauerbaum, don Frank, y  Silber, don Gabriel.) En contra lo hizo el señor  Barrera, don Boris
(en reemplazo del señor Labra, don Amaro).

Artículo  15°.-  Créase  la  Unidad  de  Atención  a  la  Micro,
Pequeña  y  Mediana  Empresa  al  interior  del  Departamento  de  Relaciones
Laborales de la Dirección del Trabajo, cuya función será gestionar de manera
especializada  las  necesidades  y  requerimientos  de  la  micro,  pequeña  y
mediana empresa con el objeto de promover y facilitar el cumplimiento de la
normativa laboral y de seguridad social.

-- Sometido a votación fue aprobado por 12 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron a favor  las diputadas señoras  Sepúlveda,  doña Alejandra;  y
Yeomans,  doña  Gael;  y  los diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Durán,  don Eduardo;
Eguiguren don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don Amaro;  Melero,  don Patricio;
Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón;  Sauerbaum,  don  Frank,  y  Silber, don
Gabriel.)

Artículo 16°.-  Créase el Consejo Consultivo de la Dirección
del Trabajo, cuya función será asesorar al Director Nacional del Trabajo en la
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elaboración  de  dictámenes,  circulares  u  otros  pronunciamientos,  cuando  se
trate de nueva doctrina o reconsideración de doctrina existente.

-- Sometido a votación fue aprobado por 9 votos a favor, 2
en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  la  diputada  señora  Castillo,  doña  Natalia,  y  los
diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Eguiguren don  Francisco;  Jiménez, don  Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y  Silber, don Gabriel.) En contra lo hizo la señora  Yeomans, doña Gael, y el señor Barrera,
don Boris (en reemplazo del señor Labra, don Amaro).  

Artículo  17°.- Para  cumplir  con  sus  labores,  el  Consejo
podrá  solicitar  información  a  diversos  organismos  públicos  y  privados  y
encargar estudios a especialistas que ilustren su labor. En este último caso, la
Dirección  del  Trabajo  deberá  proveer  a  los  especialistas  de  la  información
necesaria para realizar los estudios encomendados.

-- Sometido a votación fue aprobado por 8 votos a favor, 2
en contra y una abstención.   

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón;  Eguiguren
don  Francisco;  Jiménez, don  Tucapel;  Melero,  don  Patricio;  Ramírez,  don  Guillermo;
Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.) En contra lo hicieron la
señora Yeomans, doña Gael, y el señor Barrera, don Boris (en reemplazo del señor Labra, don
Amaro).  Se abstuvo la diputada señora Castillo, doña Natalia).

Artículo  18°.-  El  Consejo  Consultivo  estará  integrado  por
cinco miembros:

1. El Director Nacional del Trabajo, que lo presidirá.

2. Un  experto  en  materia  laboral  de  profesión  abogado,
designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social.

3.  Un experto en materia laboral  de profesión economista,
designado por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

4. Una persona que haya ejercido el cargo de Director del
Trabajo,  Subdirector  del  Trabajo  o  Jefe  del  Departamento  Jurídico  de  la
institución, designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social.

5. Un académico de reconocida trayectoria en el ámbito del
Derecho del Trabajo, designado por el Director del Trabajo.

Salvo el Director del Trabajo, quien integrará y presidirá el
Consejo mientras mantenga el cargo, los consejeros durarán seis años en sus
funciones. Excepcionalmente, y sólo respecto de los consejeros designados al
momento de la constitución del Consejo, dos de ellos durarán únicamente tres
años. De esta forma, cada tres años se renovará la mitad de los consejeros,
dejando el cargo aquellos que han cumplido seis años de ejercicio.

El  Consejo  contará  adicionalmente  con  un  secretario,
nombrado por éste, el que será remunerado por la Dirección del Trabajo. El
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secretario coordinará el funcionamiento del Consejo, realizando las labores que
para  tal  efecto  defina  el  reglamento,  al  que  se  refiere  el  artículo  20  de  la
presente ley.

-- Sometido a votación fue aprobado por 6 votos a favor, 2
en contra y tres abstenciones.   

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón;  Eguiguren
don  Francisco;  Jiménez, don  Tucapel;  Melero,  don  Patricio;  Ramírez,  don  Guillermo,  y
Sauerbaum,  don  Frank,  En  contra  lo  hicieron  la  señora  Yeomans,  doña  Gael,  y  el  señor
Barrera, don Boris (en reemplazo del señor Labra, don Amaro).  Se abstuvieron la diputada
señora Castillo, doña Natalia; Saavedra, don Gastón y Silber, don Gabriel.)

Artículo  19°.- En  caso  de  que  cesare  alguno  de  los
consejeros  por  cualquier  causa,  procederá  la  designación  de  un  nuevo
consejero, de la misma forma indicada en el  artículo precedente,  dentro del
plazo máximo de 30 días corridos a contar desde la cesación. El reemplazante
asumirá  por  el  período  que  restare  para  que  terminase  el  periodo  que  le
correspondía al consejero que hubiera cesado en su función.

Serán causales de cesación de los consejeros las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado
b) Renuncia  a  su  cargo  mediante  comunicación  escrita

enviada a quien lo designó, con copia al Consejo. 

c) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como
consejero.  Será  falta  grave,  entre  otras,  la  inasistencia  injustificada  a  tres
sesiones consecutivas o no haberse inhabilitado en el caso concreto en caso de
incurrir  en alguna de las causales de implicancia y recusación a las que se
refiere el inciso siguiente.”. 

Por  su  parte,  será  causal  de  inhabilidad  para  el  caso
concreto, la sobreviniencia de alguna causal  de implicancia o recusación de
aquellas  señaladas  en  los  artículos  195  y  196  del  Código  Orgánico  de
Tribunales.  El  consejero  que  adquiera  una  calidad  que  lo  inhabilite  para
desempeñar  su  función  deberá  declararlo  así  y  abstenerse  para  el  caso
concreto en que se encuentre inhabilitado para ejercer su función.

-- Sometido a votación fue aprobado por 6 votos a favor, 2
en contra y tres abstenciones.   

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón;  Eguiguren
don Francisco; Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Sauerbaum, don Frank, y Silber,
don Gabriel. En contra lo hicieron la señora Yeomans, doña Gael, y el señor Barrera, don Boris
(en reemplazo del señor Labra, don Amaro). Se abstuvieron la diputada señora Castillo, doña
Natalia; Jiménez, don Tucapel, y Saavedra, don Gastón).

Artículo 20°.- Los integrantes del Consejo, a excepción de
su presidente, percibirán una dieta de cargo fiscal en pesos equivalente a 5
unidades tributarias mensuales por cada sesión que asistan con un máximo de
25 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, la que será pagada
mensualmente por la Dirección del Trabajo con cargo a su presupuesto. Para
tal efecto se considerará la unidad tributaria mensual vigente a la fecha en que
se celebró la sesión correspondiente.
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-- Sometido a votación fue aprobado por 6 votos a favor, 2
en contra y tres abstenciones.   

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón;  Eguiguren
don Francisco; Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Sauerbaum, don Frank, y Silber,
don Gabriel. En contra lo hicieron la señora Yeomans, doña Gael, y el señor Barrera, don Boris
(en reemplazo del señor Labra, don Amaro). Se abstuvieron la diputada señora Castillo, doña
Natalia; Jiménez, don Tucapel, y Saavedra, don Gastón).

Artículo 21°.- El Consejo será convocado por su Presidente.
En todo caso, el Consejo podrá acordar la realización de sesiones periódicas y
su frecuencia.

El Consejo tomará sus decisiones por la mayoría absoluta de
sus miembros y en caso de empate resolverá su Presidente. El quórum mínimo
para sesionar será de 3 miembros.

Un  reglamento  expedido  por  el  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión Social,  previo  informe de la  Dirección del  Trabajo,  establecerá las
normas necesarias para el funcionamiento del Consejo.

-- Sometido a votación fue aprobado por 6 votos a favor, 2
en contra y tres abstenciones.   

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón;  Eguiguren
don Francisco; Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Sauerbaum, don Frank, y Silber,
don Gabriel. En contra lo hicieron la señora Yeomans, doña Gael, y el señor Barrera, don Boris
(en reemplazo del señor Labra, don Amaro). Se abstuvieron la diputada señora Castillo, doña
Natalia; Jiménez, don Tucapel, y Saavedra, don Gastón).

Artículo 22°.-  Modifícase el artículo 2° de la ley N° 20.955,
de 2016,  que perfecciona el  sistema de alta  dirección pública y fortalece la
Dirección Nacional del Servicio Civil en el siguiente sentido:

a) Elimínase  en  el  numeral  1)  la  frase  “,  Dirección  del
Trabajo”.

b) Incorpórase  un  numeral  6),  nuevo:  “6)  Dirección  del
Trabajo:  los  cargos  de  segundo  nivel  jerárquico,  incluidos  los  directores
regionales.”.

-- Sometido a votación fue aprobado por 9 votos a favor, 2
en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  la  diputada  señora  Castillo,  doña  Natalia,  y  los
diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Eguiguren don  Francisco;  Jiménez,  don  Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel. En contra lo hicieron la señora Yeomans, doña Gael, y el señor Barrera,
don Boris (en reemplazo del señor Labra, don Amaro). 

Artículo 23°.- Modifícase el artículo 3° del decreto ley 3.551,
de 1980, del Ministerio de Hacienda, que fija normas sobre remuneraciones y
sobre personal para el sector público, en el siguiente sentido:
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a) Intercálase  en  su  inciso  primero,  entre  la  palabra
“fiscalizadoras” y la coma “,”, la siguiente frase: “, a excepción de la Dirección
del Trabajo”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“Dichos Jefes Superiores, así como el Director del Trabajo,
gozarán  de  autonomía  para  el  nombramiento,  promoción  y  remoción  del
personal  de la  respectiva institución, con entera independencia de toda otra
autoridad, sujetándose para ello a las normas legales estatutarias respectivas.
Para estos efectos, todo el personal que de ellos depende es de su exclusiva
confianza.”.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación para eliminarlo.

-- Sometida a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo  primero.-  La  presente  ley  entrará  en  vigencia  el
primer día del sexto mes contado desde la fecha de su publicación en el Diario
Oficial.

-- Sometido a votación fue aprobado por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel. 

Artículo  segundo.-  Si  la  empresa  tuviere  acordados  o
calificados los servicios mínimos antes de la vigencia de la presente ley, aquélla
deberá desarrollar su negociación colectiva sobre la base de dichos servicios
acordados o calificados.

Las  solicitudes  de  calificación  de  servicios  mínimos
ingresadas  a  la  Dirección  del  Trabajo  antes  de  la  fecha  de  vigencia  de  la
presente  ley,  se  deberán  resolver  en  conformidad  las  normas  vigentes  al
momento de ingreso de tal solicitud.

Las  normas  sobre  servicios  mínimos,  contenidas  en  los
numerales 10 y siguientes del artículo 1° de la presente ley, serán aplicables a
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todos  los  procesos  de  calificación  y  recalificación  que  se  inicien  durante  la
vigencia de la presente ley, siempre que se haya dictado el reglamento al que
se refiere el inciso final del artículo 360-B incorporado por el numeral 13), del
artículo 1°, de la presente ley.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación para eliminarlo.

-- Sometida a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel.) 

Artículo tercero.- El reglamento a que se refiere el artículo
360-B del Código del Trabajo introducido por el numeral 13), del artículo 1°, de
la presente ley, deberá ser dictado dentro del plazo de 120 días contado desde
la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación para eliminarlo.

-- Sometida a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel.) 

Artículo  cuarto.-  El  registro  a  que  se  refiere  el  inciso
segundo del artículo 379 del Código del Trabajo incorporado por el numeral 24),
del artículo 1°, de la presente ley, deberá ser implementado dentro del plazo de
120 días contado desde la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación para reemplazar la expresión “24)” por “13)”.

-- Sometida a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel.) 

Artículo quinto.- El  reglamento al  que se refiere el  inciso
final del artículo 506 quáter del Código del Trabajo incorporado por el numeral
29),  del  artículo 1°,  de la presente ley, deberá ser implementado dentro del
plazo  de  120  días  contado  desde  la  publicación  en  el  Diario  Oficial  de  la
presente ley.
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--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación para eliminarlo.

-- Sometida a votación fue aprobada por 11 votos a favor,
ninguno en contra y ninguna abstención.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel.) 

Artículo  sexto.  - Facúltase al  Presidente  de la  República
para que establezca, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de
publicación  de  esta  ley,  mediante  uno  o  más  decretos  con  fuerza  de  ley
expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscritos además por el
Ministro del Trabajo y Previsión Social, las normas necesarias para regular las
siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección del Trabajo y
dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación
de ellas. En especial, podrá determinar los grados de la escala a que se refiere
el  artículo  5°  del  decreto  ley  N°  3.551,  de  1981,  que  se  asignen  a  dichas
plantas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción a dichos cargos;
sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de
lo dispuesto en el Título VI, de la ley N° 19.882 y en el artículo 8° del decreto
con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto
refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N°  18.834,  sobre  Estatuto
Administrativo.  En  el  ejercicio  de  esta  facultad  podrá  crear,  suprimir  y
transformar cargos. Además, podrá determinar las normas transitorias para la
aplicación de las remuneraciones, incluidas las variables.

2. Establecer  las  fechas  de  entrada  en  vigencia  de  las
plantas que fije y de los encasillamientos que practique.

3. Establecer  el  número  de  cargos  que  se  proveerán  de
conformidad a las normas de encasillamiento. También señalará los cargos que
se proveerán de acuerdo al artículo octavo transitorio de esta ley, estableciendo
la gradualidad en que podrán comenzar a proveerse.

4. Además,  podrá  establecer  normas  de  encasillamiento
complementarias.

5. El  encasillamiento  del  personal  a  que  se  refiere  este
artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No  podrá  tener  como  consecuencia  ni  podrá  ser
considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de
funciones o término de la relación laboral.
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b) No podrá  significar  pérdida  del  empleo,  disminución  de
remuneraciones respecto del  personal titular de un cargo de planta que sea
encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.

c) Respecto  del  personal  que  en  el  momento  del
encasillamiento  sea  titular  de  un  cargo  de  planta,  cualquier  diferencia  de
remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se
absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan
a  los  funcionarios,  excepto  los  derivados  de  reajustes  generales  que  se
otorguen  a  los  trabajadores  del  sector  público.  Dicha  planilla  mantendrá  la
misma  imponibilidad  que  aquella  de  las  remuneraciones  que  compensa.
Además,  a la  planilla  suplementaria  se le  aplicará el  reajuste general  antes
indicado.

d) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del
encasillamiento  en el  cual  participen funcionarios  de planta  y  a  contrata  no
serán  considerados  promoción,  y  los  funcionarios  conservarán,  en
consecuencia,  el  número  de  bienios  que  estuvieren  percibiendo.  Asimismo,
mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

e) Los  requisitos  que  se  establezcan  en  el  ejercicio  de  la
facultad  a  que  se  refiere  este  artículo  no  serán  exigibles  respecto  de  los
funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento dispuesto en
los artículos séptimo, octavo y noveno transitorios de la presente ley. Asimismo,
a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los
respectivos  decretos  con  fuerza  de  ley  a  que  se  refiere  este  artículo,  y  a
aquellos  cuyos  contratos  se  prorroguen  en  las  mismas  condiciones,  no  les
serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de
ley correspondientes.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación  para  intercalar  el  siguiente  numeral  2,  nuevo,
pasando el actual numeral 2) a ser 3) y así sucesivamente, y
para reemplazar, en la letra e) del número 5, la frase “séptimo,
octavo y noveno” por la frase “cuarto, quinto y sexto”.

“2. En la planta de personal que se fije en conformidad con
este artículo,  se incluirán un total  de 1.600 cargos y los grados  superiores e
iniciales de las plantas que se fijen y el número de cargos totales para cada una
de ellas, serán los siguientes:

Planta de Directivos: grados 1° y 9°, 41 cargos.
Planta de Profesionales: grados 5° y 15°, 263 cargos. 
Planta de Fiscalizadores: grados 9° y 16°, 906 cargos. 
Planta de Técnicos: grados 14° y 18°, 156 cargos. 
Planta de Administrativos: grados 16° y 21°, 210 cargos. 
Planta de Auxiliares: grados 19° y 22°, 24 cargos”.
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-- Sometida a votación la indicación, conjuntamente con el
artículo,  fue  aprobada  por  9  votos  a  favor,  ninguno  en  contra  y  dos
abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo  séptimo.  - El  encasillamiento  del  personal  de  la
Dirección del Trabajo quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el
o  los decretos con fuerza de ley de las nuevas plantas a que se refiere el
artículo anterior y en esta ley, debiéndose considerar a lo menos lo siguiente:

1. Los funcionarios titulares de cargos de las plantas de
Directivos  de  Carrera,  de  Profesionales,  de  Fiscalizadores,  de  Técnicos,  de
Administrativos y de Auxiliares serán encasillados en cargos de igual grado al
que  detentaban  a  la  fecha  del  encasillamiento  y  en  la  misma  planta,
manteniendo el  orden del  escalafón de mérito.  Si  en las nuevas plantas no
existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados
de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en
la nueva planta.

2.  Los  cargos  de  directivos  correspondientes  a  jefes  de
subdepartamentos grados 6° al 9° y jefaturas grado 9°, serán encasillados en
cargos de directivos de carrera de igual grado al que detentaban a la fecha del
encasillamiento. Después de efectuado el proceso de encasillamiento y cuando
queden vacantes por cualquier causa, se transformarán, por el sólo ministerio
de la ley, en cargos de profesionales del mismo grado que tenían en la planta
de  directivos.  Dicha  transformación  se  formalizará  mediante  resolución  del
Director del Trabajo, visada por la Dirección de Presupuestos.

3.  Una  vez  practicado  lo  dispuesto  en  los  numerales
anteriores, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, de
Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, se proveerán
gradualmente  previo  concurso  interno  de  antecedentes,  en  el  que  podrán
participar los funcionarios titulares de la respectiva planta que se encuentren
ubicados  en  el  grado  inmediatamente  inferior  al  de  la  vacante  convocada,
quienes además deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 55 del decreto
con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto
coordinado,  refundido  y  sistematizado  de  la  ley  N°  18.834,  sobre  Estatuto
Administrativo.  El  o  los  referidos  concursos  se  regirán  por  las  normas  que
defina el  o los decretos con fuerza de ley señalados en el  artículo anterior,
considerando, a lo menos, lo siguiente:

a) Las  bases  de  estos  concursos  deberán  considerar  los
siguientes  factores:  antigüedad  en  el  grado,  antigüedad  en  el  estamento,
antigüedad en el Servicio y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada
uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 50%, 15%, 20% y 15%,
respectivamente.
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Para  los  efectos  del  presente  concurso  la  antigüedad  se
considerará de modo continuo o discontinuo. Respecto de los funcionarios que
sean  encasillados  en  uno  o  más  grados  superiores  de  acuerdo  al  numeral
anterior,  se considerará la antigüedad en el nuevo grado que se origine por
dicho encasillamiento.

b) La provisión  de los  cargos vacantes  de cada planta  se
efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes.
En  caso  de  producirse  empate,  se  aplicará  como  criterio  de  desempate  la
antigüedad en el grado. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará
la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo, y
finalmente  en  la  Administración  Pública.  De  persistir  el  empate  decidirá  el
Director del Trabajo.

c) En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley a
que se refiere el artículo sexto transitorio, se aplicarán en lo que corresponda,
las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de
ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

4. Una vez practicado lo dispuesto en el numeral anterior, y
según lo  defina el  o  los decreto con fuerza de ley señalados en el  artículo
anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno
de oposición de antecedentes, de acuerdo a las reglas siguientes:

a) Podrán participar, en el concurso para la provisión de los
cargos vacantes de la planta de Administrativos, los funcionarios titulares de un
cargo  en  la  planta  de  Auxiliares  que  cumplan  los  siguientes  requisitos
copulativos:

i. Poseer  una  antigüedad  de,  a  lo  menos,  3  años  en  la
Dirección del Trabajo anteriores al 31 de diciembre de 2018. 

ii. Encontrarse  desempeñando  funciones  administrativas  al
31 de diciembre de 2018 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo
menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Haber  aprobado  una  certificación  de  conocimientos
técnicos asociados a la  función  o cumplir  con los  requisitos  respectivos del
cargo al que postulan.

Los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  anterior  podrán
postular  al  mismo  grado  que  detentaban  al  31  de  diciembre  de  2018.  Sin
perjuicio de lo señalado precedentemente, el  o los respectivos decretos con
fuerza de ley a que se refiere el  artículo sexto transitorio podrán definir qué
respecto de determinados cargos, en los concursos internos podrán participar
los funcionarios  que se encuentren nombrados en el  grado inferior  al  de  la
vacante convocada que señalen.

b) Podrán participar en el concurso para la provisión de los
cargos vacantes de la planta de Técnicos, los funcionarios titulares de un cargo
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en la planta de Administrativos entre los grados 16° a 19°, que cumplan los
siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer  una  antigüedad  de,  a  lo  menos,  3  años  en  la
Dirección del Trabajo anteriores al 31 de diciembre de 2018.

ii. Encontrarse desempeñando funciones técnicas al  31 de
diciembre de 2018 y que posean una antigüedad en dicha función de,  a lo
menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Haber  aprobado  una  certificación  de  conocimientos
técnicos asociados a la  función  o cumplir  con los  requisitos  respectivos del
cargo al que postulan.

Los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  anterior  podrán
postular  al  mismo  grado  que  detentaban  al  31  de  diciembre  de  2018.  Sin
perjuicio de lo señalado precedentemente, el  o los respectivos decretos con
fuerza de ley a que se refiere el  artículo sexto transitorio podrán definir qué
respecto de determinados cargos, en los concursos internos podrán participar
los funcionarios  que se encuentren nombrados en el  grado inferior  al  de  la
vacante convocada que señalen.

c) Podrán participar en el concurso para la provisión de los
cargos vacantes de la planta de Fiscalizadores los funcionarios titulares de un
cargo en la planta de Técnicos que se encuentren entre los grados 14° y 17° y
quienes sean titulares de un cargo en la planta de Administrativos en los grados
16° y 17°, que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i. Poseer  una  antigüedad  de,  a  lo  menos,  3  años  en  la
Dirección del Trabajo al 31 de diciembre de 2018.

ii. Encontrarse  desempeñando  alguna  de  las  siguientes
funciones: de fiscalización, de atención de usuarias o usuarios, de mediación,
de conciliación o de relaciones laborales, al  31 de diciembre de 2018 y que
posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a
esa fecha.

iii. Haber  aprobado  una  certificación  de  conocimientos
técnicos asociados a la  función  o cumplir  con los  requisitos  respectivos del
cargo al que postulan.

Los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  anterior  podrán
postular  al  mismo  grado  que  detentaban  al  31  de  diciembre  de  2018.  Sin
perjuicio de lo señalado precedentemente, el  o los respectivos decretos con
fuerza de ley a que se refiere el  artículo sexto transitorio podrán definir qué
respecto de determinados cargos, en los concursos internos podrán participar
los funcionarios  que se encuentren nombrados en el  grado inferior  al  de  la
vacante convocada que señalen.

d) Podrán participar en el concurso para la provisión de los
cargos vacantes de la planta de Profesionales, los funcionarios titulares de un
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cargo en  la  planta  de  Fiscalizadores,  que cumplan los  siguientes  requisitos
copulativos:

i. Poseer  una  antigüedad  de,  a  lo  menos,  3  años  en  la
Dirección del Trabajo al 31 de diciembre de 2018.

ii. Encontrarse desempeñando funciones profesionales, al 31
de diciembre de 2018 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo
menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii. Cumplir  los  requisitos  respectivos  del  cargo  al  que
postulan.

Los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  anterior  podrán
postular  al  mismo  grado  que  detentaban  al  31  de  diciembre  de  2018.  Sin
perjuicio de lo señalado precedentemente, el  o los respectivos decretos con
fuerza de ley a que se refiere el  artículo sexto transitorio podrán definir qué
respecto de determinados cargos, en los concursos internos podrán participar
los funcionarios  que se encuentren nombrados en el  grado inferior  al  de  la
vacante convocada que señalen.

El  o  los  decretos  con  fuerza  de  ley  del  artículo  sexto
transitorio,  que  regulen  los  concursos  a  que  se  refiere  este  numeral  4,
considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a) Las  bases  de  estos  concursos  deberán  considerar  los
siguientes  factores:  antigüedad  en  el  servicio,  antigüedad  en  el  estamento,
antigüedad en el grado y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada uno
de  estos  factores  tendrá  la  siguiente  ponderación:  50%,  20%,  15% y  15%,
respectivamente.  Para  los  efectos  del  presente  concurso  la  antigüedad  se
considerará de modo continuo.

b) La provisión  de los  cargos vacantes  de cada planta  se
efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes.
En  caso  de  producirse  empate,  se  aplicará  como  criterio  de  desempate  la
antigüedad en la Dirección del Trabajo. En el evento de mantenerse la igualdad,
se considerará la antigüedad en el escalafón respectivo, luego en el grado, y
finalmente  en  la  Administración  Pública.  De  persistir  el  empate  decidirá  el
Director del Trabajo.

c) En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley a
que se refiere el artículo sexto transitorio, se aplicarán, en lo que corresponda,
las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de
ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Los  funcionarios  titulares  de  un  cargo  de  planta  que
participen  en  los  concursos  internos  que  regula  este  artículo,  podrán  ser
nombrados,  como máximo,  hasta  un grado  superior  a  aquel  en  que  fueron
encasillados conforme a lo dispuesto en los numerales 1, 2 y 3 de este artículo.
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--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación  para  intercalar  el  siguiente  numeral  3,  nuevo,
pasando el actual numeral 3 a ser 4 y así sucesivamente; para
sustituir en el inciso final la frase “1 y 2” por “1, 2 y 3”, y para
reemplazar  la  frase  “sexto  transitorio”,  en  todas  las
oportunidades  en  que  aparece,  por  la  frase  “tercero
transitorio”.

“3. No obstante lo dispuesto en el  numeral  1 del presente
artículo, aquellas o aquellos funcionarios titulares de las Plantas de Directivos,
de  Profesionales,  de  Fiscalizadores,  de  Técnicos,  de  Administrativos  y  de
Auxiliares que ejercen un cargo compatible en la contrata de grado superior al
de planta al 30 de junio de 2018, y que cuenten con una antigüedad entre 7 y
14  años,  ambos  inclusive,  a  dicha  fecha  en  ese  grado  a  contrata,  se
encasillarán en el grado inmediatamente superior a aquel de que son titulares, y
de ser esa antigüedad mayor a 14 años,  se encasillarán en los dos grados
inmediatamente superiores a aquel de que son titulares. Con todo, no podrán
encasillarse en un cargo de grado superior al que ejercen en la contrata.”. 

-- Sometida a votación la indicación, conjuntamente con el
artículo,  fue  aprobada  por  9  votos  a  favor,  ninguno  en  contra  y  dos
abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo  octavo.  - Una  vez  practicado  el  mecanismo
señalado en el artículo anterior, y según lo defina el o los decretos con fuerza
de ley  a  que se  refiere  el  artículo  sexto  transitorio,  los  cargos que queden
vacantes  en  las  plantas  de  Profesionales,  Fiscalizadores,  Técnicos,
Administrativos y Auxiliares, se proveerán previo concurso interno de oposición
de antecedentes, en conformidad a las reglas siguientes:

1. Podrán  participar  en  el  concurso  los  funcionarios  a
contrata asimilados a la respectiva planta; que se encuentren calificados en lista
1, de Distinción, o lista 2. Buena, durante, a lo menos, los tres años previos al
concurso de encasillamiento; que al 31 de diciembre de 2018 tengan al menos
una antigüedad de tres años en la Dirección del Trabajo; y, que cumplan con los
requisitos respectivos del cargo.

2. Los funcionarios señalados en el numeral anterior, podrán
postular a un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual
se encuentren asimilados a la fecha del respectivo concurso.

3. Respecto  de  aquellos  funcionarios  a  contrata,  que  a  la
fecha  del  concurso  se  encuentren  ejerciendo  funciones  de  jefaturas
equivalentes a un segundo o a un tercer nivel jerárquico, sólo podrán postular a
un cargo vacante de la planta y grado al  que estaban asimilados,  antes de
ejercer las funciones de jefatura. 
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4. El  o  los decretos con fuerza de ley a que se refiere el
artículo  sexto  transitorio,  que  regulen  los  concursos  de  este  artículo,
considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a) Las  bases  de  estos  concursos  deberán  considerar  los
siguientes factores: antigüedad en la Dirección del Trabajo, antigüedad en el
estamento  al  cual  se  encuentren asimilados  y  promedio  de  las  dos últimas
calificaciones.  Cada  uno  de  estos  factores  tendrá  la  siguiente  ponderación:
50%, 30% y 20%, respectivamente.

Para  los  efectos  de  estos  concursos,  la  antigüedad  se
considerará de modo continuo y discontinuo.

b) La provisión  de los  cargos vacantes  de cada planta  se
efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes.
En  caso  de  producirse  empate,  se  aplicará  como  criterio  de  desempate  el
resultado de la última calificación obtenida por el funcionario. En el evento de
mantenerse  la  igualdad,  se  considerará  la  antigüedad  en  la  Dirección  del
Trabajo,  luego  en  el  escalafón  respectivo,  posteriormente  en  el  grado,  y
finalmente  en  la  Administración  Pública.  De  persistir  el  empate  decidirá  el
Director del Trabajo.

c) En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley del
artículo  sexto  transitorio,  se  aplicarán  en  lo  que  corresponda,  las  reglas
establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29,
de  2004,  del  Ministerio  de  Hacienda,  que  establece  el  texto  refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18. 834, sobre Estatuto Administrativo.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación  para  agregar  en  el  numeral  3,  a  continuación  del
punto aparte, que pasa a ser seguido la siguiente frase, y para
reemplazar la frase “sexto transitorio”, en cada oportunidad en
que aparece, por la frase “tercero transitorio”:

“Sin perjuicio de lo  anterior,  a las o los funcionarios que
ejercen funciones de tercer nivel jerárquico se les aplicará, cuando corresponda,
lo dispuesto en el numeral 3 del artículo séptimo transitorio de la presente ley.”.

-- Sometida a votación la indicación, conjuntamente con el
artículo,  fue  aprobada  por  9  votos  a  favor,  ninguno  en  contra  y  dos
abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo  noveno.- Una  vez  practicado  el  mecanismo
señalado en el artículo anterior y según lo defina el o los decretos con fuerza de

76



ley a que se refiere el artículo sexto transitorio, los cargos que queden vacantes
en  las  plantas  de  Profesionales,  Fiscalizadores,  Técnicos,  Administrativos  y
Auxiliares, se proveerán previo concurso interno de antecedentes, de acuerdo a
las reglas siguientes:

1. Podrán  participar  en  el  concurso,  los  funcionarios
que hayan ingresado a la planta de la Dirección del Trabajo en virtud de lo
dispuesto en el  artículo anterior,  siempre que hayan ingresado en el  mismo
grado  al  cual  se  encontraban  asimilados  en  la  contrata.  En  los  respectivos
concursos  internos  podrán  participar  los  funcionarios  que  cumplan  con  las
siguientes condiciones:

a) Encontrarse nombrado en la misma planta y en el grado
inmediatamente inferior al de la vacante a proveerse, y

b) Cumplir con lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con
fuerza  de  ley  N°  29,  de  2004,  del  Ministerio  de  Hacienda,  que  fija  texto
refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N°18.834,  sobre  Estatuto
Administrativo.

2. El  o  los  decretos  con  fuerza  de  ley  del  artículo  sexto
transitorio,  que  regulen  los  concursos  a  que  se  refiere  este  artículo,
considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a) Las  bases  de  estos  concursos  deberán  considerar  los
siguientes  factores:  promedio  de  notas  de  las  dos  últimas  calificaciones,
antigüedad  en  el  grado,  antigüedad  en  el  estamento  y  antigüedad  en  la
Dirección  del  Trabajo.  Cada  uno  de  estos  factores  tendrá  la  siguiente
ponderación: 15%, 50%, 15% y 20%, respectivamente.

Para efectos de este literal, se considerará la antigüedad que
el funcionario tenía en el estamento y grado al cual se encontraban asimilados
en la contrata, tanto continua como discontinua.

b) La provisión  de los  cargos vacantes  de cada planta  se
efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes.
En  caso  de  producirse  empate,  se  aplicará  como  criterio  de  desempate  la
antigüedad en el grado. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará
la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo y,
finalmente,  en  la  Administración  Pública.  De  persistir  el  empate  decidirá  el
Director del Trabajo.

c) En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley del
artículo  sexto  transitorio  se  aplicarán,  en  lo  que  corresponda,  las  reglas
establecidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de
2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y
sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.
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--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación para reemplazar la frase “sexto transitorio”, en cada
oportunidad en que aparece, por la frase “tercero transitorio”.

--  Sometido a votación fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo décimo.- Lo dispuesto en los artículos 2° y 3° de la
presente ley entrará en vigencia en la fecha que indique el o los decretos con
fuerza de ley a que se refiere el artículo sexto transitorio.

Para efectos de los concursos de ingreso a la planta a que se
refiere el artículo 2 de la presente ley, los funcionarios a contrata que a la fecha
de  su  publicación  se  desempeñen  en  el  Servicio  podrán  participar  en  los
referidos concursos, una vez transcurridos dos años desde la publicación de la
misma, debiendo cumplir con los demás requisitos del cargo al que postulan,
como asimismo, los establecidos en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 2 de
esta ley. A dichos funcionarios no les será exigible lo dispuesto en el numeral 1
del inciso primero del artículo 2 de esta ley.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación  para  reemplazar,  en  su  inciso  primero,  la  frase
“sexto transitorio”, por la frase “tercero transitorio”.

--  Sometido a votación fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo  undécimo.- Una  vez  finalizado  el  proceso  de
encasillamiento dispuesto en el artículo noveno transitorio y dentro de los tres
años  siguientes  a  él,  cuando  el  Director  del  Trabajo  resuelva  adoptar  el
procedimiento especial de multiconcursabilidad, éste se regirá por las siguientes
reglas:

1. En  el  llamado  deberán  especificarse  los  cargos  de  las
vacantes  directas  que  originan  el  concurso  y  los  cargos  del  grado
inmediatamente inferior a éstos, cuyos titulares se encuentren habilitados para
postular.

2. Podrán  participar  los  funcionarios  de  la  Dirección  del
Trabajo  de  planta,  que  pertenezcan  al  mismo  estamento  de  la  vacante
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convocada y que se encuentren nombrados hasta en un grado inferior de la
misma.

3. La provisión  de los  cargos vacantes  de cada planta  se
efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido
por los postulantes.

4. En el caso que producto de esta provisión de cargos, se
generen vacantes indirectas en las plantas mencionadas, aquellas se proveerán
por  la  o  el  funcionario  del  Servicio  nombrado  en  el  grado  inmediatamente
inferior al de la vacante generada, que se encuentre habilitado para postular a
él y cumpla con los requisitos para ocupar el empleo de que se trate, de ser
posible en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales
reglas.

La Subsecretaría del Trabajo y la Dirección de Presupuestos
realizarán un estudio de evaluación de la aplicación del procedimiento especial
de multiconcursabilidad dispuesto en este artículo, antes de haber terminado el
tercer año de su aplicación.

--  S.E.  el  Presidente  de  la  República  formuló
indicación  para  reemplazar,  en  su  inciso  primero,  la  frase
“noveno transitorio”, en cada oportunidad en que aparece, por
la frase “sexto transitorio”.

--  Sometido a votación fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo duodécimo.- Las derogaciones de los artículos 1 al
6 de la ley N° 19.994, comenzarán a regir a contar del 1 de enero del año
siguiente  a  la  fecha  de  publicación  de  la  presente  ley,  sin  perjuicio  de  lo
dispuesto en los incisos siguientes.

La derogación del artículo 7 de la ley N° 19.994, comenzará
a regir a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente
ley. Los concursos de promoción que se encuentren realizando a tal fecha, se
sujetarán a las normas aplicables al tiempo de su convocatoria.

La asignación especial de calidad de servicio establecida en
el artículo 6 de la presente ley, comenzará a regir a contar del 1 de enero del
año siguiente a la publicación de esta ley, y quedará sujeta a las siguientes
reglas especiales para los períodos que se indican:

1. En el primer año de vigencia, el componente asociado a la
evaluación de la calidad de servicio ascenderá a un 1,5% de la suma de las
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remuneraciones a que se refiere el artículo 7 de esta ley, el  cual se pagará
siempre que se haya cumplido a lo menos el 75% de las metas fijadas para el
año de publicación de la ley según la normativa para la asignación de estímulo
y  desempeño  de  la  ley  N°  19.994.  Asimismo,  la  evaluación  del  nivel  de
cumplimiento de las metas fijadas se realizará conforme a la antedicha ley.

2. En el segundo año de vigencia, el componente asociado a
la evaluación de la calidad de servicio ascenderá a un 2% de la suma de las
remuneraciones a que se refiere el artículo 7 de esta ley, el  cual se pagará
siempre que se haya cumplido a lo menos el 75% de las metas fijadas para el
año siguiente a la publicación de la presente ley según la normativa para la
asignación  de  estímulo  y  desempeño  de  la  ley  N°  19.994.  Asimismo,  la
evaluación del nivel de cumplimiento de las metas fijadas se realizará conforme
a la antedicha ley.

3. A  contar  del  tercer  año  de  vigencia,  el  componente
asociado a la evaluación de la calidad de servicio se pagará según el tramo de
cumplimiento  del  programa  de  mejoramiento  de  la  calidad  de  los  servicios
prestados a los usuarios del  año precedente.  Para dicho año se aplicará la
siguiente tabla:

4.
Tramos  de  cumplimiento  del
programa de mejoramiento de la
cantidad  de  los  servicios
prestados a los usuarios

El  monto  del  componente
asociado  a  la  evaluación  de  la
calidad de servicio corresponderá
a la cantidad que resulte de aplicar
el % que se indica, sobre la suma
de  las  remuneraciones  señaladas
en el artículo 7.

Igual o superior a un 71% e inferior
a 81%

1%

Igual o superior a un 81% e igual o
inferior a 90%

1,8%

Superior a 90% 2,5%

En  caso  que  el  tramo  de  cumplimiento  del  programa  de
mejoramiento  de  la  calidad  de  los  servicios  prestados  a  los  usuarios,  sea
inferior al 71%, no se tendrá derecho al componente asociado a la evaluación
de la calidad de servicio a que se refiere el numeral 2 del artículo 6 de esta ley.

5. A  contar  del  cuarto  año  de  vigencia,  el  componente
asociado a la evaluación de la calidad de servicio se pagará conforme a la tabla
del artículo 9 de esta ley.

6. A contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación
de  la  presente  ley,  el  componente  base  de  la  asignación  del  artículo  6,
ascenderá a un 12% de la suma de las remuneraciones indicadas en el artículo
7 de esta ley.

-- Sometido a votación, fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   
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(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo  décimo  tercero.- Para  efectos  de  determinar  la
proporción de la dotación a que se refiere el artículo tercero de la presente ley,
se considerará la dotación efectiva del servicio al 31 de diciembre de 2019. 

-- Sometido a votación, fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo décimo cuarto.- El reglamento a que se refiere el
artículo 10 de la presente ley, deberá dictarse dentro de los 180 días siguientes
a la publicación de la misma en el Diario Oficial.

-- Sometido a votación, fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo décimo quinto.- Lo dispuesto en los artículos 4 y 5
de la presente ley, entrará en vigencia a contar del tercer año de la fecha de
publicación de la misma en el Diario Oficial.

-- Sometido a votación, fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero,  don Patricio;  Saavedra,  don Gastón,  y Sauerbaum,  don Frank. Se abstuvieron los
señores Ramírez, don Guillermo, y Silber, don Gabriel).

Artículo  décimo  sexto.- El  Director  del  Trabajo  que
desempeñe dicho cargo a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley,
mantendrá su nombramiento y continuará rigiéndose por las normas vigentes a
la fecha de su designación.

 
Tendrán derecho a la asignación de dirección superior fijada

en  el  artículo  12  de  esta  ley,  los  Directores  del  Trabajo  designados  de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2,
de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, modificado por el artículo
13 de esta ley.
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-- Sometido a votación, fue aprobado por 11 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel).

Artículo  décimo  séptimo.-  La  Unidad  de  Atención  a  la
Micro,  Pequeña  y  Mediana  Empresa  incorporada  en  el  artículo  14  de  la
presente  ley,  deberá  crearse  en  el  plazo  de  120  días  contado  desde  la
publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

-- Sometido a votación, fue aprobado por 11 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel).

Artículo  décimo  octavo.-  El  Consejo  Consultivo  de  la
Dirección del Trabajo incorporado por el artículo 15 de la presente ley, deberá
crearse en el  plazo de los 120 días siguientes a la publicación en el  Diario
Oficial de la presente ley.

-- Sometido a votación, fue aprobado por 9 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  la  diputada  señora  Castillo,  doña  Natalia,  y  los
diputados señores  Barros,  don  Ramón;  Eguiguren don  Francisco;  Jiménez,  don  Tucapel;
Melero,  don  Patricio;  Ramírez,  don  Guillermo;  Saavedra,  don  Gastón,  y Sauerbaum,  don
Frank. En contra lo hicieron la señora Yeomans, doña Gael, y el señor Barrera, don Boris (en
reemplazo del señor Labra, don Amaro). Se abstuvo el señor Silber, don Gabriel).

Artículo  décimo  noveno.-  El  mayor  gasto  fiscal  que
represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada
en vigencia, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y
Previsión  Social  y  en  lo  que  faltare,  con  cargo  a  la  Partida  Presupuestaria
Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos
que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

-- Sometido a votación, fue aprobado por 11 votos a favor,
ninguno en contra y dos abstenciones.   

(Votaron  a  favor  las  diputadas  señoras  Castillo,  doña  Natalia,  y
Yeomans,  doña Gael,  y los diputados señores  Barrera,  don Boris (en reemplazo del señor
Labra, don Amaro); Barros,  don Ramón;  Eguiguren don Francisco;  Jiménez,  don Tucapel;
Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón; Sauerbaum, don Frank,
y Silber, don Gabriel).

IX.- ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS
INADMISIBLES POR LA COMISION.
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Los siguientes numerales del artículo primero permanente
del proyecto se encuentran en tal situación.

7) Reemplázase el  inciso segundo del  artículo  218,  por el
siguiente:

“Respecto  al  acto  de  constitución  del  sindicato,  de
renovación  de la  directiva  sindical  y  de  elección  del  delegado sindical,  solo
podrán actuar como ministros de fe los inspectores del trabajo. En los demás
casos en que la ley requiera genéricamente un ministro de fe, o bien no exista
inspector del trabajo en el lugar de prestación de servicios, tendrán tal calidad
los señalados en el inciso primero de este artículo.”.

-- Sometido a votación fue rechazado por 4 votos a favor, 6
en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón; Melero, don
Patricio; Ramírez, don Guillermo, y Sauerbaum, don Frank. En contra lo hicieron las diputadas
señoras Sepúlveda, doña Alejandra; y Yeomans, doña Gael, y los diputados señores Jiménez,
don Tucapel; Labra, don Amaro; Saavedra, don Gastón, y Silber, don Gabriel.)

8) Reemplázase el artículo 221, por el siguiente:

“Artículo 221.- La constitución de los sindicatos se efectuará
en una asamblea que reúna los quórums a que se refieren los artículos 227 y
228 y deberá celebrarse ante un ministro de fe en los términos indicados en el
inciso segundo del artículo 218.

En  tal  asamblea  y  en  votación  secreta  se  aprobarán  los
estatutos del sindicato y se procederá a elegir su directorio. De la asamblea se
levantará  acta,  en  la  cual  constarán  las  actuaciones  indicadas  en  el  inciso
precedente,  la  nómina  de  los  asistentes,  y  los  nombres  y  apellidos  de  los
miembros del directorio.

Los  trabajadores  que  concurran  a  la  constitución  de  un
sindicato de empresa, de establecimiento de empresa o interempresa, gozarán
de fuero laboral desde que se formule la solicitud reservada de ministro de fe
para la asamblea constitutiva y hasta treinta días después de realizada ésta. La
asamblea deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud
reservada de ministro de fe.

Sin perjuicio de lo anterior, los trabajadores que constituyan
un sindicato de trabajadores transitorios o eventuales, gozarán del fuero a que
se refiere el inciso anterior hasta el día siguiente de la asamblea constitutiva, la
que deberá verificarse dentro de los diez días siguientes a la solicitud reservada
de ministro de fe, realizada ante la Inspección del Trabajo, y cumplir con los
mismos requisitos y formalidades señaladas en los incisos anteriores. En este
caso, se aplicará a su respecto lo dispuesto en el inciso final del artículo 243. 

Si  la  asamblea  constitutiva  no  se  realiza  en  el  plazo
señalado, no se originará el fuero establecido en los incisos anteriores.
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Se aplicará a lo establecido en los incisos tercero y cuarto, lo
dispuesto en el inciso tercero del artículo 238.

Las solicitudes reservadas de ministros de fe para asistir a
las asambleas constitutivas de sindicatos, sólo se podrán realizar en el  sitio
electrónico de la Dirección del Trabajo, salvo que no exista inspector del trabajo
en el lugar de prestación de servicios, caso en el cual dicha solicitud deberá
realizarse ante el ministro de fe respectivo conforme a lo señalado en el inciso
segundo del artículo 218. El ministro de fe respectivo deberá emitir y entregar a
solicitud  del  empleador  o  los  trabajadores,  un  certificado  electrónico  dando
cuenta del día y la hora en que ingresó la solicitud reservada de ministro de fe.
Sin perjuicio de la obligación establecida en el artículo 225, la Inspección del
Trabajo deberá informar de oficio al empleador respecto del hecho de haberse
realizado la asamblea constitutiva y la nómina del Directorio y quiénes dentro de
él gozan de fuero.”

-- Sometido a votación fue rechazado por 4 votos a favor, 6
en contra y ninguna abstención.  

(Votaron a favor los diputados señores Barros, don Ramón; Melero, don
Patricio; Ramírez, don Guillermo, y Sauerbaum, don Frank. En contra lo hicieron las diputadas
señoras Sepúlveda, doña Alejandra; y Yeomans, doña Gael, y los diputados señores Jiménez,
don Tucapel; Labra, don Amaro; Saavedra, don Gastón, y Silber, don Gabriel.)

-----------------------------

Como  consecuencia  de  todo  lo  expuesto  y  por  las
consideraciones  que  dará  a  conocer  oportunamente  el  señor  Diputado
Informante,  vuestra  Comisión  de  Trabajo  y  Seguridad  Social  recomienda  la
aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo  1°.-  Introdúcense las  siguientes  modificaciones al
decreto  con fuerza  de ley  N°  1,  del  año 2002,  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social,  que  fija  el  texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  del
Código del Trabajo:

1) Sustitúyese en el  inciso séptimo del  artículo 3,  la frase
“quien resolverá el asunto, previo informe de la Dirección del Trabajo, pudiendo
requerir además informes de otros órganos de la Administración del Estado”,
por:

“quien para resolver el  asunto podrá solicitar informe de la
Dirección del Trabajo y/o de otros órganos de la Administración del Estado”. 

2) Agrégase en el numeral 2, del inciso primero, del artículo
10, a continuación de la palabra “nacionalidad”, precedida de una coma (,) la
siguiente frase:
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“,  domicilio  y  dirección  electrónica  de  ambas  partes,  si  la
tuvieren”.

3)  Agrégase  en  el  inciso  segundo  del  artículo  54,  a
continuación de la palabra “nombre”, pasando el punto aparte a ser una coma,
lo siguiente:

“o  transferencia  electrónica  a  la  cuenta  bancaria  del
trabajador, sin que ello importe costo alguno para él.”.

4) Reemplázase en el artículo 152 bis L, el guarismo "478",
por "506".

5)  Agrégase el siguiente artículo 178 bis, nuevo:

“Artículo  178  bis.- Los  empleadores,  conforme  a  lo
dispuesto  en  el  artículo  515,  deberán  registrar  en  el  sitio  electrónico  de  la
Dirección del Trabajo los nuevos contratos de trabajo y las terminaciones de los
mismos, individualizando al momento de realizar este registro, a las partes, la
fecha de inicio y término de los servicios y la causal de terminación aplicada, en
su caso.

Esta  información  será  utilizada  para  el  ejercicio  de  las
facultades  legales  propias  de  la  Dirección  del  Trabajo,  tales  como
fiscalizaciones, conciliaciones, mediaciones y ratificación de finiquitos. También
podrá ser utilizada para fines estadísticos, estudios y difusión que efectúe el
Servicio sobre el cumplimiento de la normativa laboral y de salud y seguridad en
el trabajo, sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N°19.628.”.

6) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 183-A, el
guarismo “478” por el “506”.

7) Reemplázase  en  el  inciso  segundo  del  artículo  292  la
palabra “quinto” por la palabra “sexto”.

8) Agrégase en el Capítulo I, del Título VII, del Libro IV, el
siguiente artículo 377 bis, nuevo:

“Artículo 377 bis.- Concepto. Se entenderá por mediación
laboral el sistema de resolución de conflictos en el que un tercero imparcial, sin
poder  decisorio,  llamado  mediador,  colabora  con,  y  facilita  a  las  partes,  la
búsqueda, por sí mismas, de una solución al conflicto y sus efectos, mediante
acuerdos.”.

9)  Agrégase el siguiente artículo 377 ter, nuevo:

“Artículo 377 ter. Principios de la mediación. Durante todo
el  proceso de mediación,  el  mediador deberá velar  por que se cumplan los
siguientes principios:
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a) Igualdad: el mediador se cerciorará de que las partes se
encuentren en igualdad de condiciones de información, participación y opinión
para adoptar acuerdos. Si no fuese así, propondrá o adoptará, en su caso, las
medidas  necesarias  para  que  se  obtengan  estas  igualdades  durante  el
procedimiento de mediación.

b)  Voluntariedad:  el  mediador  velará  porque  los  acuerdos
que las partes alcancen estén libres de todo vicio del consentimiento.

c) Imparcialidad: los mediadores deberán ser imparciales en
relación  con  las  partes,  debiendo  abstenerse  de  promover  actuaciones  que
comprometan  dicha  condición.  Si  tal  imparcialidad  se  viere  afectada  por
cualquier causa, deberá declararlo y abstenerse de continuar con su labor, ya
sea  por  decisión  propia  o  a  petición  de  parte.  Si  ellas  consideran  que  el
mediador no otorga las garantías necesarias de imparcialidad, podrán solicitar
la designación de un nuevo mediador al Director del Trabajo. 

d) Interés superior por el acuerdo: el mediador adoptará las
medidas  y  acciones  necesarias  para  que,  sin  infringir  los  principios  de
voluntariedad e imparcialidad, y sin perjuicio de la irrenunciabilidad de derechos
laborales dispuesta en el artículo 5° de este Código, las partes logren acuerdos,
no  pudiendo  sugerir  o  exigir  para  el  acuerdo  condiciones  no  previstas
expresamente en la ley.”. 

10) Reemplázase el  inciso primero del  artículo  378 por  el
siguiente: 

“Artículo 378.- Tipos de mediación. Conforme a lo previsto
en este Libro, habrá mediación voluntaria cuando las partes de común acuerdo
soliciten  la  designación  de  un  mediador  a  la  Dirección  del  Trabajo,  o  bien
cuando ésta de oficio cite o convoque a las partes a una mediación voluntaria,
para los fines y el ejercicio de sus facultades establecidas en el artículo 29 del
decreto con fuerza de ley N°2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social.”.

11)  Incorpórase  en  el  artículo  379  el  siguiente  inciso
segundo, nuevo:

“Del mismo modo, en casos calificados, el Director Nacional
del Trabajo podrá, bajo su dirección o de quien designe, y a costo del Servicio,
convocar,  en cualquier momento, a asesores, los que podrán participar,  con
acuerdo de las partes, directamente del proceso de mediación, de lo cual se
dejará  constancia  en  el  informe  respectivo.  Dichos  asesores  deberán  estar
previamente  registrados en una  nómina  que llevará  el  Director  del  Trabajo,
pudiendo las partes de consuno designar al asesor o a falta de acuerdo, será el
Director del Trabajo quien designará al asesor que participará del proceso.”.

12) Reemplázase  en  el  inciso  cuarto  del  artículo  406,  la
palabra “quinto” por la palabra “sexto”.
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13) Agrégase los siguientes incisos tercero y final al artículo
505:

“El  Director  del  Trabajo  podrá  disponer  consulta  pública
sobre las instrucciones, pronunciamientos y demás normas de carácter general
que en el ejercicio de sus facultades dicte para la interpretación y aplicación de
las  leyes  laborales  y  de  seguridad  y  salud  en  el  trabajo,  a  fin  de  que  los
interesados opinen y formulen propuestas sobre ellas.

La  Dirección  del  Trabajo  establecerá  y  publicará  el
procedimiento para efectuar esta consulta, contemplando que las opiniones y
propuestas  sean  de  carácter  público,  formuladas  a  través  de  medios
electrónicos, las que no tendrán carácter vinculante respecto de la autoridad.

Esta  consulta  pública  se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo
dispuesto en la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en
la gestión pública.”.

14) Incorpórase el siguiente artículo 505-A, nuevo:  

“Artículo 505-A.- Sin perjuicio de las normas especiales que
se establecen en este Título y en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1967, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que dispone la reestructuración y fija
funciones  de  la  Dirección  del  Trabajo,  el  procedimiento  de  fiscalización  del
cumplimiento de la legislación laboral, previsional y de seguridad y salud en el
trabajo deberá ajustarse,  especialmente,  a los principios de responsabilidad,
gratuidad,  eficiencia,  eficacia,  coordinación,  impugnabilidad  de  los  actos
administrativos, control, probidad administrativa, transparencia y publicidad que
rigen  la  actuación  de  los  órganos  de  la  Administración  del  Estado,  en
conformidad a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, del
2000,  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la  Presidencia,  que  fija  el  texto
refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N°  18.575,  Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y de la ley
N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen
los actos de los órganos de la Administración del Estado.

El procedimiento de fiscalización que emplee la Dirección del
Trabajo se regirá por una resolución dictada por el Jefe Superior del Servicio,
en la cual se contemplará una enunciación de los derechos y deberes de los
intervinientes e interesados en él, conforme a las normas mencionadas en el
inciso anterior.”.”.

15) Modifícase el artículo 506 de la siguiente manera:

a)  Reemplázase el  inciso  segundo  del  artículo  506  por  el
siguiente: “Para la micro empresa de 1 a 5 unidades tributarias mensuales.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los
actuales incisos, tercero, cuarto,  quinto y sexto a ser cuarto, quinto, sexto y
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séptimo,  respectivamente: “Para  la  pequeña  empresa  de  1  a  10  unidades
tributarias mensuales.”.

c) Reemplázase en el  inciso penúltimo del  artículo  506,  la
expresión ”incisos tercero y cuarto” por “incisos cuarto y quinto”. 

16) Incorpórase el siguiente artículo 506 quáter, nuevo:

“Artículo 506 quáter.- Para la determinación del monto de la
sanción, dentro de los rangos a que se refiere el  artículo 506, la resolución
indicada en el artículo 505-A incluirá una categorización de ellas clasificándolas
en leves, graves y gravísimas, para lo cual se considerarán como criterios la
naturaleza de la infracción y la afectación de derechos laborales.

 
17) Modifícase el artículo 507 de la siguiente manera:

a)  Reemplázase en el  numeral  3)  de  su inciso  tercero,  la
expresión “inciso quinto” por la expresión “inciso sexto”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Asimismo, y en caso de que las situaciones descritas en el
inciso  cuarto  del  artículo  3  de  este  Código  hayan  sido  modificadas  con
posterioridad a la declaración de único empleador, las partes de común acuerdo
podrán poner término a dicha calificación de manera total o parcial. En ausencia
de acuerdo, o en caso de ya no existir una de las partes, cualquiera de ellas
podrá solicitar judicialmente el término de la calificación de las empresas como
un solo empleador, respecto de aquellas que hubieren sido consideradas en tal
calificación, debiendo el tribunal en su sentencia señalar las medidas concretas
dirigidas a materializar dicha situación.”.

18) Reemplázase el artículo 508 por el siguiente:

"Artículo  508.- Las  notificaciones,  citaciones  y
comunicaciones  legales  que  realice  la  Dirección  del  Trabajo  se  deberán
efectuar mediante correo electrónico, sin perjuicio de lo señalado en el inciso
siguiente.  Para  estos  efectos,  cada  empleador,  trabajador,  organización
sindical, director sindical o cualquier otra persona o entidad que se relacione
con la Dirección del Trabajo, deberá registrar un correo electrónico u otro medio
digital  definido  por  la  ley,  en  donde  deberán  practicarse  las  notificaciones,
citaciones  y  comunicaciones,  el  que  se  considerará  vigente  para  todos  los
efectos  legales  mientras  no  sea  modificado  en  el  portal  electrónico  de  la
mencionada Dirección. Las notificaciones, citaciones y comunicaciones a través
de correo electrónico u otro medio digital definido por la ley, producirán pleno
efecto legal y se entenderán practicadas al tercer día hábil siguiente contado
desde la fecha de la emisión del mismo.

Con  todo,  la  Dirección  del  Trabajo  podrá  notificar  a  los
usuarios:
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a) Personalmente o por carta certificada, cuando el usuario
no  tenga  registrado  en  el  portal  de  la  Dirección  del  Trabajo  un  correo
electrónico; o 

b) De una forma diversa, cuanto esto haya sido solicitado de
acuerdo al procedimiento establecido en el inciso primero del artículo 516.

En cualquier caso, cuando la notificación sea realizada por
carta certificada, ésta deberá ser dirigida al domicilio que las partes hayan fijado
en el contrato de trabajo, en el instrumento colectivo o proyecto de instrumento
cuando  se  trate  de  actuaciones  relativas  a  la  negociación  colectiva,  al  que
aparezca de los antecedentes propios de la actuación de que se trate, o que
conste en los registros propios de la mencionada Dirección,  y se entenderá
practicada al sexto día hábil  contado desde la fecha de su recepción por la
oficina de Correos respectiva, de lo que se dejará constancia por escrito.”. 

29) Modifícase el artículo 511 de la siguiente forma: 

a)  Intercálase en el  inciso segundo,  entre las  expresiones
"días" y "siguientes", la palabra "hábiles".

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Todos los plazos de días establecidos en este Título son de
días hábiles y se computarán de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 25 de la
ley N° 19.880.”.

20) Reemplázase en el  inciso segundo del artículo 512, el
guarismo “474”, por “503”.

21) Agréganse los siguientes artículos 514, 515, 516, 517,
518 y 519, nuevos:

“Artículo 514.- La Dirección del Trabajo, para hacer efectivas
sus competencias y facultades podrá acceder en forma electrónica a toda la
documentación obligatoria laboral y de seguridad social de los empleadores y
empresas que conste en su sitio electrónico.

La Dirección del Trabajo se deberá relacionar y comunicar
legalmente, incluyendo las notificaciones, citaciones y comunicaciones, con los
empleadores, trabajadores, organizaciones y directores sindicales y usuarios en
general,  mediante  medios  electrónicos  y,  en  ese  caso,  todos  los  usuarios
podrán realizar sus trámites, actuaciones, requerimientos y solicitudes, por los
mismos medios electrónicos cumpliendo las modalidades y procedimientos que
establezca para tal efecto la Dirección del Trabajo, mediante resolución.

La Dirección deberá disponer de un sistema electrónico para
la  tramitación  y  seguimiento  de  las  denuncias,  procesos  de  fiscalización,
solicitudes de pronunciamiento y consultas que tengan los usuarios respecto de
trámites o procesos en curso, de los cuales sean parte. 
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Todas las actuaciones que se realicen en forma electrónica
de  conformidad  a  este  artículo,  producirán  los  mismos  efectos  legales  que
aquellas realizadas en forma presencial o documental.

Artículo 515.- Todo empleador deberá mantener registrado
en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo un domicilio electrónico, el cual
se  considerará  vigente  para  todos  los  efectos  legales,  mientras  no  sea
modificado en el mismo sitio. 

Asimismo, los empleadores deberán mantener en el referido
sitio electrónico, toda la información laboral y de seguridad social  obligatoria
que la  ley  establezca,  de  conformidad a  lo  dispuesto  por  el  artículo  31  del
decreto con fuerza de ley N°2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social.  El  empleador  que  registre  la  información  de  dicho  modo,  no  estará
obligado a mantenerla, adicionalmente, en el lugar de trabajo. 

La  Dirección  del  Trabajo  establecerá  las  modalidades  y
procedimientos mediante los cuales se implementará y mantendrá actualizado
el registro electrónico laboral.

Artículo 516.- No obstante lo señalado en los artículos 514 y
515,  los empleadores,  trabajadores,  organizaciones y directores sindicales y
usuarios en general que carezcan de medios electrónicos, no tengan acceso a
medios electrónicos o sólo actuaren excepcionalmente a través de ellos, podrán
solicitar por escrito y de forma fundada, ante la Dirección del Trabajo, que la
relación y comunicación con ésta se realice mediante forma diversa, debiendo
la Dirección del Trabajo pronunciarse dentro del tercer día, según lo establezca
la  resolución  a  la  que  se  refiere  el  inciso  segundo  del  artículo  514.  Las
relaciones y comunicaciones se realizarán en la forma solicitada si fuere posible
o  mediante  carta  certificada  dirigida  al  domicilio  que  debiere  designar  al
presentar esta solicitud.

Asimismo, las comunicaciones podrán hacerse en la oficina
de  la  Inspección  del  Trabajo,  si  el  interesado  se  apersonare  a  recibirlas,
dejándose  constancia  de  ello  en  la  plataforma electrónica  o  firmando en  el
expediente la debida recepción, según corresponda, consignándose la fecha y
hora de la misma en ambos casos. Si el interesado requiriere copia del acto o
resolución que se le comunica o notifica,  se le dará, sin más trámite,  en el
mismo momento, en el formato que se tramite el procedimiento o en que pueda
obtenerse del portal electrónico de la Dirección del Trabajo.

Artículo  517.- La  Dirección  del  Trabajo  podrá  celebrar
convenios con entidades públicas y privadas que administren registros de datos
referidos a empleadores, empresas, trabajadores y organizaciones sindicales
para  la  obtención,  tratamiento  y  mantención  de  datos  vinculados  con
obligaciones laborales, de seguridad social y de seguridad y salud en el trabajo.

La  Dirección  del  Trabajo  tendrá  la  responsabilidad  de
efectuar  el  tratamiento  de  los  datos  personales  de  los  trabajadores  y
empleadores sólo para el cumplimiento de sus funciones legales y con sujeción
a las  normas de la  ley  N°  19.628,  sobre  protección  de la  vida  privada.  Se
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entenderá como tratamiento de datos lo dispuesto en la letra o) del artículo 2°
de la referida ley. 

La  Dirección  del  Trabajo  y  su  personal  deberán  guardar
absoluta reserva y secreto de la información y de los datos personales que
tomen conocimiento,  sin  perjuicio  de las informaciones y certificaciones que
deban proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, deberán abstenerse de
usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N°
29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y
sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se estimará
que  los  hechos  que  configuren  infracciones  a  esta  disposición  vulneran
gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás
sanciones y responsabilidades que procedan y de lo dispuesto en el artículo 40
del  decreto  con  fuerza  de  ley  N°  2,  de  1967,  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión Social.

Artículo 518.- Para el  ejercicio de la labor fiscalizadora la
Dirección  del  Trabajo  podrá  disponer  el  uso  de  vehículos  fiscales  en  días
inhábiles y en horario nocturno.

Artículo 519.- La Dirección del Trabajo podrá hacerse parte
o querellarse en los procesos a que diere lugar un hecho que revista caracteres
de delito,  en  relación  a los  trámites que se desarrollen  ante ella,  o  que se
hubiere cometido en contra de alguno de sus funcionarios en el ejercicio de sus
deberes.”.

Artículo  2°.-  Establécense  las  siguientes  normas
relativas al ingreso a la Dirección del Trabajo. El ingreso a los cargos de las
plantas de Profesionales, Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de
Auxiliares de la Dirección del Trabajo se efectuará mediante concursos internos
en los cuales sólo podrán participar los funcionarios a contrata de dicho Servicio
asimilados  a  la  planta  respectiva  que,  cumpliendo  los  requisitos
correspondientes al cargo, además:

1.  Hayan  sido  designados,  previo  concurso  público,  a
contrata asimilada a la planta respectiva.

2. Posean una antigüedad en la contrata de, a lo menos, 3
años continuos e  inmediatamente  anteriores  a  la  fecha de convocatoria  del
concurso.

3. Se encuentren designados en un cargo asimilado al mismo
grado de la planta al cargo de la vacante convocada o superior en la misma
planta al cargo de la vacante convocada.

4.  Se encuentren calificados en lista  N°1,  de Distinción,  o
lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso.

5. No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las
letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del
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Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado
de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

También podrán participar de los concursos a que se refiere
el inciso anterior, los funcionarios titulares de un cargo de una planta distinta a
la vacante convocada, siempre que cumplan los requisitos del cargo, y además:

1.  Se encuentren calificados en lista  N°1,  de Distinción,  o
lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los cuatro años previos al concurso, y

2. No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las
letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del
Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado
de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El ingreso a los cargos de las plantas de Fiscalizadores, de
Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares se efectuará en el último grado de
la planta respectiva, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste
que no hubieren podido proveerse mediante promociones o ascensos.

El  ingreso  a  los  cargos  de  la  planta  de  profesionales  se
efectuará en cualquiera de sus tres últimos grados, salvo que existan vacantes
de  grados  superiores  a  éstos  que  no  hubieren  podido  proveerse  mediante
promociones.

Anualmente,  respecto de todas las vacantes existentes en
las respectivas plantas el Director del Trabajo publicará las bases del concurso
en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que
llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de
cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior  a
ocho días.  Lo anterior,  sin  perjuicio  de  las demás medidas de difusión  que
estime conveniente adoptar.

En lo no previsto en el presente artículo, estos concursos se
regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del párrafo 1° del Título II
del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que
fija el  texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834,  sobre
Estatuto Administrativo.

A  falta  de  postulantes  idóneos,  una  vez  aplicado  el
procedimiento anterior, se declarará desierto el concurso interno y se llamará a
concurso público.

Artículo  3°.-  En  los  procesos  de  selección  para  proveer
cargos  a  contrata  de  la  Dirección  del  Trabajo,  que  se  realicen  mediante
concurso público, se convocarán a través de los sitios web institucionales y/u
otros  medios  de difusión,  donde se dará  información suficiente  relativa a la
postulación, incluyendo, entre otras materias, las funciones del cargo, requisitos
para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para efectuar
la  postulación.  Adicionalmente,  se  publicarán  avisos  de  la  convocatoria  del
proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que
deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las
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condiciones  de  postulación  y  requisitos  solicitados.  Se  deberá  velar  por
alcanzar la proporción máxima de un 30% de empleos a contrata y de un 70%
de planta en la dotación de la Dirección del Trabajo. 

El  llamado a concurso público se dispondrá mediante una
resolución del Director del Trabajo y deberá contener, a lo menos, lo señalado
en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse a través de todo tipo de
medios, dentro de los dos días siguientes a su dictación. Entre el vencimiento
del  plazo  fijado  anteriormente  y  la  fecha  de  cierre  de  presentación  de
antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días hábiles.

En aquellos casos en que los procesos de selección para
proveer  cargos  a  contrata  asimilados  a  las  plantas  de  Fiscalizadores,  de
Técnicos,  de  Administrativos  y  de  Auxiliares  de la  Dirección  del  Trabajo  se
realicen mediante concurso público, éstos deberán convocarse para el último
grado  asimilado  a  la  planta  respectiva.  En  el  caso  de  los  concursos  para
contratas asimilados a la planta de profesionales podrán realizarse en cualquier
grado de dicha planta.

El Director del Trabajo, mediante resolución, establecerá las
normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no
discriminación, calidad técnica de los mecanismos de ingreso a la contrata y de
la  operación  de  los  concursos  de  promoción.  Asimismo,  establecerá  las
instancias  de  carácter  consultivo  e  informativo  para  los  funcionarios  y  sus
asociaciones sobre estas materias y sus modificaciones.

Artículo 4°.- Establécese el siguiente Sistema de Turnos
en  la  Dirección  del  Trabajo. El  Director  del  Trabajo  dispondrá,  mediante
resolución,  un  sistema  de  turnos  entre  el  personal,  consistente  en  el
desempeño del trabajo en horarios total o parcialmente diferentes del habitual
de funcionamiento de la Dirección del Trabajo, incluso en horario nocturno y en
días sábados,  domingos y festivos,  cuando la atención de los usuarios y la
fiscalización lo haga necesario, de manera estable y previsible, respetando la
continuidad  y  el  máximo  de  la  jornada  ordinaria  de  trabajo  de  44  horas
semanales.

Se entenderá por horario habitual  de funcionamiento de la
Dirección del Trabajo, el que va desde las 08:00 a las 18:00 horas, de lunes a
viernes, excluidos los sábados, domingos y festivos.

El personal que desempeñe estos turnos tendrá derecho a
percibir una asignación de turno, cuyo valor será equivalente a un 25% del valor
de las  horas  diurnas trabajadas en un horario  distinto  al  de funcionamiento
habitual del Servicio y de un 50% del valor de las horas trabajadas en horario
nocturno y en días sábados, domingos y festivos.

Para  estos efectos,  el  valor  de la  hora diaria  ordinaria  de
trabajo se calculará dividiendo por 190 el sueldo base y las demás asignaciones
que la ley considera para determinar el valor de las horas extraordinarias.
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La  asignación  de  turno  se  pagará  mensualmente,  será
imponible,  tributable  y  no  constituirá  base  de  cálculo  de  ninguna  otra
remuneración. Esta asignación se pagará a los funcionarios que efectivamente
cumplan el turno. La asignación de turno será compatible con el pago de horas
extraordinarias.

Para la dictación y modificación de la resolución a que se
refiere  el  inciso  primero,  se  deberán  considerar  mecanismos  de  consulta  e
información a los funcionarios y sus asociaciones.

Artículo  5.-  Regula  concursos  para  desempeñar
temporalmente  funciones  directivas  que  indica  y  establece  una
Asignación  de  Responsabilidad  en  la  Dirección  del  Trabajo. Hasta  187
funcionarios titulares de planta de la Dirección del Trabajo podrán desempeñar
temporalmente funciones directivas de jefatura de departamento o de niveles de
jefaturas equivalentes, las que serán asignadas, en cada caso, por el Director
Nacional, por concurso, de conformidad a este artículo.”.

La  designación  de  las  funciones  directivas  de  jefatura  de
departamento  o  de  niveles  de  jefaturas  equivalentes  que  señala  el  inciso
primero, se realizará conforme a las reglas siguientes:

a) En los concursos para designar estas funciones, podrán
participar los funcionarios de planta que se encuentren calificados en lista Nº 1,
de  distinción  y  que no  estén afectos  a  las  inhabilidades establecidas en  el
artículo  55 del  decreto con fuerza de ley N° 29,  de 2004,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°
18.834.

b)  Como  resultado  del  concurso,  el  comité  de  selección
propondrá al Director Nacional los nombres de a lo menos tres ni más de cinco
candidatos que hubieren obtenido los mejores puntajes. Para los efectos de
estos concursos, el comité de selección estará constituido de conformidad al
artículo  21 del  decreto con fuerza de ley N° 29,  de 2004,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°
18.834, y sus integrantes deberán pertenecer a la planta directiva. Con todo, en
los  casos  en  que  no  se  reúna  el  número  de  integrantes  requerido,  el  jefe
superior del servicio solicitará al ministro del ramo que designe los funcionarios
necesarios para este efecto.

c) La permanencia en estas funciones directivas de jefatura
de departamento o de niveles de jefaturas equivalentes será por un período de
tres años. Al término del primer período trienal, el Director Nacional podrá por
una  sola  vez,  previa  evaluación  del  desempeño del  funcionario,  resolver  la
prórroga de su nombramiento por igual período o bien llamar a concurso.

d)  Los  funcionarios  permanecerán  en  estas  funciones
mientras se encuentren calificados en lista Nº 1, de distinción.
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e)  Los  funcionarios  a  quienes  se  les  designen  dichas
funciones,  una  vez  concluido  su  período  o  eventual  prórroga,  podrán
reconcursar o reasumir su cargo de origen. El funcionario que sea nombrado
temporalmente en dicha función de jefatura mantendrá su cargo en la planta y
no procederá suplencia a su respecto.

f)  En lo no previsto en el presente artículo, estos concursos
se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II
del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que
fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Establécese  una  asignación  de  responsabilidad  para  los
funcionarios que ejerzan funciones directivas de jefatura de departamento o de
niveles de jefaturas equivalentes que hayan sido seleccionados de acuerdo a
los incisos anteriores y en tanto desempeñen efectivamente dichas funciones.

También tendrán derecho a la asignación regulada en este
artículo,  los  funcionarios  pertenecientes  a  las  plantas  de  Profesionales,
Fiscalizadores, Técnicos y Administrativos, o que se encuentren asimiladas a
ellas, que ejerzan funciones de Jefatura de unidad dependientes de oficinas de
niveles  operativos,  asignadas  expresamente  por  resolución  del  Director  del
Trabajo,  en  tanto  cumplan  dicha  función,  y  como  máximo  hasta  117
funcionarios del Servicio. Tratándose de técnicos y administrativos sólo podrán
acceder a dicha asignación aquellas o aquellos que tengan asignado un cargo
de hasta el grado 17° de la escala de remuneraciones.

La  asignación  de  responsabilidad  será  pagada
mensualmente, tendrá vigencia anual, será imponible y tributable, y se calculará
sobre la cantidad que resulte de la suma del sueldo base del grado respectivo,
más la asignación de fiscalización establecida en el artículo 6° del decreto ley
N° 3.551, de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo
4° de la ley N°18.717.

Los  cargos  afectos  a  esta  asignación  y  los  montos
correspondientes, los que no podrán exceder de un 22,4% del monto de la base
de cálculo que se señala en el inciso anterior, serán determinados anualmente
por el Director del Trabajo, previa visación de la Dirección de Presupuestos,
mediante  resolución  afecta  al  trámite  de  toma  de  razón  por  la  Contraloría
General  de  la  República.  Dicho  monto  será  definido  para  los  funcionarios
señalados  en  el  inciso  primero  según  funciones,  grados  de  la  escala  de
remuneraciones del funcionario y nivel de complejidad de las unidades, y para
los funcionarios señalados en el inciso cuarto según el nivel de complejidad de
las unidades.

La  asignación  de  responsabilidad regulada en  el  presente
artículo será incompatible con la asignación de funciones críticas establecida en
el artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882 y no servirá de base de
cálculo de ninguna otra remuneración.

El  Director  del  Trabajo,  mediante  resolución  exenta,
establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación

95



conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo y las demás normas
necesarias para su otorgamiento.

Durante  el  período  en  que  los  funcionarios  perciban  la
asignación a que se refiere este artículo, tendrán la calidad de jefe directo para
todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4°, del
Título  II,  del  decreto  con  fuerza  de  ley  N°  29,  de  2004,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°
18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Mediante un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo
y  Previsión  Social,  se  establecerán  los  criterios  para  definir  los  niveles  de
complejidad  de  las  unidades,  clasificándolas  entre  aquellas  que  tienen  alta,
media alta,  media y baja complejidad. El  Director  del  Trabajo mediante una
resolución deberá establecer  el  nivel  de complejidad que corresponda a las
unidades  afectas  a  la  asignación  de  este  artículo,  según  los  criterios
establecidos  en  el  antedicho  reglamento,  los  que  deberán  ser  objetivos,
transversales y transparentes en relación a la función desempeñada.

Artículo  6°.-  Establécese  una  Asignación  Especial  de
Calidad de Servicio en la Dirección del Trabajo. Establécese una asignación
especial de calidad de servicio para el personal de planta y a contrata de la
Dirección del Trabajo, siempre que hayan prestado servicios sin solución de
continuidad en la institución durante a lo menos seis meses del año objeto de la
evaluación.

La asignación especial de calidad de servicio contendrá los
siguientes componentes:

1. Un componente base, y

2. Un componente asociado a la evaluación de la calidad de
servicio.

La asignación será pagada a los funcionarios en servicio a la
fecha de pago, en cuatro cuotas en los meses de marzo, junio, septiembre y
diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será equivalente al
valor  acumulado en el  trimestre respectivo,  como resultado de la  aplicación
mensual  de  esta  asignación.  No  obstante,  el  personal  que  deje  de  prestar
servicios  antes  de  completarse  el  trimestre  respectivo,  tendrá  derecho  a  la
asignación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados. La
asignación  será  tributable  e  imponible.  Para  determinar  las  imposiciones  e
impuestos a que se encuentra afecta, se distribuirá su monto en proporción a
los  meses que  comprenda el  período  que corresponda  y  los  cuocientes  se
sumarán  a  las  respectivas  remuneraciones  mensuales.  Con  todo,  las
imposiciones  se  deducirán  de  la  parte  que,  sumada  a  las  respectivas
remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

La asignación de este artículo, no servirá de base de cálculo
de ninguna otra remuneración.
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El Director del Trabajo no tendrá derecho la asignación de
este artículo. Los Directivos del segundo nivel jerárquico, sólo tendrán derecho
al componente base de la asignación.

Artículo 7°.-  El monto de la asignación especial de calidad
de servicio a que se refiere el artículo anterior, se determinará aplicando los
porcentajes que se señalan en los artículos 8 y 9 de la presente ley sobre la
suma de los siguientes estipendios: sueldo base del grado respectivo más la
asignación de fiscalización establecida en el artículo 6 del decreto ley N° 3.551,
de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4 de la ley
N° 18.717.

Artículo 8°.- El componente base a que se refiere el numeral
1 del artículo 6 será de un 12%, a contar del 1 de enero del año siguiente a la
publicación de la presente ley, sobre las remuneraciones mencionadas en el
artículo 7.

Artículo 9°.-  El componente asociado a la evaluación de la
calidad de servicio a que se refiere el numeral 2 del artículo 6, se concederá en
relación con la ejecución del programa de mejoramiento de la calidad de los
servicios prestados a los usuarios.

El  monto  del  componente  asociado  a  la  evaluación  de  la
calidad de servicio se calculará según el tramo de cumplimiento del programa
señalado en el  inciso anterior del año precedente, según se establece en la
tabla siguiente:

En caso de que el tramo de cumplimiento del programa de
mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios sea inferior
al 71%, no se tendrá derecho al componente asociado a la evaluación de la
calidad de servicio a que se refiere el numeral 2, del inciso segundo, del artículo
6.

En el mes de diciembre del año anterior al cumplimiento del
programa  a  que  se  refiere  el  inciso  primero,  por  decreto  del  Ministerio  del
Trabajo y Previsión Social, expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente

Tramos  de  cumplimiento
del  programa  de
mejoramiento de la calidad
de los servicios prestados
a los usuarios

El monto del componente asociado a
la evaluación de la calidad de servicio
corresponderá  a  la  cantidad  que
resulte de aplicar el % que se indica,
sobre la suma de las remuneraciones
señaladas en el artículo 7.
Desde Hasta

Igual o superior a un 71% e
inferior a 81%

1% 1,7%

Igual o superior a un 81% e
igual o inferior a 90%

1,8% 2,4%

Superior a 90% 2,5% 4,5%
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de  la  República",  visado  por  la  Dirección  de  Presupuestos,  se  fijará  el
porcentaje máximo correspondiente al componente asociado a la evaluación de
la calidad de servicio, según la tabla señalada en el inciso segundo.

Artículo 10°.-  Para efectos de otorgar el componente de la
asignación asociado a la evaluación de la calidad de servicio, se aplicarán las
siguientes reglas:

1. El Director del Trabajo, antes del 15 de octubre de cada
año,  propondrá  al  Ministro  del  Trabajo  y  Previsión  Social  un  programa  de
mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios, indicando
las  metas  que  se  cumplirán  con  sus  correspondientes  indicadores  y
ponderadores y el instrumento de medición de la percepción de los usuarios
respecto  de  la  calidad  de  servicio.  Las  ponderaciones  aplicables  serán  las
siguientes: 50% para los indicadores de calidad de servicio del programa de
mejoramiento y 50% para el instrumento de medición de la percepción de los
usuarios.

2. Los Ministros del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda
aprobarán el programa de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados
a los usuarios, indicando las metas que se cumplirán con sus correspondientes
indicadores y ponderadores y el instrumento de medición de la percepción de
los  usuarios  respecto  de  la  calidad  de  servicio,  como  asimismo  sus
instrumentos  de  control  y  evaluación,  todo  lo  cual  deberá  ser  aprobado
anualmente  mediante  decreto  expedido  bajo  la  fórmula  "Por  orden  del
Presidente  de  la  República”,  por  intermedio  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social  y  además suscrito  por  el  Ministro  de  Hacienda.  Para  tales
efectos, previamente, el Subsecretario del Trabajo propondrá a al Ministro del
Trabajo  y  Previsión  Social,  el  grupo  objetivo  respecto  del  cual  aplicar  el
instrumento de medición antes señalado,  el  tamaño de la muestra que será
utilizada, la que deberá tener un carácter aleatorio y representativo, y cualquier
otra norma necesaria para la evaluación.

3. La  evaluación  de  percepción  de  los  usuarios  será
efectuada  por  una  empresa  externa  seleccionada  y  contratada  por  la
Subsecretaria del Trabajo a través de los procedimientos descritos en la ley N°
19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación
de Servicio. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de
la Subsecretaría del Trabajo.

4. La  evaluación  del  cumplimiento  de  las  metas  será
efectuada  por  la  Subsecretaría  del  Trabajo,  pudiendo  contratar  evaluadores
externos a esa Subsecretaría.

La contratación de dichos evaluadores se efectuará por  la
Subsecretaría del  Trabajo a través del procedimiento dispuesto en la ley N°
19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación
de Servicios, y será de su cargo.

Del mismo modo, se podrán realizar auditorías selectivas a
las  bases  de  datos,  procesos  de  trabajos  y  procedimientos  que  permitan
verificar la información proporcionada por la Dirección del Trabajo, a través de
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los  evaluadores  externos  que  serán  contratados  por  la  Subsecretaría  del
Trabajo,  del  modo  antes  señalado.  Dicha  Subsecretaría  sólo  podrá  realizar
observaciones  técnicas al  informe de evaluación  de cumplimiento  de  metas
realizado por un evaluador externo.

5. Un  decreto  expedido  bajo  la  fórmula  "Por  orden  del
Presidente  de  la  República",  por  intermedio  del  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social,  señalará  el  nivel  de  cumplimiento  para  el  pago  del
componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio que se hubiere
alcanzado anualmente.

6. Los resultados de la  evaluación  serán publicados en el
sitio electrónico de la Dirección del Trabajo y, asimismo, incluidos en la cuenta
pública institucional y en el Balance de Gestión Institucional.

7. Un reglamento  expedido por  el  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión  Social,  el  que  además  deberá  ser  suscrito  por  el  Ministro  de
Hacienda,  establecerá  los  procedimientos  destinados  a  la  definición  de  los
objetivos o metas con sus correspondientes indicadores y ponderadores; los
mecanismos  necesarios  para  la  implementación  de  la  modalidad  que  se
utilizará  para  el  cumplimiento  de  las  metas,  las  cuales  podrán  ser
institucionales, colectivas, según áreas territoriales y/o funcionales, u otras que
se definan; los mecanismos de consulta e información a los funcionarios y a las
asociaciones  de  la  Dirección  del  Trabajo;  las  normas  transitorias  para  su
aplicación  y  pago;  los  mecanismos  de  control,  evaluación  y  verificación  del
cumplimiento  de  las  metas  que  se  hayan  fijado  con  sus  correspondientes
indicadores y ponderadores; la forma de determinar los porcentajes a pagar
anualmente; el  calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas
anuales;  los  procedimientos  de  reclamación;  las  causas,  procedimientos  de
revisión y redefinición de metas; y toda otra norma necesaria para la adecuada
aplicación del componente asociado a la evaluación de la calidad de servicio.
Además, podrá fijar los contenidos mínimos para la elaboración del programa
de mejoramiento de la calidad de los servicios prestados a los usuarios.

Artículo 11.-  Deróganse los artículos 1° a 7° de la ley N°
19.994.

Artículo  12.-  Otórgase  al  jefe  superior  de  servicio  de  la
Dirección  del  Trabajo,  la  asignación  de  dirección  superior  establecida  en  el
artículo 1 de la ley Nº 19.863, fijando el porcentaje de esa asignación en el 50%
de las  remuneraciones a  que  se  refiere  ese  artículo,  y  le  será  aplicable  lo
dispuesto en los incisos cuarto y siguientes de esa disposición.

Artículo 13.-  A partir del 1 de enero del año siguiente a la
publicación de la presente ley, lo dispuesto en la letra d) del artículo 87 del
decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el
texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto
Administrativo, respecto de la compatibilidad en el  desempeño de cargos de
planta  regidos por  dicha ley  con la  designación  en cargos a  contrata  en el
mismo servicio, no será aplicable en la Dirección del Trabajo. Lo anterior no
regirá respecto de los funcionarios que ejerzan funciones directivas de jefatura
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de departamento o de niveles de jefaturas equivalentes, de conformidad a lo
dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 5° de esta ley. Además,
tampoco se aplicará respecto de la renovación de los contratos que gozaron de
compatibilidad  al  30  de  junio  del  año  anterior  a  la  publicación  de  la  ley.
Tratándose de cargos de jefaturas no regirá respecto de la renovación de las
contratas que gozaron de compatibilidad al 31 de diciembre del año anterior a la
publicación  de  la  ley.  En  todo  caso,  para  quienes  no  cumplan  labores  de
jefatura,  su  renovación  sólo  podrá  continuarse  hasta  la  fecha  en  que  sean
encasillados conforme al  numeral  3,  del  inciso  primero,  del  artículo  séptimo
transitorio de la presente ley.

Artículo 14.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°2, de
1967,  que Dispone la Reestructuración y Fija Funciones de la Dirección del
Trabajo, en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 5°: 

“El  Director  del  Trabajo,  en  el  ejercicio  de  las  funciones
establecidas en los literales b) y c) del inciso precedente, publicará en el sitio
electrónico de la Dirección del Trabajo, en el mes de enero de cada año, un
compendio  de  los  dictámenes,  ordinarios,  circulares  y  órdenes  del  servicio
emitidos durante el respectivo período, los cuales deberán ser ordenados por
materia y precisar, a lo menos, el número y fecha del documento, como también
contener un breve resumen del mismo.”.

b) Reemplázase el artículo 46 por el siguiente:

“El Director del Trabajo será designado por el Presidente de
la República con acuerdo del  Senado adoptado por cuatro séptimos de sus
miembros  en  ejercicio,  en  sesión  especialmente  convocada  al  efecto.  Si  el
Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, éste deberá
proponer  un  nuevo  nombre  en  sustitución  del  rechazado,  repitiéndose  el
procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.”.

c) Agrégase el siguiente artículo 46 bis, nuevo: 

“Artículo 46 bis.- El Director del Trabajo, deberá poseer el
título de abogado, acreditar experiencia no menor a diez años en el ejercicio
profesional o en la docencia universitaria en legislación laboral y ser ciudadano
con derecho a sufragio.”.

d) Agrégase el siguiente artículo 46 ter, nuevo:

“Artículo  46  ter.- La  designación  del  Director  del  Trabajo
será por un período de seis años y no podrá ser designado para el  período
inmediatamente siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad cesará en el
cargo.

Podrá ser removido por resolución de la Corte Suprema, a
requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de
la cuarta parte  de sus miembros en ejercicio,  por incapacidad o negligencia
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manifiesta en el ejercicio de sus funciones, de conformidad a las disposiciones
del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que
fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre
Estatuto Administrativo. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente
convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme
de la mayoría de sus miembros en ejercicio. El procedimiento a seguir para la
remoción  es  el  contemplado  en  el  artículo  53  de  la  ley  N°  19.640,  sobre
orgánica constitucional del Ministerio Público.”.

Artículo  15°.-  Créase  la  Unidad  de  Atención  a  la  Micro,
Pequeña  y  Mediana  Empresa  al  interior  del  Departamento  de  Relaciones
Laborales de la Dirección del Trabajo, cuya función será gestionar de manera
especializada  las  necesidades  y  requerimientos  de  la  micro,  pequeña  y
mediana empresa con el objeto de promover y facilitar el cumplimiento de la
normativa laboral y de seguridad social.

Artículo 16°.-  Créase el Consejo Consultivo de la Dirección
del Trabajo, cuya función será asesorar al Director Nacional del Trabajo en la
elaboración  de  dictámenes,  circulares  u  otros  pronunciamientos,  cuando  se
trate de nueva doctrina o reconsideración de doctrina existente.

Artículo  17°.-  Para  cumplir  con  sus  labores,  el  Consejo
podrá  solicitar  información  a  diversos  organismos  públicos  y  privados  y
encargar estudios a especialistas que ilustren su labor. En este último caso, la
Dirección  del  Trabajo  deberá  proveer  a  los  especialistas  de  la  información
necesaria para realizar los estudios encomendados.

Artículo  18°.-  El  Consejo  Consultivo  estará  integrado  por
cinco miembros:

1. El Director Nacional del Trabajo, que lo presidirá.

2.  Un  experto  en  materia  laboral  de  profesión  abogado,
designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social.

3.  Un experto en materia laboral  de profesión economista,
designado por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

4. Una persona que haya ejercido el cargo de Director del
Trabajo,  Subdirector  del  Trabajo  o  Jefe  del  Departamento  Jurídico  de  la
institución, designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social.

5. Un académico de reconocida trayectoria en el ámbito del
Derecho del Trabajo, designado por el Director del Trabajo.

Salvo el Director del Trabajo, quien integrará y presidirá el
Consejo mientras mantenga el cargo, los consejeros durarán seis años en sus
funciones. Excepcionalmente, y sólo respecto de los consejeros designados al

101



momento de la constitución del Consejo, dos de ellos durarán únicamente tres
años. De esta forma, cada tres años se renovará la mitad de los consejeros,
dejando el cargo aquellos que han cumplido seis años de ejercicio.

El  Consejo  contará  adicionalmente  con  un  secretario,
nombrado por éste, el que será remunerado por la Dirección del Trabajo. El
secretario coordinará el funcionamiento del Consejo, realizando las labores que
para  tal  efecto  defina  el  reglamento,  al  que  se  refiere  el  artículo  21  de  la
presente ley.

Artículo  19°.-  En  caso  de  que  cesare  alguno  de  los
consejeros  por  cualquier  causa,  procederá  la  designación  de  un  nuevo
consejero, de la misma forma indicada en el  artículo precedente,  dentro del
plazo máximo de 30 días corridos a contar desde la cesación. El reemplazante
asumirá  por  el  período  que  restare  para  que  terminase  el  periodo  que  le
correspondía al consejero que hubiera cesado en su función.

Serán causales de cesación de los consejeros las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado.

b)  Renuncia  a  su  cargo  mediante  comunicación  escrita
enviada a quien lo designó, con copia al Consejo. 

c)  Falta  grave  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  como
consejero.  Será  falta  grave,  entre  otras,  la  inasistencia  injustificada  a  tres
sesiones consecutivas o no haberse inhabilitado en el caso concreto en caso de
incurrir  en alguna de las causales de implicancia y recusación a las que se
refiere el inciso siguiente.”. 

Por  su  parte,  será  causal  de  inhabilidad  para  el  caso
concreto, la sobreviniencia de alguna causal  de implicancia o recusación de
aquellas  señaladas  en  los  artículos  195  y  196  del  Código  Orgánico  de
Tribunales.  El  consejero  que  adquiera  una  calidad  que  lo  inhabilite  para
desempeñar  su  función  deberá  declararlo  así  y  abstenerse  para  el  caso
concreto en que se encuentre inhabilitado para ejercer su función.

Artículo 20°.- Los integrantes del Consejo, a excepción de
su presidente, percibirán una dieta de cargo fiscal en pesos equivalente a 5
unidades tributarias mensuales por cada sesión que asistan con un máximo de
25 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, la que será pagada
mensualmente por la Dirección del Trabajo con cargo a su presupuesto. Para
tal efecto se considerará la unidad tributaria mensual vigente a la fecha en que
se celebró la sesión correspondiente.

Artículo 21°.- El Consejo será convocado por su Presidente.
En todo caso, el Consejo podrá acordar la realización de sesiones periódicas y
su frecuencia.
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El Consejo tomará sus decisiones por la mayoría absoluta de
sus miembros y en caso de empate resolverá su Presidente. El quórum mínimo
para sesionar será de 3 miembros.

Un  reglamento  expedido  por  el  Ministerio  del  Trabajo  y
Previsión Social,  previo  informe de la  Dirección del  Trabajo,  establecerá las
normas necesarias para el funcionamiento del Consejo.

Artículo 22°.-  Modifícase el artículo 2° de la ley N° 20.955,
de 2016,  que perfecciona el  sistema de alta  dirección pública y fortalece la
Dirección Nacional del Servicio Civil en el siguiente sentido:

a)  Elimínase  en  el  numeral  1)  la  frase  “,  Dirección  del
Trabajo”.

b)  Incorpórase  un  numeral  6),  nuevo:  “6)  Dirección  del
Trabajo:  los  cargos  de  segundo  nivel  jerárquico,  incluidos  los  directores
regionales.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo  primero.-  La  presente  ley  entrará  en  vigencia  el
primer día del sexto mes contado desde la fecha de su publicación en el Diario
Oficial.

Artículo  segundo.-  El  registro  a  que  se  refiere  el  inciso
segundo del artículo 379 del Código del Trabajo incorporado por el numeral 13),
del artículo 1°, de la presente ley, deberá ser implementado dentro del plazo de
120 días contado desde la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Artículo tercero.- Facúltase al  Presidente de la República
para que establezca, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de
publicación  de  esta  ley,  mediante  uno  o  más  decretos  con  fuerza  de  ley
expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscritos además por el
Ministro del Trabajo y Previsión Social, las normas necesarias para regular las
siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección del Trabajo y
dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación
de ellas. En especial, podrá determinar los grados de la escala a que se refiere
el  artículo  5°  del  decreto  ley  N°  3.551,  de  1981,  que  se  asignen  a  dichas
plantas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción a dichos cargos;
sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de
lo dispuesto en el Título VI, de la ley N° 19.882 y en el artículo 8° del decreto
con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto
refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N°  18.834,  sobre  Estatuto
Administrativo.  En  el  ejercicio  de  esta  facultad  podrá  crear,  suprimir  y
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transformar cargos. Además, podrá determinar las normas transitorias para la
aplicación de las remuneraciones, incluidas las variables.

2. En la planta de personal que se fije en conformidad con este
artículo, se incluirán un total de 1.600 cargos y los grados superiores e iniciales
de las plantas que se fijen y el número de cargos totales para cada una de ellas,
serán los siguientes:

Planta de Directivos: grados 1° y 9°, 41 cargos.

Planta de Profesionales: grados 5° y 15°, 263 cargos.

Planta de Fiscalizadores: grados 9° y 16°, 906 cargos.

Planta de Técnicos: grados 14° y 18°, 156 cargos. 

Planta de Administrativos: grados 16° y 21°, 210 cargos. 

Planta de Auxiliares: grados 19° y 22°, 24 cargos”.

3.  Establecer  las  fechas  de  entrada  en  vigencia  de  las
plantas que fije y de los encasillamientos que practique.

4.  Establecer  el  número  de  cargos  que  se  proveerán  de
conformidad a las normas de encasillamiento. También señalará los cargos que
se proveerán de acuerdo al artículo octavo transitorio de esta ley, estableciendo
la gradualidad en que podrán comenzar a proveerse.

5.  Además,  podrá  establecer  normas  de  encasillamiento
complementarias.

6.  El  encasillamiento  del  personal  a  que  se  refiere  este
artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a)  No  podrá  tener  como  consecuencia  ni  podrá  ser
considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de
funciones o término de la relación laboral.

b)  No podrá significar  pérdida  del  empleo,  disminución de
remuneraciones respecto del  personal titular de un cargo de planta que sea
encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.

c)  Respecto  del  personal  que  en  el  momento  del
encasillamiento  sea  titular  de  un  cargo  de  planta,  cualquier  diferencia  de
remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se
absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan
a  los  funcionarios,  excepto  los  derivados  de  reajustes  generales  que  se
otorguen  a  los  trabajadores  del  sector  público.  Dicha  planilla  mantendrá  la
misma  imponibilidad  que  aquella  de  las  remuneraciones  que  compensa.
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Además,  a la  planilla  suplementaria  se le  aplicará el  reajuste general  antes
indicado.

d) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del
encasillamiento  en el  cual  participen funcionarios  de planta  y  a  contrata  no
serán  considerados  promoción,  y  los  funcionarios  conservarán,  en
consecuencia,  el  número  de  bienios  que  estuvieren  percibiendo.  Asimismo,
mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

e)  Los requisitos  que se  establezcan en el  ejercicio  de  la
facultad  a  que  se  refiere  este  artículo  no  serán  exigibles  respecto  de  los
funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento dispuesto en
los artículos cuarto, quinto y sexto transitorios de la presente ley. Asimismo, a
los  funcionarios  a  contrata  en  servicio  a  la  fecha  de  vigencia  del  o  de  los
respectivos  decretos  con  fuerza  de  ley  a  que  se  refiere  este  artículo,  y  a
aquellos  cuyos  contratos  se  prorroguen  en  las  mismas  condiciones,  no  les
serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de
ley correspondientes.

Artículo  cuarto.- El  encasillamiento  del  personal  de  la
Dirección del Trabajo quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el
o  los decretos con fuerza de ley de las nuevas plantas a que se refiere el
artículo anterior y en esta ley, debiéndose considerar a lo menos lo siguiente:

1.  Los  funcionarios  titulares  de  cargos  de  las  plantas  de
Directivos  de  Carrera,  de  Profesionales,  de  Fiscalizadores,  de  Técnicos,  de
Administrativos y de Auxiliares serán encasillados en cargos de igual grado al
que  detentaban  a  la  fecha  del  encasillamiento  y  en  la  misma  planta,
manteniendo el  orden del  escalafón de mérito.  Si  en las nuevas plantas no
existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados
de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en
la nueva planta.

2.  Los  cargos  de  directivos  correspondientes  a  jefes  de
subdepartamentos grados 6° al 9° y jefaturas grado 9°, serán encasillados en
cargos de directivos de carrera de igual grado al que detentaban a la fecha del
encasillamiento. Después de efectuado el proceso de encasillamiento y cuando
queden vacantes por cualquier causa, se transformarán, por el sólo ministerio
de la ley, en cargos de profesionales del mismo grado que tenían en la planta
de  directivos.  Dicha  transformación  se  formalizará  mediante  resolución  del
Director del Trabajo, visada por la Dirección de Presupuestos.

3.  No obstante  lo  dispuesto  en el  numeral  1  del  presente
artículo, aquellas o aquellos funcionarios titulares de las Plantas de Directivos,
de  Profesionales,  de  Fiscalizadores,  de  Técnicos,  de  Administrativos  y  de
Auxiliares que ejercen un cargo compatible en la contrata de grado superior al
de planta al 30 de junio de 2018, y que cuenten con una antigüedad entre 7 y
14  años,  ambos  inclusive,  a  dicha  fecha  en  ese  grado  a  contrata,  se
encasillarán en el grado inmediatamente superior a aquel de que son titulares, y
de ser esa antigüedad mayor a 14 años,  se encasillarán en los dos grados
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inmediatamente superiores a aquel de que son titulares. Con todo, no podrán
encasillarse en un cargo de grado superior al que ejercen en la contrata.”. 

4.  Una  vez  practicado  lo  dispuesto  en  los  numerales
anteriores, los cargos que queden vacantes en las plantas de Profesionales, de
Fiscalizadores, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, se proveerán
gradualmente  previo  concurso  interno  de  antecedentes,  en  el  que  podrán
participar los funcionarios titulares de la respectiva planta que se encuentren
ubicados  en  el  grado  inmediatamente  inferior  al  de  la  vacante  convocada,
quienes además deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 55 del decreto
con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto
coordinado,  refundido  y  sistematizado  de  la  ley  N°  18.834,  sobre  Estatuto
Administrativo.  El  o  los  referidos  concursos  se  regirán  por  las  normas  que
defina el  o los decretos con fuerza de ley señalados en el  artículo anterior,
considerando, a lo menos, lo siguiente:

a)  Las  bases  de  estos  concursos  deberán  considerar  los
siguientes  factores:  antigüedad  en  el  grado,  antigüedad  en  el  estamento,
antigüedad en el Servicio y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada
uno de estos factores tendrá la siguiente ponderación: 50%, 15%, 20% y 15%,
respectivamente.

Para  los  efectos  del  presente  concurso  la  antigüedad  se
considerará de modo continuo o discontinuo. Respecto de los funcionarios que
sean  encasillados  en  uno  o  más  grados  superiores  de  acuerdo  al  numeral
anterior,  se considerará la antigüedad en el nuevo grado que se origine por
dicho encasillamiento.

b) La provisión de los cargos vacantes de cada planta se
efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes.
En  caso  de  producirse  empate,  se  aplicará  como  criterio  de  desempate  la
antigüedad en el grado. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará
la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo, y
finalmente  en  la  Administración  Pública.  De  persistir  el  empate  decidirá  el
Director del Trabajo.

c) En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley a
que se refiere el artículo tercero transitorio, se aplicarán en lo que corresponda,
las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de
ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

5. Una vez practicado lo dispuesto en el numeral anterior, y
según lo  defina el  o  los decreto con fuerza de ley señalados en el  artículo
anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno
de oposición de antecedentes, de acuerdo a las reglas siguientes:

a) Podrán participar, en el concurso para la provisión de los
cargos vacantes de la planta de Administrativos, los funcionarios titulares de un
cargo  en  la  planta  de  Auxiliares  que  cumplan  los  siguientes  requisitos
copulativos:

106



i.  Poseer  una  antigüedad  de,  a  lo  menos,  3  años  en  la
Dirección del Trabajo anteriores al 31 de diciembre de 2018. 

ii.  Encontrarse  desempeñando funciones  administrativas  al
31 de diciembre de 2018 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo
menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii.  Haber  aprobado  una  certificación  de  conocimientos
técnicos asociados a la  función  o cumplir  con los  requisitos  respectivos del
cargo al que postulan.

Los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  anterior  podrán
postular  al  mismo  grado  que  detentaban  al  31  de  diciembre  de  2018.  Sin
perjuicio de lo señalado precedentemente, el  o los respectivos decretos con
fuerza de ley a que se refiere el artículo tercero transitorio podrán definir qué
respecto de determinados cargos, en los concursos internos podrán participar
los funcionarios  que se encuentren nombrados en el  grado inferior  al  de  la
vacante convocada que señalen.

b) Podrán participar en el concurso para la provisión de los
cargos vacantes de la planta de Técnicos, los funcionarios titulares de un cargo
en la planta de Administrativos entre los grados 16° a 19°, que cumplan los
siguientes requisitos copulativos:

i.  Poseer  una  antigüedad  de,  a  lo  menos,  3  años  en  la
Dirección del Trabajo anteriores al 31 de diciembre de 2018.

ii.  Encontrarse desempeñando funciones técnicas al  31 de
diciembre de 2018 y que posean una antigüedad en dicha función de,  a lo
menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii.  Haber  aprobado  una  certificación  de  conocimientos
técnicos asociados a la  función  o cumplir  con los  requisitos  respectivos del
cargo al que postulan.

Los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  anterior  podrán
postular  al  mismo  grado  que  detentaban  al  31  de  diciembre  de  2018.  Sin
perjuicio de lo señalado precedentemente, el  o los respectivos decretos con
fuerza de ley a que se refiere el artículo tercero transitorio podrán definir qué
respecto de determinados cargos, en los concursos internos podrán participar
los funcionarios  que se encuentren nombrados en el  grado inferior  al  de  la
vacante convocada que señalen.

c) Podrán participar en el concurso para la provisión de los
cargos vacantes de la planta de Fiscalizadores los funcionarios titulares de un
cargo en la planta de Técnicos que se encuentren entre los grados 14° y 17° y
quienes sean titulares de un cargo en la planta de Administrativos en los grados
16° y 17°, que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

i.  Poseer  una  antigüedad  de,  a  lo  menos,  3  años  en  la
Dirección del Trabajo al 31 de diciembre de 2018.
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ii.  Encontrarse  desempeñando  alguna  de  las  siguientes
funciones: de fiscalización, de atención de usuarias o usuarios, de mediación,
de conciliación o de relaciones laborales, al  31 de diciembre de 2018 y que
posean una antigüedad en dicha función de, a lo menos, 24 meses anteriores a
esa fecha.

iii.  Haber  aprobado  una  certificación  de  conocimientos
técnicos asociados a la  función  o cumplir  con los  requisitos  respectivos del
cargo al que postulan.

Los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  anterior  podrán
postular  al  mismo  grado  que  detentaban  al  31  de  diciembre  de  2018.  Sin
perjuicio de lo señalado precedentemente, el  o los respectivos decretos con
fuerza de ley a que se refiere el artículo tercero transitorio podrán definir qué
respecto de determinados cargos, en los concursos internos podrán participar
los funcionarios  que se encuentren nombrados en el  grado inferior  al  de  la
vacante convocada que señalen.

d) Podrán participar en el concurso para la provisión de los
cargos vacantes de la planta de Profesionales, los funcionarios titulares de un
cargo en  la  planta  de  Fiscalizadores,  que cumplan los  siguientes  requisitos
copulativos:

i.  Poseer  una  antigüedad  de,  a  lo  menos,  3  años  en  la
Dirección del Trabajo al 31 de diciembre de 2018.

ii. Encontrarse desempeñando funciones profesionales, al 31
de diciembre de 2018 y que posean una antigüedad en dicha función de, a lo
menos, 24 meses anteriores a esa fecha.

iii.  Cumplir  los  requisitos  respectivos  del  cargo  al  que
postulan.

Los  funcionarios  señalados  en  el  inciso  anterior  podrán
postular  al  mismo  grado  que  detentaban  al  31  de  diciembre  de  2018.  Sin
perjuicio de lo señalado precedentemente, el  o los respectivos decretos con
fuerza de ley a que se refiere el artículo tercero transitorio podrán definir qué
respecto de determinados cargos, en los concursos internos podrán participar
los funcionarios  que se encuentren nombrados en el  grado inferior  al  de  la
vacante convocada que señalen.

El  o  los  decretos  con  fuerza  de  ley  del  artículo  tercero
transitorio,  que  regulen  los  concursos  a  que  se  refiere  este  numeral  5,
considerarán, a lo menos, lo siguiente:

a)  Las  bases  de  estos  concursos  deberán  considerar  los
siguientes  factores:  antigüedad  en  el  servicio,  antigüedad  en  el  estamento,
antigüedad en el grado y promedio de las dos últimas calificaciones. Cada uno
de  estos  factores  tendrá  la  siguiente  ponderación:  50%,  20%,  15% y  15%,
respectivamente.  Para  los  efectos  del  presente  concurso  la  antigüedad  se
considerará de modo continuo.

108



b) La provisión de los cargos vacantes de cada planta se
efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes.
En  caso  de  producirse  empate,  se  aplicará  como  criterio  de  desempate  la
antigüedad en la Dirección del Trabajo. En el evento de mantenerse la igualdad,
se considerará la antigüedad en el escalafón respectivo, luego en el grado, y
finalmente  en  la  Administración  Pública.  De  persistir  el  empate  decidirá  el
Director del Trabajo.

c) En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley a
que se refiere el artículo tercero transitorio, se aplicarán, en lo que corresponda,
las reglas establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de
ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Los  funcionarios  titulares  de  un  cargo  de  planta  que
participen  en  los  concursos  internos  que  regula  este  artículo,  podrán  ser
nombrados,  como máximo,  hasta  un grado  superior  a  aquel  en  que  fueron
encasillados conforme a lo dispuesto en los numerales 1, 2 y 3 de este artículo.

Artículo quinto.- Una vez practicado el mecanismo señalado
en el artículo anterior, y según lo defina el o los decretos con fuerza de ley a
que se refiere el artículo tercero transitorio, los cargos que queden vacantes en
las  plantas  de  Profesionales,  Fiscalizadores,  Técnicos,  Administrativos  y
Auxiliares, se proveerán previo concurso interno de oposición de antecedentes,
en conformidad a las reglas siguientes:

1.  Podrán  participar  en  el  concurso  los  funcionarios  a
contrata asimilados a la respectiva planta; que se encuentren calificados en lista
1, de Distinción, o lista 2. Buena, durante, a lo menos, los tres años previos al
concurso de encasillamiento; que al 31 de diciembre de 2018 tengan al menos
una antigüedad de tres años en la Dirección del Trabajo; y, que cumplan con los
requisitos respectivos del cargo.

2. Los funcionarios señalados en el numeral anterior, podrán
postular a un cargo vacante que corresponda a la misma planta y grado al cual
se encuentren asimilados a la fecha del respectivo concurso.

3.  Respecto  de aquellos  funcionarios  a  contrata,  que a  la
fecha  del  concurso  se  encuentren  ejerciendo  funciones  de  jefaturas
equivalentes a un segundo o a un tercer nivel jerárquico, sólo podrán postular a
un cargo vacante de la planta y grado al  que estaban asimilados,  antes de
ejercer  las  funciones  de  jefatura.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  a  las  o  los
funcionarios que ejercen funciones de tercer nivel  jerárquico se les aplicará,
cuando corresponda, lo dispuesto en el numeral 3 del artículo cuarto transitorio
de la presente ley. 

4.  El  o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el
artículo  tercero  transitorio,  que  regulen  los  concursos  de  este  artículo,
considerarán, a lo menos, lo siguiente:
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a)  Las  bases  de  estos  concursos  deberán  considerar  los
siguientes factores: antigüedad en la Dirección del Trabajo, antigüedad en el
estamento  al  cual  se  encuentren asimilados  y  promedio  de  las  dos últimas
calificaciones.  Cada  uno  de  estos  factores  tendrá  la  siguiente  ponderación:
50%, 30% y 20%, respectivamente.

Para  los  efectos  de  estos  concursos,  la  antigüedad  se
considerará de modo continuo y discontinuo.

b) La provisión de los cargos vacantes de cada planta se
efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes.
En  caso  de  producirse  empate,  se  aplicará  como  criterio  de  desempate  el
resultado de la última calificación obtenida por el funcionario. En el evento de
mantenerse  la  igualdad,  se  considerará  la  antigüedad  en  la  Dirección  del
Trabajo,  luego  en  el  escalafón  respectivo,  posteriormente  en  el  grado,  y
finalmente  en  la  Administración  Pública.  De  persistir  el  empate  decidirá  el
Director del Trabajo.

c) En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley del
artículo  tercero  transitorio,  se  aplicarán  en  lo  que  corresponda,  las  reglas
establecidas en el párrafo 1°, del Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29,
de  2004,  del  Ministerio  de  Hacienda,  que  establece  el  texto  refundido,
coordinado y sistematizado de la ley N° 18. 834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo sexto.- Una vez practicado el mecanismo señalado
en el artículo anterior y según lo defina el o los decretos con fuerza de ley a que
se refiere el artículo tercero transitorio, los cargos que queden vacantes en las
plantas de Profesionales, Fiscalizadores, Técnicos, Administrativos y Auxiliares,
se proveerán previo concurso interno de antecedentes, de acuerdo a las reglas
siguientes:

1.  Podrán  participar  en  el  concurso,  los  funcionarios  que
hayan ingresado a la planta de la Dirección del Trabajo en virtud de lo dispuesto
en el artículo anterior, siempre que hayan ingresado en el mismo grado al cual
se encontraban asimilados en la contrata. En los respectivos concursos internos
podrán participar los funcionarios que cumplan con las siguientes condiciones:

a) Encontrarse nombrado en la misma planta y en el grado
inmediatamente inferior al de la vacante a proveerse, y

b) Cumplir con lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con
fuerza  de  ley  N°  29,  de  2004,  del  Ministerio  de  Hacienda,  que  fija  texto
refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N°18.834,  sobre  Estatuto
Administrativo.

2.  El  o  los decretos con fuerza de ley del  artículo  tercero
transitorio,  que  regulen  los  concursos  a  que  se  refiere  este  artículo,
considerarán, a lo menos, lo siguiente:
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a)  Las  bases  de  estos  concursos  deberán  considerar  los
siguientes  factores:  promedio  de  notas  de  las  dos  últimas  calificaciones,
antigüedad  en  el  grado,  antigüedad  en  el  estamento  y  antigüedad  en  la
Dirección  del  Trabajo.  Cada  uno  de  estos  factores  tendrá  la  siguiente
ponderación: 15%, 50%, 15% y 20%, respectivamente.

Para efectos de este literal, se considerará la antigüedad que
el funcionario tenía en el estamento y grado al cual se encontraban asimilados
en la contrata, tanto continua como discontinua.

b) La provisión de los cargos vacantes de cada planta se
efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes.
En  caso  de  producirse  empate,  se  aplicará  como  criterio  de  desempate  la
antigüedad en el grado. En el evento de mantenerse la igualdad, se considerará
la antigüedad en la Dirección del Trabajo, luego en el escalafón respectivo y,
finalmente,  en  la  Administración  Pública.  De  persistir  el  empate  decidirá  el
Director del Trabajo.

c) En lo no previsto en el o los decretos con fuerza de ley del
artículo  tercero  transitorio  se  aplicarán,  en  lo  que  corresponda,  las  reglas
establecidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de
2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y
sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo séptimo.- Lo dispuesto en los artículos 2° y 3° de la
presente ley entrará en vigencia en la fecha que indique el o los decretos con
fuerza de ley a que se refiere el artículo tercero transitorio.

Para efectos de los concursos de ingreso a la planta a que se
refiere el artículo 2 de la presente ley, los funcionarios a contrata que a la fecha
de  su  publicación  se  desempeñen  en  el  Servicio  podrán  participar  en  los
referidos concursos, una vez transcurridos dos años desde la publicación de la
misma, debiendo cumplir con los demás requisitos del cargo al que postulan,
como asimismo, los establecidos en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 2 de
esta ley. A dichos funcionarios no les será exigible lo dispuesto en el numeral 1
del inciso primero del artículo 2 de esta ley.

Artículo  octavo.- Una  vez  finalizado  el  proceso  de
encasillamiento dispuesto en el  artículo sexto transitorio y dentro de los tres
años  siguientes  a  él,  cuando  el  Director  del  Trabajo  resuelva  adoptar  el
procedimiento especial de multiconcursabilidad, éste se regirá por las siguientes
reglas:

1.  En  el  llamado  deberán  especificarse  los  cargos  de  las
vacantes  directas  que  originan  el  concurso  y  los  cargos  del  grado
inmediatamente inferior a éstos, cuyos titulares se encuentren habilitados para
postular.

2.  Podrán  participar  los  funcionarios  de  la  Dirección  del
Trabajo  de  planta,  que  pertenezcan  al  mismo  estamento  de  la  vacante
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convocada y que se encuentren nombrados hasta en un grado inferior de la
misma.

3.  La provisión de los cargos vacantes de cada planta se
efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido
por los postulantes.

4. En el caso que producto de esta provisión de cargos, se
generen vacantes indirectas en las plantas mencionadas, aquellas se proveerán
por  la  o  el  funcionario  del  Servicio  nombrado  en  el  grado  inmediatamente
inferior al de la vacante generada, que se encuentre habilitado para postular a
él y cumpla con los requisitos para ocupar el empleo de que se trate, de ser
posible en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales
reglas.

La Subsecretaría del Trabajo y la Dirección de Presupuestos
realizarán un estudio de evaluación de la aplicación del procedimiento especial
de multiconcursabilidad dispuesto en este artículo, antes de haber terminado el
tercer año de su aplicación.

Artículo noveno.- Las derogaciones de los artículos 1 al 6
de  la  ley  N°  19.994,  comenzarán  a  regir  a  contar  del  1  de  enero  del  año
siguiente  a  la  fecha  de  publicación  de  la  presente  ley,  sin  perjuicio  de  lo
dispuesto en los incisos siguientes.

La derogación del artículo 7 de la ley N° 19.994, comenzará
a regir a contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente
ley. Los concursos de promoción que se encuentren realizando a tal fecha, se
sujetarán a las normas aplicables al tiempo de su convocatoria.

La asignación especial de calidad de servicio establecida en
el artículo 6 de la presente ley, comenzará a regir a contar del 1 de enero del
año siguiente a la publicación de esta ley, y quedará sujeta a las siguientes
reglas especiales para los períodos que se indican:

1. En el primer año de vigencia, el componente asociado a la
evaluación de la calidad de servicio ascenderá a un 1,5% de la suma de las
remuneraciones a que se refiere el artículo 7 de esta ley, el  cual se pagará
siempre que se haya cumplido a lo menos el 75% de las metas fijadas para el
año de publicación de la ley según la normativa para la asignación de estímulo
y  desempeño  de  la  ley  N°  19.994.  Asimismo,  la  evaluación  del  nivel  de
cumplimiento de las metas fijadas se realizará conforme a la antedicha ley.

2. En el segundo año de vigencia, el componente asociado a
la evaluación de la calidad de servicio ascenderá a un 2% de la suma de las
remuneraciones a que se refiere el artículo 7 de esta ley, el  cual se pagará
siempre que se haya cumplido a lo menos el 75% de las metas fijadas para el
año siguiente a la publicación de la presente ley según la normativa para la
asignación  de  estímulo  y  desempeño  de  la  ley  N°  19.994.  Asimismo,  la
evaluación del nivel de cumplimiento de las metas fijadas se realizará conforme
a la antedicha ley.
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3.  A  contar  del  tercer  año  de  vigencia,  el  componente
asociado a la evaluación de la calidad de servicio se pagará según el tramo de
cumplimiento  del  programa  de  mejoramiento  de  la  calidad  de  los  servicios
prestados a los usuarios del  año precedente.  Para dicho año se aplicará la
siguiente tabla:

Tramos  de  cumplimiento  del
programa de mejoramiento de la
cantidad  de  los  servicios
prestados a los usuarios

El  monto  del  componente
asociado  a  la  evaluación  de  la
calidad de servicio corresponderá
a la cantidad que resulte de aplicar
el % que se indica, sobre la suma
de  las  remuneraciones  señaladas
en el artículo 7.

Igual o superior a un 71% e inferior
a 81%

1%

Igual o superior a un 81% e igual o
inferior a 90%

1,8%

Superior a 90% 2,5%

En  caso  que  el  tramo  de  cumplimiento  del  programa  de
mejoramiento  de  la  calidad  de  los  servicios  prestados  a  los  usuarios,  sea
inferior al 71%, no se tendrá derecho al componente asociado a la evaluación
de la calidad de servicio a que se refiere el numeral 2 del artículo 6 de esta ley.

4.  A  contar  del  cuarto  año  de  vigencia,  el  componente
asociado a la evaluación de la calidad de servicio se pagará conforme a la tabla
del artículo 9 de esta ley.

5. A contar del 1 de enero del año siguiente a la publicación
de  la  presente  ley,  el  componente  base  de  la  asignación  del  artículo  6,
ascenderá a un 12% de la suma de las remuneraciones indicadas en el artículo
7 de esta ley.

Artículo décimo.- Para efectos de determinar la proporción
de  la  dotación  a  que  se  refiere  el  artículo  tercero  de  la  presente  ley,  se
considerará la dotación efectiva del servicio al 31 de diciembre de 2019. 

Artículo décimo primero.- El reglamento a que se refiere el
artículo 10 de la presente ley, deberá dictarse dentro de los 180 días siguientes
a la publicación de la misma en el Diario Oficial.

Artículo décimo segundo.- Lo dispuesto en los artículos 4 y
5 de la presente ley, entrará en vigencia a contar del tercer año de la fecha de
publicación de la misma en el Diario Oficial.

113



Artículo  décimo  tercero.- El  Director  del  Trabajo  que
desempeñe dicho cargo a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley,
mantendrá su nombramiento y continuará rigiéndose por las normas vigentes a
la fecha de su designación.

Tendrán derecho a la asignación de dirección superior fijada
en  el  artículo  12  de  esta  ley,  los  Directores  del  Trabajo  designados  de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2,
de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, modificado por el artículo
14 de esta ley.

Artículo décimo cuarto.- La Unidad de Atención a la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa incorporada en el artículo 15 de la presente ley,
deberá crearse en el  plazo de 120 días contado desde la publicación en el
Diario Oficial de la presente ley.

Artículo  décimo  quinto.-  El  Consejo  Consultivo  de  la
Dirección del Trabajo incorporado por el artículo 16 de la presente ley, deberá
crearse en el  plazo de los 120 días siguientes a la publicación en el  Diario
Oficial de la presente ley.

Artículo  décimo  sexto.-  El  mayor  gasto  fiscal  que
represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada
en vigencia, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio del Trabajo y
Previsión  Social  y  en  lo  que  faltare,  con  cargo  a  la  Partida  Presupuestaria
Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos
que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

------------------------------------------------

SE  DESIGNÓ  DIPUTADO  INFORMANTE,  Al  SEÑOR
MELERO, don Patricio.

SALA DE LA COMISIÓN, a 27 de octubre de 2020. 

Acordado en sesiones de fechas 6, 12, 13 y 20 de agosto,
y 10 de diciembre de 2019; 10 de marzo, 22 y 29 de septiembre, y 6, 13 y 27 de
octubre del  presente  año,  con asistencia de las Diputadas señoras  Cariola,
doña  Karol;  Castillo,  doña  Natalia;  Orsini,  doña  Maite;  Sepúlveda,  doña
Alejandra, y Yeomans, doña Gael, y los señores Barros, don Ramón; Durán,
don Eduardo;  Eguiguren, don Francisco;  Jiménez, don Tucapel;  Labra,  don
Amaro; Melero, don Patricio; Ramírez, don Guillermo; Saavedra, don Gastón;
Santana, don Alejandro; Sauerbaum, don Frank, y Silber, don Gabriel.

Asistieron, asimismo, a sus sesiones la señoras Carvajal,
doña Loreto (en reemplazo del señor Jiménez, don Tucapel); Castillo, doña Natalia (en
reemplazo de la señora Orsini,  doña Maite);  Marzán, doña Carolina (en reemplazo del
señor Jiménez, don Tucapel); Ossandón, doña Ximena (en reemplazo del señor Santana,
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don Alejandro); y los señores Leiva, don Raúl (en reemplazo del señor Saavedra, don
Gastón);  Mellado,  don Miguel  (en  reemplazo  del  señor  Eguiguren,  don  Francisco)  y
Romero, don Leonidas (en reemplazo del señor Eguiguren, don Francisco).

Pedro N. Muga Ramírez
Abogado, Secretario de la Comisión

115


